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I N T R o D o e e I o H. 

Dentro de todas las carencias y conflictos. promesi:J.s incumplidas, explotación y 

sobre todo injusticia que se dií en las áreas rurales, se encuentra en primee tÚ,E 

mino la que padecen las comunidades ind!genas. 

Los problemas en los grupos ind!genas de H11xico son originados por una falta de 

productividad en sus campos agr!colas que genera un elevado índice de pobreza y 

marginalidad. Aunado a lo anterior pervive entre ellos la injusticia, la migrn­

ción, ln falta de empleos; y, no sólo sus problemas son de carácter económico o 

migratorio, sino son también de salud: encontrándose zonas donde existen cuadros 

muy ell!vados de mortalidad y morbilidad, lo que ya desde principios de la década 

de los setentas había sido identificado como patolog!a de la pobreza. 

En los últimos lut>tros se ha venido agudizando el problema migratorio interno y 

externo, sólo basta recordar que ya desde 1976 en el documento denominado los -

ºSistemas de ciudades como una estrategia para la redistribución de la población 

de México", elaborado por el Consejo Nacional de la Población, se expusieron re-

heladores datos sobre la problemática a que se hace referencia. 

Entre otros agudos planteamientos del trabajo antes referido están los siguientes: 

(1). 

1. Durante el período comprendido entre 1975 y 1980 1 de cada tres habitantes -

en tránsito. ºdos tuvieron alguna ciudad como destino. 

2. El 53.4 por ciento de los habitantes viven en ciudades·, en tanto que el se_,5. 

tor rural, que en 1940 representaba el 80 por ciento del total de aquélla.­

disminuyó al 46.6 en 1980. 

3. Las regiones con más elevados niveles de vida tienen tazas de fecundidad -

en descenso y atraen población. 

(1) Uno más Uno. México. lo. !'.le marzo de 1986. P.14. 



En la proximidad del Siglo XXI, con los actuales logros tecnológicos, la civiliz.!!_ 

ción y los principios fundamentales de un orden humanitario, de respeto a la dig­

nidad del hombre, no han llegado todavía a los cientos de grupos étnicos, siment.!!_ 

dos en su cultura y esparcidos en todo el territorio nacional. 

Si hoy el hombre de las ciudades reclama el respeto n los derechos humanos, mu­

chos de nuestros ind!genas están hoy muy alejados de esas posibilidades de garan­

tía y protección, 

Son innumerables los casos, ya sea para aprovecharse de las riquezas de sus tie­

rras que estas comunidades étnicas recibieran de sus antepasados o para desconocer 

los derechos que tienen sobre éstas, pero es frecuente el abuso e inaplicación de 

los principios de derecho para estos marginados sociales, 

Para dejar asentada la aseveración de que se padece una persistente ausencia de -­

justicia, baste recordar, y esto no es un hecho aislado, sino que se ha repetido -

constantemente la denuncia de 1986 sobre la explotación de los triquis, oaxaqueños 

de San Juan Copala: (1) 

La vida de Juan Domingo Pérez Castillo está en peligro. Juan Domingo es un ind!g~ 

na oaxaqueño de la étnin. triqui de San Juan Copala, y es uno de los principales l! 

deres de au comunidad. El sd:batlo 22 de no.,..icmbrc, cunndo se dirigía a ln oficinn 

del Gobernador del Estado, Jesús Mart{nez Alvarez, para tratar los asuntos de sus 

paisanos, Juan Domingo Pérez fue herido por tres balazos en el tórax. Hasta la -­

fecha se desconoce la identidad de los agresores, as! como las medidas tomadas. por 

las autoridades para localizarlos y castigarlos. Según el testimonio de la v!cti­

ma, uno de sus atacantes era. un desconocido, bien vestido y no indígena, lo que 1o 

hace suponer que se trataba de un pistolero a sueldo. 

El Procurador de Justicia de Onxaca dió a conocer estos hechos a la opinión públi-

(1) Excélsior, México. 26 de noviembre de 1986. Sección "e". P.lo.-9. 



ca de!>dc el d1., en que ocurrieron, yn que los emplcudob tlc esta dependencia enco_!! 

trnron al herido y coordinaron su trnslndo al hospit.nl. La agresión ae realizó -

en la ciudad de Oaxacn: A dos cundrns de la Procuradur1n de Justicia y a dos me-

ses de la creación de la Procuradur{n de ln Defensa del lnd{gcnn. 

Juan Domingo Pérez se encuentra actualmcmte en el Hospital Civil de Onxnca; hosp,! 

tal gratuito que atiende a los más pobres• a los indígenas que llegan a curarse -

cuando por (in juntaron para pagar los pasajes de sus pueblos a la capital del e~ 

t.ido, cuando los médicos y los curanderos de las localidades ya no puedi!n hacer -

nada por ellos. Que llegan demasiado tarde y que el hospital no cuenta con los r2, 

cursos necesarios para curar a los pacientes cuyos casos se agravan por la falta 

de atención oportuna y por los altos grados de desnutrición, lo muestra el hecho -

de que apenas la mitad de los bebés ah! nacidos logran sobrevivir más de 4 ó 5 --

díns, hnsta que los dan de nltn para que vuelvan con sus madres n sus lugares de -

origen, donde no tienen ninguna garant1a de contar con la alimentación y los cuid!!_ 

dos necesarios. Lns carencias del hospital las está sufriendo Juan Domingo: desde 

el d{a 24 le dijeron que ya lo podían dar de alta Y• a folta de cama, pasó toda la 

tarde sentado en una silla. 

Cada hecho, cada detalle hacen sentir la situación de injusticia en que viven los 

indí.genas en la tierra de Benito Juárez, Pero en este caso, y eso es lo más grave, 

no se trata sólo de la falta de justicia en un sentido histórico y moi·.,1. sino que 

ésta se imparte de una manera arbitraria y deliberadntnente ineficaz; de que no hay 

condiciones para el ejercicio de los derechos constitucionales tniis elementales: el 

derecho de petición y audiencin de Juan Domingo Pérez no sólo quedó interrumpido,-

sino que su simple ejercicio puso su vida en pe1igro. 

Ju"1 Domingo iba a Palacio de Gobierno a trntar los problemas de sus paisanos. En 

especial los de cuatro de ellos• que C!stán presos desde hace varios años en las --

cárceles de Putla y Oaxaca. Juan úomingo iba al frente de una marcha de unos cien 



triquis, <1ue recorrieron a pie el tramo que va de Tlaxinco hacia ln ciudad de 011-

xnca, del l7 al 25 de noviembre, denmndnndo la libertad de sus presos. El día -

22, Juan Domin¡zo se :;epiH:ó de los marchistas que estaban en Nochistlán y llegó a 

la capital, donde fue herido en pleno centro Je la ciudad. 

Las irregulnridades de los procesos judiciales a los que están sometidos los cua­

tro triquis presos i:>on tnn numcro..;ns que hacen rofcrcncia a una situación políti­

ca más que a una de carácter puramente penal. Basta señalnr que Julio Sandovnl -

Cruz. y Domingo Gonzdlez Oomíngut!Z que se encuentran encarcelados en ln capital -­

del estndo, fueron detenidos en Putla, pero sus expedientes están en la cabecera 

de otro municipio: El de Juxtlahuacn, lo que, además de marcar una situación ano!. 

mal, ha creado un embrollo suficiente para retnrdar el proceso. 

Mlis incomprensible resulta todavia que Julio Samlovnl Cruz está sometido a tres -

proceso~: Dos de ellos donde se le acusa de robo, y uno más donde Ele le acusa de 

homicidio• pero no a él, sino que el expediente está a nombre de Luis de Jesús -

Garcín, y, sin que haya alguna aclaración al respecto, ese miflmo expediente está 

sirviendo para procesar y retener en la cárcel a quien ya fue identificado como -

Julio Sandovnl. 

Micntrn~ la inseguridad y la aplicación parcial de la justicia afectan a un gran 

número de indígcnns oaxaqueños, parccertn que en las altas csleras g.ubcrn:imcntn­

les hny una competencia por ver quién puede ir más lejo!:i en mostrar su vocación -

indigenista. Recientemente se cre6 la Procuradurta de Defensa del Indígena, y, -

Ueladio Ramirez manifestó sus intencionc~ de terminar con el caciquismo, ns{ como 

su compromiso con las comunidndcs marginadas. 

Hoy, los triquis de Copala forli\an una de las comunidades mlís mnrginndas, miís som.!: 

tidas al cacicazgo y quc más requiere de defensa. Están en juego la libertad de 



Carmelo y Pablo Guzmán Ramtrez., Julio Snndoval y Domingo Gonzlílez, injustamente 

encarcelados, ast como la vida de Juan Domingo Pérez. 

No solamente son los triquis, sino en todos los estados con grupos étnicos. como 

es el hecho de ' ••• Chiapas• Oaxaca y Michoaciín • entidades donde se registran los 

mayores conflictos por tenencia de la tierra 1 • ( 1). 

Ante tanta infamia social. la tarea de procuración de justicia que promueve el -

IN!, tiene una invaluable trascendencia para conservar el orden social y preser­

var de los desafueros a los mexicanos olvidados y discriminados de las comunida­

des indtgenas. 

(1) El Heraldo de Hfücico. México. 28 de junio de 1986. P.3. 



l. 

I. LA JUSTICIA Ell LAS COHtnfIDADES INDIGENAS. 

A. LA 111.JUSTICIA DE LA LEY DE LOS MESTIZOS EN LAS ETRIAS CULTURALES. 

Asunto que es preocupante, porque se tiene más conciencia de su importancia, 

parque sea algo reciente, para distintas esferas sociales como son gobierno, com~ 

nidades indigenas, grupos poUticos, es el grado de responsabilidad de los ind!g.!:_ 

nas ante las leyes nacionales, sobre todo por su ignorancia del orden jurídica de 

la nación, y miis aún en muchos casos por su desconocimiento del castellano. 

Referente a la situaci6n del indígena frente nl sistema jurídico de un pa!s, con­

forman valiosas reflexiones de lo aseverado en la Primera Convención pnra la Pre­

vención dt.• la Delincuencia, que se verificó en Caracas, Venezuela en 1956. Ah! se 

discutió aceren de ese grado de responsabilidad de los indígenas frente a las le­

yes nacionales, no sólo para los naturales de Venezuela, sino a escala internaci~ 

nal, para América Latina. Se dijo que no se debería condenar a indígenas culpa-­

bles de diversos grados, sin que se tomase en cuenta su condición y hubo la pro­

puesta de que sólo RC impongan penas a quienes hablen español. Aunque esto se -­

presta a criticas de bastante relieve, en razón de que se estarían resolviendo C.!!_ 

sos jur!dicos, por la condición del indígena al calificar sólo su lengua o domi­

nio del español, y, eso no es t:llis que una pequeña parte de una basta cultura l!tn! 

(1). 

La cuestión que verdaderamente vale la pena plantearse es el respeto a las cultu­

ras marginales que conviven con la predominante de una sociedad. 

Para la cultura occidental dominante y para la cultura que prevalece en cada pa!s, 

frecuentemente es dificil entender la forma en que los grupos étnicos ind!genas -

marginados, dan tratamiento a sus conflictos litigiosos. 

(l) Antonio Zarnte Polo. 11 Problemas Jur!dicos del Indio en América". Boletín. 

Indigenista Núm. J. Instituto Indigenista Americano. Uruguay. 1983. 

P.P. 72, 76. 



2. 

Confor¡ne a la escala de valorea jurídicos de países con tradición en el derecho -

romano, es incompatible entender la forma de solución conflictiva que se dlí en -

1as comunidades indígenas. Baste poner por caso lo del grupo indígena de los Gu~ 

jiras en Venezuela, cuando hay robo de un borrego propiedad de otro clan. 

Estos plantean una reclamación pacífica, que si es contestada correctamente con el 

pago del borrego y alguna indemnización, soluciona pacíficamente la controvcrsin; 

si no es as{, el litigio se alarga, hay plazos de tolerancia y el desdén por parte 

de los culpables puede ocasionar choques sangrientos. tEs aplicable en circunsta!!. 

cia tal la legislacj.ón de Venezuela?, según la idea de alguien en la Convención -

que mencionamos lo ser!n, cuando los indígenas envueltos en l?l suceso hablasen el 

español. En tal oportunidad se juzgar!a como responsable sólo a quienes lo con~ 

cicscn. Pero ln realidad puede ser otra, pues el problema va mucho mús allá. el -

solo hecho de que los indígenas hablen español no los transforma, ni anula su con­

dición cultural. Recordamos además, que e::;c 'hablar español' puede ser muy relnt! 

vo, y que aún en la circunstancia de que los sujetos hablasen y entendiesen nues­

tro idioma, seguramente no sabr!:m escribirlo ni leerlo, sino en muy corto número. 

Más aunque pudieran leer o escriDii:, quedarían fuera de su iimbito cultural. Así, -

" ••• cllando se aplique la legislación nacional a los pueblos ind!genas y tribales,­

se tomarán en consideración sus costumbres o su derecho coneuetudinnrio .•• 11
• (1) 

La ra!z se encuentra en la vida toda de una comunidad. ¿Cómo castigar n los ind! 

genns con unos códigos que ignoran, cuando ellos poseen otros?. ¿qu!en dt:be nce!. 

ca.rse a quién? ¿Los indígenas a nuescra legislacidn, demasi~do complicada y lej_!. 

na para ellos, o nosotros a ellos cuya culturo podemos perfectamence entender, -­

con el .auxilio de los especialistas?. 

(l) Mngda Gómez. "Derechos Ind!genas". Lec cura comentada del Convenio 169 -

de la O.I.T. I.N.I. México. 1991. P.54. 
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Existe aquí un grave problema de contacto cultJral, señalnble entre los miis tre­

mendos que confrontan, no Gnicamente los guajiros de Venezuela de quienes hicimos 

referencia al citar la Primera Convención para la Prevención de la Delincuencia -

en 1956, sino todos los pueblos indígenas del Continente. Poseen una cultura pr.2. 

pia, caracter!stica en cada área, integrada tradicionalmente, arraigada a través 

de siglos o tal vez de milenios. Y, pretendemos que con sólo mencionarles los có­

digos nacionales los entiendan y practiquen la justicia de nosotros. Si es tan -­

dificil promover cambios culturales en la alimentación, en el vestido, en la hi­

giene, mucho más lo será inducir alteraciones en los sistemas jurídicos consuetud! 

narios, en el concepto de lo justo y lo injusto, en el terreno complicado y sutil 

de las relaciones sociales. Es 11
,, .la originalidad de la cultura mexicana, lo -­

que la distingue con toda nitidez del resto de las culturas, de rníces occidenta­

les, originalidad que parece residir en su elemento indígena. {l), 

Es claro que por otra parte surgt? la respuesta de los juristas: "La ignorancia -

de la ley no excluye de su cumplimiento11
, y éste ha de ser un principio universal 

mente aplicado, a riesgo de romper la unidad jurídica de las naciones. Tal arg!!, 

mentación es un principio correcto,pcro sin duda aplicable a las comunidades ind.f. 

eennA que viven una cultura tradicional, que hablan una lengua propia, que poseen 

un territorio y que por consiguiente presentan rasgos de ser independientes o pe­

queñas nacionalidades. 

Es pues una problemática la que enfrentamos ante un problema mayor en el terreno -

de las relaciones con los pueblos indígenas. De norte a sur del pota, desde los 

pápagos hasta los mayas. 

(1) Rafael Márquez Piñero. Sociedades Indlgenas y Normatividad Pennl. "Aspec­

tos Nacionales e Internacionales sobre Derecho lndigena 11
• UNAM.. México. -

1991. P.111. 
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Las normas son int!ficaces porque quien debe aplicnl" la ley, ignora d6nde y 

quién debe aplicarla y si la debe aplicar, o bien, desconoce que la ley es viola­

da y al sujeto que la viola; y también porque quien debe cumplir la ley ignora -­

qué ley debe cumplir y si debe cumplirla, o aún miis, desconnce que ustá violando 

una ley que debe cumplir, porque no sabe que hay ley que debe cumplirse. 11 Ln re_!! 

lidad es que individuos y comunidades indtgenas entera.a cstiin subordinadas a un -

derecho positivo, formalmcmte válido, ignoran en mayor o menor medida su existen­

cia, y se rigen por un sistema de preceptos casi siempre de origen consuetudinario 

que muchas veces, contrarian lo estatuido por la ley posic.iva". (l), Pero además, 

por razones de í.alt"a de ohras de infraestructura (carencia de vías de comunica--

ción). La autoridad no aplica dicha ley 1 y, cuando llega n hacerlo, comete injus­

ticias. 

Pero en países como el nuestro 1 
1 en donde conviven agrupamientos humanos de dife-­

rente cultura, son muchos los pueblos ind1genas que llevan una existencia al mar--

gen de ln vida nacional'. Tales gL: .. pos ind!genas, por lo demás tienen perfecta. -­

mente delimitadas algunas de sus formas de gobierno con cnrncterísticas que le --­

son peculiares 1 las nonn.as tradicionales que rigen su vida son acatadas volunta--

rinmente por sobre cualquier otra que viniese de un 111andatario extraño. (2). 

Como, 1 
••• asombroso es el acatamiento que el tarahumara debl? a su gobernador, 

obedece ciegamente las decisiones de éste cuando investido de juez 1 pronuncia una 

sentencia en los juicios que ante él se suscitan, y antt!s que contradecirlo acude 

al suicidio, su prestigio en la comunidad se vé seriamente lesionado .•• 11
• (3). 

(l) José Castillo Farreras. "Las Costumbres y el Derecho". La situación Jurí-

dica del Indígena. Antologla. I.N.I. México. 1989. P.39. 

(2) lbidem. P.41. 

(3) Ibidem. 



s. 
Por lo anterior se puede aseverar la existencia en el pnsndo y presente de un ... c­

recho co1rnuetudinario no oficial, un derecho que sin haber sido tamizado en los -

moldes del proceso legislativo estatal se encuentra vivo. Es un derecho que pcrv! 

ve. Le podríamos llamar derecho viviente, para distinguirlo de otras costumbres 

también con vida. 

Durante años los indios han padecido la aplicación del derecho positivo mexicano 

sin tomar en cul!nta lo específico de su ctnicidnd. Estamos conscientc!l de <¡uc ln 

administración de justicia en nuestro pa{s i;e sustenta en un orden jurídico nací!?, 

nal. Más sin embargo, vamos a tratar de mostrar cómo en ene ámbito, se agravia en 

forma muy marcada a los ¡;rupos indígenas. 

En el derecho positivo e~contramos entre otras. dos rnmns que nos interesan de ª.!:! 

brem.nnern: ln agraria y penal, que son las que afectan de manera cotidiana a los 

indígenas. Si bien constituyen cuerpos normativos de muy diversa naturaleza, en 

la realidad, muchos asuntos penales tienen como origen el problema de la cenencin 

de la tierra. 

En las cárceles se refleja la problemática que sufre el indígena al serle aplica­

do un proceso judicial donde se le condena a la privación de su libertad corporal. 

Los procesos penales, se inician formalmente con un auto o declaración judicial de 

formal prisión, dirigido a un sujeto concreto con presunta responsabilidad en la 

comisión de un delito. La etapa precedente a esta dec:laración cnnocidn como ln -

averiguación previa, es la que comprende desde el momento en que un Agente del. M_!; 

nisterio Público, Agente Auxiliar o Síndico Municipal, toma conocimiento de la v~ 

rificación di'.! los hechos que pudieran ser constitutivos de un delito. En ejerci-­

cio de facultades legales, esta autoridad procede a detener n los presuntos res­

ponsables y .o. realizar una rápida investigación que le permita definir si hay el~ 

mentas para consignar al o a los detenidos ante el juez de: primera instancia co­

rrespondiente. 



Tratii_ndose de los grupos indígenas, un hecho constante es que suelen entregar a 

la nutoridad judicial más próxima al miembro de su comunidad que haya participado 

en hechos de sangre, como lo mencionaremos al citar el homic.'.dio en los huicholcs. 

Desde ese momento se le trnslni.l.a a l<t cabecera municipal más próxima, acompañado 

por lo general de un acta donde se relntn su versión sobre los hechos que motiv~ 

ron su detención. Dicha nct::i. como se hn visto, es definitiva un cl proceso que -

se le seguirá al. presunto responsnble. El ng1.mte municipal expresará en ella 

cesarinmente, su apreciación personal, y es común que ésta sea definida en el co!! 

texto de las relaciones locales de poder, de las cuales él forma parte. Conforme 

el indlgena acusado se aleja físicamente de su comunidad, lo hace también de la -

posibilidad de ser juzgado con objetividad. 

En primer lugar, vn al encuentro de un mundo que utiliza un lenguaje que él igno­

ra, que aplica una ley que él desconoce, que juzga sobre unos hechos que sucedie­

ron en un lugar y en un contexto étnico que el juez normnbente no conoce ni in­

vestiga. Todo lo cual no es obstáculo para que el proceso penal se desarrolle. -

Existe el principio jurídico de que la ignorancia de la ley no exime su cumpli-­

micnto, existe también otro que habla de que todos somos iguales ante la ley, así 

se trate del J.nd1gena pnme de la zona media que del rico ganadero de la Huastecn 

en San Luis l'otost. 

Mencionaremos un caso como ejemplo: Mnrio Garctn Tolentino. indígena otom1 res! 

dente en la Comunidad de Huehuetlán, Hidalgo, sin camino directo de acceso a la 

ciudad más próxim.:i:. Fui! acusado de homicidio en agravio de _quien en vida fuera -

su tlo de nombre Francisco Tolentino 1 y, trasladado al Distrito Judicial de Tenn!! 

go de Doria, Hgo. por los propios habitantes de dlchn comunidad para ser entrega­

do en 111 conmndancia de la pol1cin judicial en d1a domingo, fecha en que la Agen­

cia del Ministerio Público no labora; en su primera declaración ante la pollcin -
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judicial, el acusado manifestó que: "Mató n Francisco Tolentino (su tío), porque 

éste le molestaba una vez que estaba borracho y lo tenía amenazado de muerte por 

pleitos de tenencia de tierra respecto de predios propiedad del pa.drc del decla-­

rante ••• ". (1). 

Desde el inicio de los procesos se marca la distancia entre la verdad real y la -

verdad legal, cuando hablamos de vcrdnd real, nos estamos refiriendo al escenario 

étnico y social, donde se desarrollaron los hechos materia del proceso, a las re­

des del poder local que Crl?CUC!ntemcnte influyen en Ja comisión de delitos y en ~ 

neral a todo el universo de valores culturales de los grupos indígenas. Ln ver-­

dad legal en cambio, podemos afirmar, que es la que se construye al miirgen de --­

aquélla, o aún en ocasiones en su contra, es la que se va entretejiendo a partir 

de la interpretación judicial de la primera declaración. 

En el caso que estamos comentando, la declaración del acusado toma el rango de col! 

fesión absoluta, sin ro.ayer investignciOn. Precis.:imente hechos como éste nos han -

llevado a sugerir que los abogados ofrezcan "peritajes antropológicos" en los jui­

cios penales, a efecto de acercar al juez a la realidad étnica en que se realiza­

ron los hechos que él va a juzgar. En la comunidad se percibió que una de las per­

sonas con poder local, posiblemente influyó en Mario García Tolentino. para predi,!! 

ponerlo en torno a su declaración donde confec;6 haber comcti<lu t!l crimen. Este se­

ría sólo uno de loa indicios que una real investigncún deberla contemplar. 

Las pruebas típicas que se han venido utilizando en los procesos penales son la -

confesional del acusado, testimoniales de cargo, careos, y, documentales. El ind! 

gana rinde su declaración si se atreve a hablar en su lengua 1 sin la presencia de 

un traductor. Si lo hace en español, su uso y conocimiento es tan limitado que le 

(1) Juzgado Mixto de Primera Instancia de Tcnango de Doria, Hgo. Exp. 119/87.­

Homicidio. Inculpado Mario Garc!a Tolentino. Fojas 14-23. 
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impid~ expresarse ampliamente en torno n los hechos que desea manifestar. 

En ambos casos es usual que antes de que termine de hablar, ya la mecanógrafa de 

la Agencia Nunicipal, Ministerio Público o Juzgado de que se trate, ha terminado 

de anotar su declaración. El se limita a estampar en ella su huella digital. 

As! vemos que al afrontar un interrogatorio el ind!gcna sólo percibe muchos pape­

' les, muchas palabras, muchas leyes; como dice Beccaria 11 ••• y, se arrepiente de <t! 

go, que tal vez no tenga porque arrepentirse ••• ". (1). En ningún momento siente 

que su discurso, su vcrsión sobre los hechos tenga algún sentido. Otra traba pr2 

ccsal es que la c011fesi6n hnb!a sido llamada "La Reyna de las Pruebas". Si el i!"! 

d{gena reconoce por ejemplo que mató n alguien, parn el juzgador resulta lógico 

condenarlo, y lo hace incluso, con ln convicción de que está ejercienJo su fon-

ción de manera correcta, aunque en el expediente no exista otra constancia proce-

sal de culpabilidad más que su confesión. 

Tratándose de las pruebas testimoniales no es í5cil conseguir que un ind{gena que 

vive· por ejemplo en Huehuetlán, Hidalgo, comunidad bastante alejada del Distrito 

Judicial más cercan.J como es Tenango de Doria, -para seguir nuestro ejemplo-, nc_!! 

da a declarar sobre la manera en que Mario Garc!a Tolentino es valorado en la co-

munidad • y mucho menos referirse a la posibilidad de que el cacique local tuviera 

alguna participación indirecta en los hechos, mucho menos directa. Esto sucede -

porque existe una desconfianza generalizada hacia las autoridades judiciales, no 

se ve en ellas a un órp;ano jurisdiccional capa~ de apoyarlos• al contrario los --

atemorizan con la sola mirada. La clásica prevención a un t,?Stigo sobre las res-

ponsabilidades en que incurre por dar falso testimonio, aunado al ritual imperut! 

vo del interrogatorio: que motivo respuestos tales como: ºSi tú lo dices ast a~ 

rá11 • En el mismo sentido se desahogan otras pruebas o los careos. 

(1) Beccaria. "Tratado de los Delitos y las Penas". Edit. Porrúa, S.A. Hé-

xico. 1982. P.186. 
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No existe en todo el proceso un momento en que el indígena pueda ofrecer su 

sión y explicarla con la confianza de que sus razones cuentan, de que sus palabras 

valen. El juez es un ser tan alejado, que pocas veces se presenta físicamente an­

te el acusado para recibir sus declaraciones, basta un escribano. En estas circun!. 

tancias no puede hablarse de comunicac!On entre el juzgador y el acu11.11~.,,. éste -­

cuando es indígena -:ieni:: de una comunidad donde los conflictos se ventilan en el 

trato directo entre las partes, ante los ancianos ri::spctados y dotados de autént.!_ 

ca autoridad, Donde las partes hablan el mismo idioma y tienen las mismas rcferc.!! 

cins culturales, y todos conocen los valores que como pueblo quieren preservar. -

As! vemos que los momentos en que el ind!gen.i cntrn en contacto con la legalidad -

del derecho positivo mexicano, son los momentos de conflicto, de violación. Para 

él, legalidad es sinónimo de conflicto. No conoce el ámbito donde se aplique la 

ley para respet:ir sus derechos. 
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•B. !;iOBREVlVDiCIA DEL DERECHO INDIGENA CONSUETUDINARIO Y SU CONFRONTACION CON EL 

DERECHO POSITIVO. 

Se debe considerar como una realidad que persiste y que se niega a morir, que se 

practica en las comunidades indígenas del país como parte de una cultura que debe 

seguir viva, nos referimos al derecho consuetudinario. El ordenamiento jurídico 

que prevalece en México ha dejado al margen los valores de toda una cultura étni­

ca, basta únicamente observar un poco pnrn darse cuenta de éste injusto Cllvido -­

por no llamarle cont:radicción de la ley, cuando ésta misma habla de igualdad. 

En materia agraria •• 1..m los .procesos administrativos los núcleos indígenas han sido 

objeto de arbitrarias divisiones al mnrcarles límites territoriales, o bien han -­

sido despojados. invadidos; pueblos convertidos nl régimen ejidal y por ende desaE. 

ticulando sus estructuras tradicionales. En el ámbito penal 1 el problema es mayor 

nún por los bienes jurídicos que debe tutelar. Por ejemplo la libertad corporal 

individual: al indígena se le acusa. proceaa y juzga en un idiomn que no entil!nde, 

por hechos que en su comunidad tienen vnlornciones distintas. La sanción como p~ 

na que se aplica tiende a desarraigarlo de su lugar de origen. No está permitido 

un espacio para que se escuche la voz o la opinión de las autoridades tradiciona­

les índ!genas. 

Los grupos étnicos cuentan con un sistema de control social, sus normas regulan -

tnnto las relaciones políticas de su interior, como las económicas o las familia­

res. "Es en la práctica de las comunidades indígenas donde su sistemn normativo 

forma una unidad, y ésta obtiene la legitimidad, de su vigen!=-ia en la acumulación 

sostenida de su aplicación a través de un largo tiempo". (1). 

Con esto no queremos decir que las comunidades 3.plico.n lan mist!l3s norma;s que hace 

(1) Magda Cómez. 11Dcrecho Consuetudinario Indígena". México Ind{gena. Instit!!_ 

to Nacional Indigenista. Núm. 25. México. 1988. P.3. 
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200 años, como cualquier grupo social, ellas también han cnmbindo y modificado -

sus normas ,, efecto de responder a los cambios de intPrc>scs y conflictos que se -

dan en su interior, como a la presencia de los intcre5es impuestos del exterior 

de su núcleo indígena, de esa sociedad nacional de la cual formn parta y que re­

chaza, tanto, que al momento de legislar, no ha tomado en cuenta sus costumbres,­

tnl vez n eso se dcb•l que? la ley en realidad no sea general, aunque en su n¡ilica­

ción si lo es, pero no es justa. 

Tienen las comunidades indígenas una organización propia, cuentan con autoridades, 

normas jurídicas, sanciones, más sin embargo parece que el tiempo trata de aniqu! 

!arlas en su organizaci6n¡ la aplicación Je sus normas es muy limitada, y se red!! 

ce en muchos casos a problemas 'lllllnores como riñas, robos, faltas a los padres o a 

la autoridad, vic.lación de normas comunitarias entre otras. 

Casos como los siguientlls Re presenta,i. en el interior de dichas comunidades: Es -

una situación de conflicto que no involucra hechos de sangre entre los miembros.­

se .-tcude ante autoridades tr::idicionales n presentar ln queja. Se cita al acusado 

y normalmente se le enjuicia en público, cuando se reúne el pueblo en la asamblea 

dominiccrl. Aquí se observa que la sanción es distinta a la que pudiera resultar 

en el rforecho po!titivo • ya que se busca que el inculpado sufra como castigo la -­

vergüenza de haber sido visto en falta por tuda el pueblo. Tal es el caso de los 

Uuicholes de San Andrés Cohamintn en Jalisco; de los Caras de Jesús Maria en Nny!l 

rit, o de los Totonacas en la región de Pnpantla,Verncruz. 

Entre ellos se ha logrado que su justicia sea pronta y expéditn como lo señala la 

Constitución Federal. Normalmente, los conflictos SI! abordan y resuelven en una -

sesión, durante ella se discuten los hechos. se reconstruyen, interviniendo tanto 

la parte acusadora como la acusada. Los miembros de la comunidad dan su testimonio. 

Las autoridndes tradicionales van orientando la discusión, señalando el tipo de V_!! 
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lores.que la comunidad quiere prcscrvnr. Esto es, el ámbito donde se ubica el con. 

flicto y en él se definen las resoluciones, éstas son inapelables 'porqul! ya se -

discutió bastante' suelen señalar las autoridades tradicionales. Un elemento im-

portante nl dirimir los conflictos es el de fijar la reparación del daño de manera 

que las partes queden reconciliadas y conformes con la misma. Se trata de mnntc­

la cohesión de la comunidad y de que aquellos que incurran en faltas se corr! 

jan. 

"Caso distinto es el efecto que produce la penalización del indígena conforme al 

derecho positivo, gues se convalida con ella la ruptura del indígena en su comun! 

dad de origen". (1). 

11Es claro que ln expresión derecho consuetudinario proviene del ámbito de análisis 

de ciertas tcor!ns jurídicas. que en un enfoque positivista tienden más a descri-­

bir los fenómenos que a promover una explicación que los cuestione". (2). 

Es reconocido que tanto en México como en otros países• la población indígena 

mantiene vigente, aunque restringida en sus normas tradicionales de control social. 

Estas normas son aplicadas al. lado del derecho siempre y cuando no lo contravengan. 

El p~oblema se plantea cuando las normas de control social ind!gena si contravienen 

el sistema jur!dico nacional. 

En México. los grupos indlgenas ya comenzaron a plantear lo exigencia de respeto a 

su cultura jurídica, a su capacidad de negociación y resolución de conflictos. 

Ellos desde siempre han estado luchando en este ámbito o dinámica de resistencia,­

tnl vez en silencio y otras con voces demasiado fuertes. Co-n ese dejo de reclamo 

que siempre llevan consigo, por la necesidad que tienen y sienten de existir como 

(1) Magda Gómez. "Derecho Consuetudinario Indlg1rna11
• México Indígena. Instituto 

Nacionnl Indigenista. Núm. 25. México. l988. P.3. 

(2) Ibidcm. 
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pueblos, de que se les respete su cultura, sus tradiciones, su derecho indio. -

Etapa en " ••• lucha constante por defender sus territorios despojados o invadidos 

que son el patrimonio indispensable que los impulsa a defender su existencia co­

mo grupo social, y ah{, está latente la neccsidnd de que el Estado prl?ste aten-­

ción a esas voces que vienen desde el seno de los grupos étnicos, y les reconoz­

ca su derecho a ndminlt'trar ln justicia dentro de sus comunidades. el reconoci-­

mientu constitucional de su existencia como una cultura digna de tom:irse en cue1! 

ta con un profundo respeto". { 1). 

Existe un hecho bastante significativo que muestra cómo un indígena queda sujeto 

a las pautas que determinan a su propia cultura: en una comunidad Uuichol, co­

rrespondiente a Nayarit, en un camino vecinal de tcrraccr!a se encontró a un in­

dígena sentado en una roen, con unn actitud b.istante sumisn,cnllada y reflexiva, 

cuando se trotó de interrogarlo por respuesta existió el silencio. Horas más t:i.!. 

de, quienes lo vieron por primera vez, regresaban por el mismo camino después de 

haber cumplido con una comisión oficial en la comunidad a donde pertenecía aquel 

hombre; se extrañaron mayormento al ver de nuevo n esa persona, en la misma acti­

tud que horas antes. Ocho días después, nquella com:f.sión regresó por esos luga-­

rcs; y sobre la roca permanecía el mismo individuo con la misma actitud silencio­

sa, al llegar o la comunidad se pr~gunLÚ a la autoridad por ln extraña actitud -­

del indigena del camino, respondiendo que se trataba de un preso. Sin guardias,­

sin muros que le impidieran fugarse, ahi estaba un preso quien se sometió median­

te la fuerza de sus valores, motivo de respeto e integración social. (2). 

El control social hacia los miembi:-os que la forman en relación con sus conductas. 

(1) Hagdn Gómez. 11Derecho Consuetudinario Indígena". México Indígena. Inst_!. 

tuto Nacional Indigenista. Núm. 25. México. 1988. P.4. 

(2) Ibidem. P.5. 



va desde pcnns, sanciones o castigos. Dicho control está sujeto " una cultura,­

costumbrc. La historia de un pueblo y el contacto con otros pueblos. A manera -

de ejemplo citaremos el caso de los Huicholcs: El Gobernador tradicional, el -­

juez o el c..tpitán, son lns autoridades tradicionales que representan a la socie­

dad Huic:hol, o los llamados tupiles (policfas), estñn bajo el mando de los ·prim!:. 

ros, y, 6stos se enl"argnn de cjecut.1r una orden por a~{ decirlo de nprehensión,­

cn contra de un11 persona acusada. Cabe aclarar que si la folta en grave lo llev_!! 

riin amarrado, en caso de ser menor la falta, sólo lo escoltarán. 

En Tuxpam de RCllaños, Jalisco. (Zona Uuichol), se reconocen como delitos graves 

loo siguientes : 

a) Homicidio.- Las autoridades conjuntamente con el Consejo de ancianos, me­

ten al delincuente a un cuarto donde se encuentra lo que ellos denominan 

'cepo', que consiste en un pnlo o madera con orificios donde le meten los -

pies y se los sujetan con amarres. Una vez transcurridas veinticuatro ho­

ras (tiempo que durn el castigo en el 'cepo 1 ), lo llevan al palo de los -­

tormentos y lo cuelgan de las manos para que se haga público el castigo por 

el delito cometido. Después de haber sido castigado por las leyes internas 

de su comunidad, es turnado a la nutorid.1d competente (Agencia del Minist!:. 

rio Público). 

B) Adulterio.- Las UUtOL'ldaJ.,5 ordenan u~vnr nm:\rr:\do ante su presencia 'i -

además, desnudo, con la finalidad de r¡ue a éste le ocasione vergüenza que 

se le r.xhiba frent:c n todo el pueblo, y, no vuelva a cometer la misma fal­

ta. 

C) Abigeato.- Las autoridades mandan detener al presunto responsable para -

averiguar si es culpable o no. Si resulta culpable lo obligan a que pa­

gue el doble de lo que se llevó. 
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O) . Brujería.- Ln pcrsonn que se dice embrujada debe acudir al Consejo de An-

cianos a efecto de que éste• en coordinación con las autoridades tradicion!!_ 

les, obliguen al llamado brujo a curar al embrujado¡ si el primero se rchu-

sa, lo castigan severamente en el 'cepo', o en el palo de los tonncntos. 

Existen otros actos que son considerados por los Huicholcs como faltas, también -

con su propia manera muy de ellos para sancionarlos y si lo ameritn castigarlos -

en 'cepo'; éstoi.. son considerados menores: embriaguez, escándalo en la vía públi-

ca, injur{as, entre otros. (l). 

A manera de comentario, diremos que los lluicholes son polígi:u::ios, aunqm:~ el parce!! 

taje de hombres con t'lás de una esposa es bastante bajo en estos tiempos. La ca.!! 

t:idad antes del mnt.rúnonio es muy preciada y se supone que después del mat.rimonio. 

debe permanecer fiel a la pareja. Todos están dispuestos a aceptar, sin ~mbargo. 

la realidad es diferente y la infidelidad es frecuente. De originario estt" no ti,!! 

ne consecuencias graves y se observa con demasiada pncienci:i en la mayoría de los 

miembros de sus comunidades. Sin embargo, existe una ocasión ceremonial en que C!, 

ta conducta se examina en forma ritual y abierta nnte todas. cuando se exige que -

cada adulto declare públicamente cada una de sus experiencias sexuales extrnmatri­

moniales nombrando con quién 1as tuvo, aún cuando ambos amantes de los espoaos es­

tán presentes. como general.JDente sucede. Estas confesiones públicas son una pre­

paración ritual obligatoria para ln peregrinación del peyote, y se requiere que -

la practiquen no sólo aquéllos que participan. sino también sus familiares. Por 

cada nombre y por cada ocasión confesada. el mnra 'ak' ame }!ace un nudo en el cor-

del largo de fibra de yuca. que finalmente arroja al fuego. esto e::i. a la deidad del 

fuego (Tntewnri) • cuyas flamas ocultan el pasado y purifican a los participnnt.es -

(1) Are.uro Alvarez Sánchez. "El Castigo de los lluic:holes". México Ind{genn. --

LN.l., Núm. 25. 1988. P.54. 
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para ln jornada. No SI! pi!rmitc ninguna e»presión de celos durnntc los ritos del 

peyote~ Sin embargo, los resentimientos perman12cen latentes; para irrumpir miís -

tnrdc. Algunas de las disp~tat; que surgen sin prnvocaciéln aparente durante las b.2. 

rrnchcras en c1n•emoni11s • como ln toi:na de posesión de un nuevo gobernador del terrJ 

tot"io Huichol al finnl del año, que sil!mpre incluye beber demasiado, pueden t"ns--

trcarsc hasta unos celos forgamente contenidos que en muchas ocaslonl's han llaga-

do nl homicidio. (1). 

Esta p1Jr:Lficación del nlJD.11 pnrn los adulteras, arrojando .-il fuego el cordel es --

únicn, y, se da sólo en la preparación de ln peregrinación en busca del peyote cg, 

tno roer.o e'X.cepcián a la regla de los castigos por adulterio. l=:n donde son exhibidos 

públicamente y deunudos. La peregrinación del peyote su renlha e.aún año par los -

lluicholes de Jalisco y fü1yarit:, principalmente de Snn Andrés Cohatninta y San Sl'-­

bnstiiín Teponnhuaxtlan; Mpio. de Mcz.quitic, Jalisco; el recorrido termina en Real 

de Catorce, S.L.P. 1 para posteriortnente inicinr el regreso a sua comunidades en -

el Estado de jalisco, llevando consigo el peyote encontrado, 

Una vez terminada la conquista de los punblos indígenas que se inició en 1521 • --

los europeos impusieron sistemas jurídicos extraños n las prácticas y a las cos--

tumbi'es de control sncial llevndn.s a cabo por los grupos ind!gcnns. Si bien c;is -

cierto que las leyes que reg!nn entre los indios dotabnn a las comunidades con --

una pc:rsonalidnd jurídica bíen ncreditndn y les permitían cierto miírgen de mnnio-

brn en los asuntos legnles,en la sociedad colonial nunca hubo un reconocimiento n 

los derechos de los indÍg_t!n.'.lG, tRl y como éstos los entendían. (2). 

(1) Furst T.Peter -Nahrunad Salomón. Ritos y Arte ltuichole6. México. Edit. SEP. 

Setentas. 1972. P.P. 44-45. 

(2) Magda Góme.z. "Costumbre Juridicn". México Indígena. Instituto Nacional In, 

digcnistn. Núm. 25. México. l988. P.2. 
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C. TESIS DE JELLUfEKSOBJlE EL DERECHO CONSUETUDINARIO. 

Lns costumbres en general: más que conductas reiterndns, son hechos, pero también, 

a veces, derecho. En el derecho consuetudinario que efectiva y rigurosamente lo 

sen, siempre existe un hecho -la costumbre-, que simultáneamente se constituye en 

norma. Los móviles (hechos también) que condicionan el devenir de los hechos-no!. 

nu."1., móviles de todo tipo, económicos, políticos, sociales, conscientes e incons­

cientes, son segura:::icnte su más importante causa. Los órdenes jurtdicos integr!!_ 

dos por costumbres, el facturo moral, los convcncionalismofi HDciales constituidos 

por hechos-norma, no son más que el reílejo, directo o indirecto, fiel o incorres_ 

to, de los reg1menes económicos, pol!ticos y sociales. SabemC'ls que sólo cambian­

do radicalmente aquellos regl'.mcnes cambinrán radicnlmente las costumbres sociales 

normativas. En un sistema de derecho legislado por haber algunas normas aisladas, 

rigurosamente jurídicas en su aspecto no sólo fonnnl, sino aún en el material, p=. 

ro carentes en absoluto tlc la facticidad y h·1sta de especie alsun.:is de repercusión 

social. Serían la pura estructura lógica y su inherente expresión verbnl. LE"trn 

muerta se les puede llnm.:ir. Pero no puede afirmarse lo propio de la costumbre ~ 

~ esencialmente por su coercibilidad y costumbre justamente por su especial 

fnc t icidad. (l) • 

Con respecto a México, snlta a la vista una pregunta ¿Por quii ul wow.mto de lc~iE 

lar no se continúa con lo que ya es costumbre en nuestro pa!s y que ofrece mejor 

resultado al momento de la aplicabilidad de la normn,en lugar de adoptar de otros 

regl'.menes políticos ajenos al nuestro, ~ que resultnn letra muerta para los 

efectos de su aplicación. Y, esa costumbre bien podr!n ser la jur!dica de los i.!!. 

d!genas, insertada en el sistema jurl'.dico mexicano. 

(1) José Castillo Fnrreras. "Las Costumbres y el Derecho". "La Situación Jurf 

dica del Indígena. Antologfo. I.N.I. ~éxico. 1989. P. P. 31-32. 
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En el. pensmniento de Jorge Jcllinck se encuentra un reconocimiento al valar que 

tiene el derecho consuetudinario en un sistema jur!dico, que identifica su impof 

tancia por surgir de la vida social-cultural de la mism::t comunidad. Su tesis es 

reconocida como "teoría de la fuerza normativa de los hechos". 

El profesor Jcllinek formula una cuidadosa elucubración sobre ln formación, 

tenido y significancin de las normas conauetudinnr las de la mnnera siguiente: ( l). 

Vale como derecho en cada pueblo, ante todo, lo que realmente es vivido como tal, 

y el ejercicio permanente du ese dcrccho, crea ln reprcsent3ción de lo que este 

ejercicio se confol'!M. de una norma apareciendo por consiguiente la norma misma -

como ordenación autoritaria de la comunidad, es decir, como jur!dica. De este -

modo recibe también su soluci6n el problema del derecho consuetudinario. No nn­

ce este derecho del espíritu popular que lo sanciona ni de la convicción común -

de que algo ha de ser. Derecho en fuerza de su necesidad interna, no nace de un 

acto de voluntnd táctica del pueblo, sino de las propiedades generales psíquicas 

que hace se considere como normativo lo que constantemente se viene repitiendo -

en la realidad. Los hechos poseen en cierto modo, una gran fuerza normativa y de 

tal modo lo acostumbrado llega a considerarse como debido. 

El derecho positivo no reconoce fuerza obligatoria a la costumbre sino en los C.!, 

sos en que -expresa o tácitamente-, así lo manifiesta. La coatumbre, afirma Je­

linek, cualquiera que sea (jurídica o no jurídica) consta de dos elementos : 

El acostumbramiento, que es un fenómeno preponderante, psíquico, interno y que en 

consecuencia, se sitúa en el tiempo, y la conducta acostumbr4dn, que es su m1mi­

festación extt!rna y que se encuentra localizada en el tiempo y en el espacio. N!, 

die tiene una costumbre si no está acostumbrado, ni nadie está acostumbrado si -

no es a su costumbre. Las costumbres las clasifica de ln siguiente forma : 

(1) José Castillo Farrerns. "Las Costumbres y el Derecho". La Situación Jur! 

dicn del Indígena. Antología. I.N.I. México. 1969. P.33. 
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a) Paralelas n lo cstnblecido por ln ley. 

b) Confirmatorias de la ley. 

e) lnt.erprctativas de la ley, 

d) Integradoras de lagunas de la ley. 

l.~ 

Las costumbres paralelas a lo establecido por ln ley son nquéllas que, fo!. 

míindosc con independencia de la propia ley. coinciden, empero, en su cent~ 

nido de ln ley misma. Puede haber inclusive, ignorancia absoluta de la -

l.ey, máa sin embargo ésta no se viola, por la correspondencia que cxistc -

de contenidos, según la hipótesis, entre la ley y la norma consuetudinaria. 

Una co,;tumbre jurídica que se practica en muchos sistemas demarcados en M,! 

xico, cuyo origen en determinadas rcgioni?s se remonta a la época p'Cehispá­

nir.n, por lo que puede deducirse su independencia de la ley, t•s el trueque 

(que por demás, es y hn sido una forma universal de cont.ratar), en virtud 

del cual los sujetos de la relación cambian una cosa por otra. 

Un caso de paralelismo: Se encuentra ent.re el contrato de permuta (Art. -

2327 del Código Civil para el D.F. que dispone: Es "Aquél por el cual uno 

de los contratantes se obliga a dar una cosa por otrn11
) y el trueque, 

ductn jurídica social tan cotidiana en las árcns ind!gen11s. 

2. CONFIRMATORIA: 

La costumbre confirmatoria de 111 ley, es: 'la que ratifica los preceptos' -

de ln ley o los rebustece con la práctico de la misma 1 • No debe confundir­

se la costumbre confirmatoria con la par3lela, puesto que ésta se integra 

con total independencia de ln ley. Inclusive con desconocimiento de ella, 

y la confirmatoria consiste en que el cumplimiento consciente de la ley -­

!!. ~ costumbre, ratificando y tobusteciendo su eficacia. 
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Quienes practican costumbres paralelas a la ley, ignoran la ley o la ignor!!_ 

ron cuando aquéllas comenzaron a formarse. Pero quienes realizan costumbres 

confirmatorias de la ley empeznron a cumplir la ley, y el cumplimiento rei­

terado se ha vuelto coatumbre, inclusive, a tal grado, que con ella n veces, 

no sólo se cumple el precepto lega.! sino también la regla del trato social 

de análogo contenido. 

3. INTERPRETATIVAS: 

Interpretativas de la ley, 'la costumbre es el mejor intérprete de ln ley'. 

En nuestro CQdigo Civil se admite de modo expreso, para ciertns situaciones, 

la costumbre interpretativa, as! el Artículo 1856 dice: " ..• el uso o la CD,! 

tumbre del pata se tendrán en cuenta para interpretar las ambigüedades de -

los contratlls ••• ". 

t•. INTEGRADORAS: 

Integradoras de lagunas de la ley son las costumbres que, coino su nombre lo 

indica, colman los vacios de aquélla, ya sea creando formas jurídicas nue­

vas para regular situaciones en las que no se puso atención al legislar, o 

bien completando y perfeccionando los preceptos existentes. 'La costumbre 

ha juRndo un papel importante como fuente fonunl de derecho de los orígenes 

de todos los pueblos; puede decirse que todo derecho ha comenzado por ser -

consuetudinario; aunque en la actualidad ha disminuido su importancia. Las 

lagunas de la ley se refieren menos a los problemas del pnsndo, la ley se 

ajusta a las nuevas necesidades que brotan repentinamente y es aquí donde 

la costumbre falta, por ser el derecho del pasado ••• '. (1) 

(l) José Castillo Ferreros. 11 Las Costumbres y el Derecho". J~a Situación 

Jurídica del Indígena. Antología. I.N.I. México. 1989. P.34-36. 
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It. FUNCION PROTECfIVA DEL INSTITUTO NACIONAL INDIGENISTA. 

A. A N T E C E D E N T E S. 

Al triunfo de la Revolución Mexicana la poUtica indigenista del Gobierno se ce!! 

eró en consolidar política y económicamente a la nación. por lo que se planteó -

homogeneizar, étnica y .:ulturalmente a la sociedad mexicana manejando conceptos 

como el de 11 
••• 'asimilación 1 de las comunidades étnicas al desarrollo general, -

en el que aparece como condición más o menos determinante suprimir los razgos -­

originarios; el de 'incorporación' que propone la obtención de una mezcln de r:i­

zns y culturas; y el de 1 intC?gración' que preconiza acelerar un proceso inexora­

ble tendiente a borrar las fronteras culturales entre los valores y formas de v.!. 

da de la sociedad dominante y los que se conservan en las sociedades que se cons! 

deran marcadas por el atraso". ( l). 

Para llevar a cabo estas ideas se crt!Ó en 1917 la Dirección de Antropología que 

estuvo a cargo de ManuelGamio, donde se realizaron investigaciones integrales e 

interdisciplin~rlas marcando toda una corriente dentro de la antropología. {2). 

Estos trabajos llevaron a la conclusión de que era necesario implementnr un sis­

tema educativo especial para los grupos étnicos, lo que fue muy criticado por i!! 

telectuales y miembros del gobierno, entre ellos Vasconcelos, quien a travlfo de 

la 1 cruzada civilizatoria' se propuso combatir el proyecto, pues consideraba que 

contribuía a la separación del indio de la nación. 

Vasconcelos sostenía que al indio se le debía integrar por medio del sistema eec~ 

lar nacional, por lo que formó primero las Casas del Pueblo y las Misiones Cultu­

rales y posteriormente la Caaa del Estudiante Indígena, cuyo objetivo principnl 

(l) Lorcna Vázquez Rojas. Bolee!n Indigenista Año 3. Núm. 8. Julio-Agosto.-

1.N.I. México. 1991. P.20. 

(2) Ibidem. 
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era nnular la distancia evolutiva que según él separaba a los indios de la época 

actual. Pero estas escuelas fueron severamente criticadas por incorporar indivi­

dualmente n los indios, yn que se consideraba que se les desvinculaba de su medin 

y en 1932 fueron clausuradas. En su lugar se crearon Centros de Educación lndíg=. 

na bajo el sistema de internado. (1). 

En esl! año Moisés Sáenz formó la Estación Experimental de Incorporación del Indio, 

con el objeto de descubrir y poner a prueba nuevos métodos y técnicas de investi­

gación, De allí surgió la crítica a las políticas que basaban su acción en la -­

educación como medio para lograr el 'mestizaje cultural'. y se propuso la 

ción de unn dependencia que se encargara no sólo de la educación indígena, sino -

también de dar apoyo agrícola. Esta proposición fue retomada en 1936 por el Pre­

sidente Lázaro Cárdenas, quien creó el Departamento de Asuntos Indígenas, organi_!! 

mo que tenía la función de estudiar las necesidades de los indios y proponer y -­

promover sus derechos constitucionales. En esta época se comienza a pensar en la 

creación de un org3nismo más amplio, dedicado a la solución de los problemas de -

los indios. (2). 

En la década de los cuarentas el Depnrtsmento se manej6 ineficientemente y con -­

muy poco apoyo, así como cualquier otro asunto relacionado con los sectores popu­

lares. Lo político del Presidente Avila Camacho se ocupó más de ln problemática 

internacional, y congeló todo proyecto indigenista, 

En cuánto a la investigación, los trabajos que se realizaron fueron apoyados por 

el Instituto Indigenista Interamericano. 

(l) Instituto Nacional Indigenista, Informe de Labores del I.N.I. 1972-1980.­

México. 1980. P.4. 

(2} Ibidcm. P.99. 
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En 1946 el Departamento SI? integró a l.a Secretada de Educación Pública (SEP) (l) • 

como parte de una Dirección General. Esto contribuyó a restarle importancia n la 

cuestión india, ya qui? por ser un organismo dependiente de la SEP se le negaba el 

ncccso nl Presidente de la República, como se habfa vr.nido haciendo. 

A partir de la idea de que la cuestión ind!gcna nece~itaba un tratamiento especial 

'.,.porque las comunidades indígen:ts por su ne.raso cultural y especialmente por h.!!, 

blar lenguas indígenas exclusivamente o de un modo predominante• no estaban incor­

poradas de hecho a la vidn social. económica y pnUtica del país', el Presidente M.!. 

guel Alemán en 1948 propusó la iniciativa de Ley para la creación del Instituto N_!! 

cional Indigenista (INl). (2). Con ello la problcmiitica indígena ya no era reapo!!_ 

sabilidad de un solo Departamento, sino de todo el gobierno Federal. 

(1) Instituto Nacional Indigenista. Informe de Laborea del I.N.I. 1972-1980.­

Méxic:o. 1980. P.S. 

(2) lbidem. P.100. 
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B. CREACION DEI. INSTITIJTO NACIONAL INDIGENISTA. 

El Instituto Nacional Indigenista {tNI), creado cm 1948, ea un organismo del go­

bierno mexicano al servicio de las comunidades indígenas del pn!s. {l). 

Tiene como propósito principnl propiciar y apoyar las iniciativas de loR indígenas 

en su empeño por mejorar su nivel de vida y preservar sus valores esenciales, den­

tro del marco pluricultural de la nación. 

El bienestar es un requisito fundamental para la preservación y enriquecimiento de 

la cultura propia de cada una de las 56 étnias que existen en nuestro país. El -­

Instituto promueve· el desarrollo de los grupos étnicos de distintas formas, colab~ 

ra en las comunidades en la elaboración y ejecución de proyectos de diversas índo­

les, en la gestión de asuntos entre otras dependencias federales y estatales, y en 

lo solución de necesidades urgentes. 

Para lograr estos objetivos se tomó como bn.se el estudio de las comunidades, pero 

paradójicamente, no se creó dentro de un organigrama general, ningún área dedicada a 

ellas. En la Ley Constitutiva del INI sólo existía un Departamento de Antropología, 

dentro de la estructura de los Centros Coordinadores Indigenistas (CCI). 

Se invitó a algunos antropólogos para que empezaran a recopilar todos los estudios 

existentes sobre el tema, con el fin de que sirvieran de base a las acciones del -

Inst.ituto. Lamentablemente la mayoría eran estudios mernmente descriptivos, donde 

sólo se rcc:ilt.:iba lo folklórico de las comunidades y no fué posible tomarlos en -­

cuenta. 

11Para la instalación del primer Centro Coordinador Indigenista (CCI) se sugirió -

elaborar un diagnóstico previo, basado en la investigación participante, que diera 

(l) Raúl Villegas Ortega. 11 INI 40 Mi.os". Instituto Nacional Indigenista. Mé-

xico. 1988. P.519. 
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una v1si6'n más amplin de la región y de las necesidades de sus habitnntcs11
• (1). 

El diagn6stico serla la base para los programas de acción y encontrar el lugar más 

conveniente para ubicar el CCI. Inicialmente se propusó construirlo en unn zonn 

habitada por algún grupo étnico, pero al final de cuentas las autoridades dccidiE_ 

ron instalarlo en San Cristóbal de las Casas bajo ~l argumento de que todos los -­

CCI dcbcrinn establecerse en un Centro Rector Urbano y de ahí llcvnr las ncc iones 

a lns comunidades indig1mistas, Esta idea surgió de los planteamientos del doc­

tor Gonzalo Aguirre Beltrán, quien partía 11 
•• , de la consideración de que la si­

tuación del indígena se enmarcaba en la dunlidnd atraso progreso, (por lo que) se 

propugnó como el objC!to central ln integración de los indígenas al mercado de co!J_ 

sumo nacional, bajo el supuesto de que con ello se generaría un cambio hacia for­

mas mñs desarrolladas". (2). 

El desarrollo se entendió en relación a un proceso de mcntiznjc biológico y cul t~ 

ral en busca de una homogeneidad nacional. 

En ese contexto, la prñctica indigenista RC ligó a ln existencia de un espacio: La 

1 rcgi6n del rc(ugio' indígena atrasado y a la 'metrópoli 1 ladina o mestiza, llama­

do Centro Rector o Polo de Desarrollo Regional. (3). 

Ya crcndo el Centro en 1951, se empezó u averiguar cuáles eran los principales -­

problemas de la comunidad aplicando la metodología de la investigación participa!!. 

te, es decir, registrando la acción y los resultados en el proceso mismo de la -

práctica y con la pat'ticipnción de la comunidad informante. (4). 

(1) Instituto Nacionnl Indigenista. lnformt! Je Labores del I.N.I. 1972-1980.-

México. 1980. P.100. 

(2) Ibidem, P .102. 

(3) Ibidem. 

(4) Ibidcm. 
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Pero esto ponla en peligro las orientaciones del Estado en materia de indigl'l:nisnm 

durante la década de los cincuentas y sesentas, que respondln a los interc.scrn Je 

los grupos más poderosos de las comunidades que nada tenfon que ver con los in-­

dios, 

As! durante toda est::i épocn la inv!!stignción participante se llevó a cabo dentro -

del INI como dos nctividndes separadas, por un lado se elaboraron programas de nn­

tropolog!n, donde se bacín una división tajante entre el objeto y el sujeto del e~ 

cudio. 

"La situaci6n c:arabi6 Jurante ln década de los setentas. En el sexenio de Ec:heve-

rrf.a la infraestructura operativn det INI creció desorbitndamente. de 12 centros 

en el año de 1970, aumentó a 66 centros en 1976, de los cuales entraron en opera­

ción 40 en 3 años". (1). 

El área dedicada a la investigación empezó n i111riuls.or acciones prrrn lu defensa y 

el desarrollo de las culturtJe nut.óctonas. y el fortalecimiento de ln propia orga­

nización social, lo que respondía al surgimiento y crecimiento de ngrupDcioncs i.!! 

dJ'.genns en todo el Conticnentc Americano. 11 A partir de 1972 en México estas orgE_ 

nizaciones empezaron n movilizarse realizando congresos nacionales que culminnron 

en el Primer Congreso Nacionnl de Pueblos Ind!genus efectundo en Janitzio, Mich., 

en 1975. Au.spicindo por ln ConCedcrnción Nacional Campesina (CNC) y el Gobierno 

Federal a travP.s del IN1 11
• (Z). Allí se constituyo ti.l Con!lejo Nctcionnl de Pue­

blos Indígenas, en el que se agruparon los Consejos Supremos de todas lns ~tnias 

del pds; mlis tarde se integró la Alianza Nacional de Profesionales Indígenas Bi­

lingiles. 

Lo anterior sa dtó bajo la influencia del movimiento estudiantil de 1966, con la 

(1) Instituto Nndonal Indigenista. Informe de Labores del I.N.L l972-1980. 

México. 1980, :P.S. 

(2) !bidcm. 
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pnrt.i~ipnción de nlgunos intelectuales y ln aparición de nuevas corrientes teóri­

cas dentro de la /mtropolog!a. 

A ese avance de las formas de organización de los pueblos indios se debe el replan 

tenmiento de la pol!ticn indigenista del gobierno, que empezó a impulsar la parti­

cipación de los propios pueblos, y n abrir tcTreno u la investigación antropológi­

ca para ln defensa de los ind!gcn.:i:s ",.,,considerados tanto en su condición de me.X.!. 

canos sometidos a la miseria y a la explotación, como en su calidod de grupos ide.!! 

t!ficados por su personalidad étnica y cultural.". (l). 

As!. la demnndn ind!genn de ·mejornmiento de las condiciones de vida se extendió a. -

los círculos de intelectuales, antropólogos y dirigentes populnt'es. 

Al iniciarse la administración de Lópcz Portillo se planteó 11 
••• un camblo t:'ndicnl 

en la estrategia indigenista de ln nación, proponiéndose abat.ir ln secular margin!!_ 

c.ión del indígena con el concurso de su participación organizada.,. (considerando 

que el problema indígena debe ser resuelto en ténninos de un compromiso que compe­

te a toda la nación); ••• la. unidad nacional implica. el respeto, al pluralismo cul­

tural y el apoyo a los vínculos culturales comunes; y 1 ••• es necesario coordinar 

las acciones del estado mexicano hacia los gt'upos étnicos n partir de un amplio -

plan de inversiones pt'ogrnmndas 11
• (2). 

Así se trató de reconocer el cnr!icter marginal de los zrupos ét:nicos. exténdiendo­

lo coiao la no pnrticipac.ión de éstoN en los beneficios a la riqueza de la sociedad, 

n pesar de su contiibución a. la generación de la misma. El pnpcl del Estado fué el 

de asumir la responsabilidad para .acabar con la marginación, apoyancto programas TI! 

cionnles e.amo COPLAMAll donde el INl tuvo la parcicipactón importante con lns comu­

nidades indígenas. Se llcg6 incluso a planten?" lo autogestión y participnción del 

(1) Instituto Nacional Indigenista. Infonne de Labot"ee dal I.N.L 1972-L980.-

México, 1980. P.S. 

(2) Ibídem. P.100. 



indíg~na en los cuadros directivos y administrativos del instituto, 

teóricamente el INI pasaría poco a poco a manos de los ind!genas. 
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lo que -

ne acuerdo con las nuevas políticas el tNI creó el Departamento de Investigación 

Antropológica y Organización Social con el fin de realizar investigaciones para -

el etnodesarrollo, entendido éste como 11 ., .la potencialización que hace un grupo 

étnico de su capacidad para formular, gestionar y constituir su propio proyecto -

de desarrollo, con base en su experiencia histórica, haciendo uso de los recursos 

que le proporciona su cultura y en un marco de acciones y organizaciones definí-­

das por sus valore~ y aspiraciones11
• (1). 

El nuevo Departamento debía incrementar la eficacia y la adecuación de las accio­

nes de etnodesarrollo para sistematizar las inveetigacincs que desde su creación 

se ventan realizando. También tenía la función de asesorar en las actividades pr.2_ 

gramáticas del INI a partir del conocimiento concreto de las comunidades, de tal 

forma que las peculiaridades culturales de cada grupo sirvieron como escalón para 

su ulterior avance socio-económico. También se planteó que lns acciones de etno-

desarrollo se adecuarían a las condiciones sociales y culturales de las comunida-

des ind!genas • a fin de que las étnias pudieran tener participación en la cons-­

truc~ión de su propio futuro• pera ello se impulsaría la comunicación constante -

con las comunidades a través de la investigación participante y la capacitación -

en materia organizativa, retomando las form.:is tradicionales de organización de C!, 

da comunidad. 

Así la investigación se encaminó hacia tres iíreas: investigación operativa para 

la acción indigenista con el fin di.: obtener información documental• elaborar mo-

nograf!as y delimitar subiireas de acción prioritarias; investigación paro defi--

(1) Instituto Nacional Indigenista. Informe de Labores del I.N.I. 1982-1980. 

México. 1980. P.23. 
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nir la ubicación y acción del INI en las regiones étnicas; que tuvo como result!!, 

do el determinar la ubicación du los nuevos CCI, la reubicaci6n de otros, su co­

bertura y ln apertura de residencias, subccntros u oficinas de operación e inve.! 

tigación para evaluar repercusiones socio-culturales de los programas de desarr,g_ 

Uo. 
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C. SUSTEHTAClON JURIOICA. 

Las acciones institucionales se orientan a reducir los rezagos existentes, que en 

t.érminos de participación y bienestar presentan las comunidades respecto nl res-

to de la sociedad. Dichas acciones se rigen por un marco jurídico fundamental, -

que regula, define la tarea y convierte en preceptos legales los principios fund!!_ 

mentales de ln pol1tica en este campo. 

1. I.lN QUE CREA EL INSTITIITO NACIONAL INDICENI.STA. 

Aún parece ayer, cuando hace 45 nii.os, en 1948 el Gobierno de Miguel Alemán, Pres! 

dente de los Estacios Unidos Mexicanos, en cumplimiento de un compromiso adquirido 

en el Congreso Interamericano celebrado años antes en Pútzcuaro, Mich., emitió la 

ley que creó al Instituto Nacional Indigenista, como un organismo, descentraliza-

do• con personalidad jurídica y patrimonio propios y al que se señalaban en la -­

propia ley objetivos fundamentales: 

ARTICULO PRIMERO.- Se eren el Instituto Nacional Indigenista, con personalidad -

jurídica propia, filial del Instituto Indigenista Interamericano y con sede en -

la capital de la República. 

ARTICULO SEGUNDO.- El Instituto Nacional Indigenista descmpcñadi las siguientes -

funciones: 

l. Investigará los problemas relativos a los núcleos indígenas del pa{s; 

II. Estudiará las medidas de mt?jornmiento que requieran esos núcleos indígenas; 

111. Promoverá ante el Ejecutivo Federal, la aprobación y nplicnciiln de estas m~ 

didns; 

IV. Intervendrá en la realización de las medidm; aprobadas, coordinando y dir! 

giendo, en su coso, la occi6n de los órganos gubernamentales competentes; 

V, Fungirá como cuerpo consultivo de las instituci.ones oficiales y privados,-
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de las materias que, conforme a ln presente Ley, son de su competencin; 

VI. Difundirá, cuando lo estime conveniente y por los medios adecuados, los r_! 

sultados de sus investigaciones, estudios y promociones; 

VII. Emprenderá aquella::; obras de mejoramiento de lns comunidades ind!gcnns, que 

le encomiende el Ejecutivo, en coordinación con la Dirección General de -­

asuntos ind {genns. 

ARTICULO TERCERO.- El Instituto estará capacitado para adquirir y administrar bi~ 

nes y formará su patrimonio con los que en seguida se cnnumeran: 

I. La cantidad que anualmente le fije como subsidio el Gobierno Federal, a tr!!. 

vés de su Presupuesto de Egresos; 

II. Con los productos que adquiera por las obras que realice y por la venta de 

sus publicaciones, y, 

Ilt. Los que adquiera por herencia, legados, donaciones o por cualquier otro tí­

tulo de personas o de instituciones públicos o privadas. 

ARTICULO CUARTO.- Los bienes que lleguen en esta forma a constituir el patrimonio 

del Instituto, no podrán ser gravados ni enajenados por el mismo, sin previa auto­

rización del Gobierno Federal, y sujetándose en todo caso par.:i. tales enajenaciones 

o gravámenes, a las disposiciones que rijan a los bienes mencionados, calidad que 

en todo tiempo conservarán esos bienes. 

ARTICULO QUINTO.- El Instituto quedará integrado por el Director y un Consejo, ad=. 

más del personal técnico y administrativo que requieran sus actividades. 

ARTICULO SEXTO.- El Director del Instituto será designado por el C. Presidente de 

la República de entre aquellas personas que se hayan distinguido en cualquiera de 

las actividades técnicas que se relacionen con las funciones propias del Institu­

to¡ le corresponderá la representación legal de éste y será el ejecutor de los -­

acuerdos del Consejo. 
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ARTICULO SEPTIMO. - El Consejo será presidido por el Director y estará integrado 

por rcpresC!ntantes d~ las Sccretartas de Educnción Pública (Dirección de Asuntos 

Indígenas). Salubridad, Gobernación, Agricultura, Recursos Hidráulicos, Comunic!!, 

cienes y Obrns Públicas y Departamento Agrario y por representantes designados -­

por el Banc;,o de Crédito Ejidal, Instituto Nacional de Antropologfo e Historia, la 

Universidad Nacional Autónoma de México y el Instituto Politécnico N.:icional, por -

un representante designado por las sociedades científicas que se dediquen prefc-­

rentcmcnte a estudios antropológicos y por repreocntnntes de los núcleos ind!gc-­

nns más importantes que serán designados y pnrticiparán en la forma y términos -­

que señale el Reglamento de la presente Ley. 

ARTICULO OCTAVO.- El Director del Instituto plante:irii cada aiio al Consejo. el -

plan de acción y las investigaciones técnicas que le correspondan• conforme a -­

los términos de la presente Ley; el Consejo aprob.:trli. a más tardar en el mes de 

septiembre,. el plan que desarrollará en el siguiente año: 

ARTICULO NOVENO.- El Consejo se reunirá mensualmente en sesión ordinaria y en s~ 

sión extraordinaria cada vez que para ello sea convocado por el Director, dcbié!!. 

dese celebrar las sesiones ordinarias precisamente en las fechas que al efecto se 

fijen en e1 calendario que oportunamente se forme •. 

ARTICULO DECIMO.- En las sesiones del Consejo. las decisionet:1 se adoptarán a m!!_ 

yor!a de votos. y en caso de empate el Director tendrá voto de calidad. 

ARTICULO DECIMOPRIHERO.- Será facultad del Director del Instituto someter a la d~ 

cisión del Consejo la contratación del personal técnico necesario para el desarro­

llo de sus actividades 1 este personal técnico será contratado por tlcmpo limitado 

para la realizaci6n de trabajos determinados. 

El Tesorero del Instituto será nombrado por el Presidente del mismo, con aproba-­

ci6n del Consejo. 
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El C~nsejo tendrá derecho n mnndar rracticar, cunndo lo juzgue convcni1mte, 

auditada sobre el manejo de los fondos del Instituto. Cada año será obligato-­

rio nombrar un Auditor que compruebe la correcta aplicación de los fondos. 

El personal administrativo quedará sujeto n contrato de tr::ibnjo por el tiempo que 

st?an necesarios sus servicios. 

ARTICULO DECIMOSEGUNDO.- Las Secretarías y Departamentos de Estado prestnriin nl 

Instituto Nacional Indigenista, la colaboración necesaria para la realización del 

plan de trabajo que sea aprobado por el Consejo. 

Las Secretarías y Departamento de Estado harán figurar en sus respectivos presu­

puestos las cantidades necesarias para la realización de dicho plan, y no podrán 

disponer de dichan partidas por otro objeto. 

ARTICULO DECIMOTERCERO.- El Instituto, como Dependencia del Gobierno Fi!di!rnl, -

go211rii de franquicia postal y teli!gráfica y del descuento que a aquéllas corres­

ponde en las vías generales de comunicación. 

ARTICULO DECIMOCUARTO.- Las operaciones en virtud de lns cuáles el Instituto ad­

quiera bienes de instituciones públicas o privadas, nacionales o extranjeras, o 

bien particulares, estnr.'in exentns de toda clm:;e de r.ontrib11rlonPs, impuestos o 

derechos, 

TRANS !TORIOS: 

PRIMERO.- Durante el presente año el Ejecutivo fijnrii al Instituto el i:;ubsidio 

que estime pertinente, a reserva de que el año próximo, se considere dicho sub­

sidio en el Presupuesto de Egresos de la rederación, 

~ Se derogan las disposiciones legales anteriores que se opongan a 1-1 -

presente Ley. 

La Constitución Pol!tica de los Estados Unidos Mcxicnnos autoriza nl Ejecutivo -
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Federal para crear entidades paraestatalcs que atiendan de manera apropiada las 

necesidades de la sociedad. De confonnidad con estn norma. el 4 de diciembre de 

1948, fuii constituido el INI,quc, hoy en día, está regido por la Ley Orgiínicn de 

la Administración Pública Federal y por la Ley Federal de las Entidades Parnesta­

tales. En particular, la última regula la orgnnización, funcionamiento y control 

de organismos descentralizados como es el Instituto. 

2 • LEY DE l'LldfEACION. (ARTICULO IV) • 

(Determinando la participación de las Comunidades tndigenas en el INI). 

''La Ley que crea el INl íué complementada con otros ordenamientos que regulan y d!_ 

finen sus tareas y dan fuerza legal a los principios tales como el decreto del --

19 de junio de 1984 que establece nuevos mecanismos de participación de las comu­

nidades indS:genns en la elaboración, aplicación y evaluación de la poU.tica indi­

genista que el Gobierno Federal lleva a cabo a trav6s del 1Nl11
• ( 1), con fundamc!.!. 

to en los Art!culos 4o. de la Ley de Planeación, Primero, Segundo, Quinto y Sépt! 

mo de la Ley que crea el Instituto Nocional Indigenista. 

En la gestión del presidente Miguel de la Madrid, en el año de 1986 se emiti6 un 

decreto por el que se reestructuraba el INl y sobre todo involucraba a las misrn.as 

comunidades indígenas, en la elaboración, aplicación y ejecución de la política -

indigenista. Para justificar la transformación social n que se sujetaba el orga-

nismo en cuesti6n, se determinaron los suficientes argumentos sncialcs, mismos -

que quedaron consolidados en el propio Considerando del Decreto mencionado: 

C O N S 1 D E R A N D Oa 

Que la Ley de Planeoción establece un sistema nacional de planeación, con amplin 

participación de todos los sectores de la sociedad, y el Plan Nacional de Desa­

rrollo 1983-1988 señnla que los grupos indígenas deberán tener una mnyor pnrt! 

(l) Raúl Villegns Ortega. "INI 40 Años11
• Instituto Nacional Indigenista. M! 

xico. 1988. P.520. 
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cip.n~ión en la plnnención estatal y municipnl de las regiones que habitan, as! -

como que las dependencias y cnt:idades gubernaml'ntalcs estarán obligadns a. consul 

r11r a las orgnniznciones indígenns rcspecco a las modalidades y lugares de cjec.!! 

ción de sus programas. 

Que ln Ley que eren el Insti.tuto Nseional Indigenista pre:vee la representación y 

part:icipndón de las comunidades indígenas en el seno del Conseja Directivü del 

organismo; 

Que, en la práctica y durante lns t:reint:n y siete años de existencia del Institu-

to, las referidas .. representación y participación que se hun e:tptesado, fundamen-­

talmcntc, n nivel local, a. través de la presencia de un reprcsentnnt.e de las COnt_!:! 

nidades en los Consejos Técnicos que funcionan en l.os Centros Coordinadores 

que cuenta el organismo en distintos lugares de la República. 

Que, sobre estas bases, ha sido estrategia del Instituto Nnciona1 Indigenista re_! 

lizar sus accionen en coordinn.c:i6n con las dependencias oficiales y siempre con -

la participación de las propias comunidndes indígenas; 

Que, en correspondencia con esta orientación, el ,actual Gobierno de la República 

ha resuelto impulsar sustantivamente la tarea indigenista, aplicando los princi-

pies y métodos de la planención democrática lo que implica trabajar con y para --

los ind:t.genas en el. diseño e instrumentación de las acciones procedentes; 

Que, congruente con lo anterior y con el prop6sito de establecer los mecanismos 

correspondientes n la participación de las comunidRdes indígenas dentro del sis-

tema de plnneación democ:rática, se han establecido Subcomit.lis Especinles dti Etn.2_ 

desnrro1lo dentro de los Comités de Plancnción de Desarrollo de los Est.ados ----

(COPLADES); 

Que a su vczt el Consejo Nacional de Pueblos Indtgenns ha planteado la canvenien 

cia de construir un órgano consultivo del Instituto Nac:f.onnl tmUsenista, integ-r!_ 
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do por ind{r.enns; que rcsultn necesario traducir estos propósitos en disposicio­

nes que aseguren una m5s amplia y eficaz participaci6n de los grupos ind1'..genns -

en lns actividades que realiza el Instituto Nncional indigenista. 
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D. . lNTEGRACION SOCIAL COHUNlTARlA PARTICl PATIVA. 

En 1982 la administrn.ción de Miguel de la Hndrid replanteó la polític:a indigenista, 

partiendo del aprovechamiento de la planC?nción democrática con los siguic.ntcfl ohj!:_ 

ti vos: 

l, Preservar la cultura y tradiciones indígenas; 

2. Conservar y aprovechar sus recursos; 

3, Impulsar progra~-:.-de cnpncitación, producción y empleo aprovechando ¡focos -

recursos; 

4. Ampliar los ~ervicics bñsico!'l; 

S. Combatir el intermcdinrismo y asegurar las garantías indi.vidualcs. 

Para llevar a cabo estas acciones el INI creó: -los Comitéa Comunitarios de Plnne!!. 

ción (COCOPLA) - los Consejos Técnicos Locales - los Comités Consultivos Estatalea 

-el Comité Consultivo Nacional; estructuras orga~;~~ considC.rD-cUiiip"l.1an 

con los requerimientos para asegurar una participaci6n comunitaria y que los pro-

yectos realmente respondieran a las necesidades concretas de l.as comunidades. 

El concepto de autogcsti6n se siguió mancj ando sólo que desde otra óptica: la adm! 

nisti:;ación y la producción dentro de los COCOPLAS, instancias dotadas de un fondo 

comunitario administrado por un Comité, el cual se basaba en unos estatutos y cada 

uno de sus miembros tenía responsabilidades. Estos Comités no Re plantearon, en -

ningún momento, retomar las formas tradicionales de organización de !as comunld..t--

des sino implementar unas nuevas acordes al {unciQnamienco de los propios Comités. 

En 1983 el Departamento de Investigación Antropológica y Organización Social se co!!. 

virtió en la Subdirección de Antropología y Etnodesarrollo, en la que se enfatizó -

la participación de la comunidad y tio.1 empezó n hablar de nucogesti6n concibiéndola 

como la participación nctivn de la comunidad en las acciones indigenistas. Para -

reforzar este planteamiento se agregó, como uno de los objetivos espec!(icos de la 
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Subdirección. el de 11 
••• asesorar las acciones indigenistas de acuerdo a los line!!. 

mientas de la política de respeto al pluralismo cultural, participación, autoges-

tión y ctnodesarrollo". ( l). 

La investigación de carácter social se hizo a un lado dando prioridad sólo a las 

acciones concretas, y la labor del científico social pasó a segundo plano. Se --

priorizó la capacitación, impulsando el trabajo del abogado y del técnico agropE_ 

cuarto, lo que supuestamente daría a las comunidildes los elementos para decidir -

qué programns impuls.'.lr y có!Ílo hacerlo, con ellos se pretendía que paulatinamente 

estos programas q~cdaran en manos de los indígenas y la acción del Instituto se 

volviera cada vez menos importante en el proceso de gestión de las necesidades -

de las comunidades. 

Para corregir la desigunldad social e impulsar el libre desarrollo de las cultu­

ras, el INI plantea en el presente sexenio del Lic. Salinas de Gortari, como 11-

neas programáticas para la acción indigenista los siguientes puntan: (2), 

l. La participación de los pueblos y comunidades indígenas en la planificación 

y ejecución de los program3.s de la Institución; 

2. La participación debe culminar en el traspaso de funciones institucionales 

a las organizaciones y colectividades ind!genas, as{ como a otras institu-

cienes públicas y grupos de la sociedad involucrados y comprome t;!Job l.!D la 

acción indigenista; y, 

3. La coordinación con las instituciones federales, estatales, municipales y 

de la sociedad, as! como los organismos internacionales, será una carnet~ 

r!stica permanente en toda la acción del Instituto. 

(1) Instituto Nacional Indigenista. Informe de Actividades del I.N. l. México. 

1983. P.10. 

(2) Arturo Wnrmnn. "Pol1ticas y Tareas Indigenistas". Boletín Indigenista. -

Núm. l. México. 1989. P.8. 



39. 

Para aplicar esta política se reestructuraron todas las áreas del instituto y 

formó la Dirección de Investigación y Promoción Cultural, que a su vez coordina a 

la Subdirección de Investigación, El principal objetivo de esta última, 

plir e impulsar los lineamicmtos programáticos del Instituto. 

Actualmente se están realizando dos tipos de investigaciones en el INI: la invc!!. 

tigación aplicada a proyectos nacionales y la investigación básica. Ln primera -

11está encaminada a sentar bases para proyectos o acciones culturales más amplias 1 

que rebasan el ámbito del propio INI" y la segunda 11 ••• a la búsqueda de resultados 

que contribuyan a resolver necesidades teórlcns, metodológicas, cspcc!ficas ••• 11
• -

(1). En nmbos casos la participación de las comunidades ha sido indispensable, -

ndemás de ser informantes, han intervenido en todas las etapas de la investigación 

y en la riuesta en marcha de proyectos productivos. También se pretende que estas 

investigaciones brinden elementos de análisis para una potiterior participación de 

la comunidad, ya que pueden ser la base para una programación real de lns accio­

nes del Institut.o y de otras Instituciones. 

(1) Lorena Pérez Rulz. "Propuesta de Trabajo". Boletín Indigenista Núm. 2. IN!. 

México. 1989. P.P. 2, 5. 
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E.. DIRIMISIOH DE CONFLICTOS DE TIERRAS. 

l. A N T E e B n ENTE s. 

Desde el triunfo de la Revolución Mexican11 de 1910, hn habido períodos políticos 

de gobierno que se hnn preocupado porque el reparto agrario en nuestro pa!s sea -

más equitativo y justo; nos viene a la memoria por ejemplo la administración del 

Presidente Lázaro Ciírden:is del Río en los años treintas, en la que tomó fuerza el 

movimit!nto de las acciones ejidalcs de dotación, al instaurarse en nucst.ro país -

el ejido. 

En ln actualidad la relación entre los pueblos indígenas y el tet"ritorio está me­

diada por el régimen de propiedad y de tenencia del suelo. 11E.xisccn cerca de dos 

mil comunidades indígenas reconocidas y tituladas con 16 millones de hectáreas, -

el 8% del territorio nacional". (l). 

Actualmente hay una proporci6n muy importante e indeterminada de bienes comunnlcs 

titulados, con resolución presidencial ejecutada parcialmente, que corresponde a 

las comunidades indígenas. Además, existe un número indeterminado de ejidos que 

han sido dotados n poblaciones indígenas. Sin embargo, no existe una correlación 

efectiva entre las cifras agregadas de reparto y confirmación de la tierra y su -

disfrute por parte de las comunidades indígenas. En la mayor parte de éstas pred~ 

mina el minifundismo, a veces extremo. 

Caso concreto de lo afirmado con respecto al minifundismo es Santiago Hexquititliin, 

Kpio. de Am.ealco, Qro., un lug:ir 100l indígena, con una población que vive la ma­

yor parte del año en las grandes ciudades, con subempleos y pidiendo caridad por 

ejemplo a la entrada de las estacic;mes del metro del Distrito Federal y durmiendo 

en la estación de Ferrocarriles Nacionales de México; mientras que sus tierras, -

además de ser minifundios, son difíciles para el cultivo por ser la mayor!a de -

temporal, y, por lo tanto abandonadas. 

(l) Programa Nacional de Desarrollo de los Pueblos lndí.g,cnns. 1991-1994. INI. 

México. 1990. P. 20. 
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Las dotaciones originales, que con frecuencia fueron insuficientes, se fragmenta­

ron paro dnr cabida a las generaciones que se incorporaron al cultivo dl! ln tie-­

rra despu6s de?l reparto :tgrario. Con frecuencia, porciones df! la dotación se en­

cuentran invadidas de hecho, o protegidns con amparos agrarios, por propietnrios -

no indtgenas. 

En la parte not'te del país, en el estado de Sonora donde se localiz.n una pare.e del 

grupo piÍpngo existe un ejido denominado Bajío de Pozo Verde, aproximadamente n --­

unos l+O l<.ilómetros del Municipio del Altar, dicho ejido está invadido por latifun­

distas de origen norteamericano. Desde t.iempos del Gene?rnl Lii.~aro Cárdenas, y ha_!!. 

ta la fecho nada se ha hecho, o se ha hecho poco pnra remediar tal situnción. 

Situación que ha propicindo que los pápagos de Bajío de Pozo Verdc,Son., hubieren 

emigrado a Sell's, Arizona, E.U., en buscn de mejores oportunidades de vida, con -

sus he1:111nnos de raza los piípagos de aquella reservación en Estados Unidos; y deci­

mos hubieren, porque ya sólo quednn seis [mnilias en aquel lugar solitario. 

A la invasión de hecho se agrega la pérdida de territorio por arrendamientos 1 apn!, 

cer!as y medianías que entregan la tierra a agentes ex.ternos a las comunidades. En 

algunos casos como el anterior, se ha presentado el abandono de tierras que se en­

cuentran en conflicto con particulares o con comunidades limi'..trofcs. Ln suma de é!!_ 

tos y otros factores detcnnina qu~ sean un fenómeno predominante entre las comunid!!, 

des indígenas. Loe problemas form..'lles en relación con la tenencia de la ti.errn -­

constituyen una traba efectiva para el uso y aprovechnmiento del territorio y se -

han convertido en fuente de conflicto e inseguridad que n ve.ces se traduce en epi­

sodios aislados de violencia. 

La indefiniciÓn agraria que afecta con frecuencin a los pueblos ind{genat> puede -­

analizarse de la siguente manera: la ausencia de una reglamentación de la comuni­

dad indígena como una forma especifica de propiedad de la tierra, aunque en la --
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prácticn, 1fata se ha subsanado con el régimen de propiedad f!'jidnl. l'or otro lado 

el reconoci111tento de la peqt1eñn propiedad dentro de los límites de la comunidad -

ha impedido la ejecución de resoluciones presidC!ncinles, y.1 que propició la inte.r. 

posición de nmpat'os. 

Como ocurre en loi; Estados di! Jnlisco y Naynrit con ln"t ticrr.:rn de los Huicholcs 

y Caras respcctivnmentc. DC>safortunadnmcnte las resoluciones presidenci.nl~s no ... 

se han logrado ejecutar o se han ejecutado en forma pnrcinl, debido precisamente 

ll la presencia de pequeños propietarios dentro de ln superficil! que se refieren -

lns Ras. Pres •• Aunque éstas, al momento de dictnrac no excluyeron dichns propi!. 

dades que como lagunas o como manchas aparecen dentro de los planos perimetrnles 

de las comunidades o ejidos que presentan tal situación; como son San Sebastiiín -

Teponahunx.tlnn y San Andrés Cohnmiatn del Hpio. de Mezquitic: Jnl. • y, entre --­

otras, Jesús Haría, Nay. 

Estos y otros elementos di.? indefinición. derivados de la a.uscncin de unn regl.atnc,!!. 

tnción específica, hacen de la comunidad ngrnrin unn íigurn imperfecta, relegada 

n un plano secundario. Ln tradición, cohesión y solidaridad de las com.unidndes -

ind!genas, muchns veces sin reconocimiento formal, no hn podido corregir las ins~ 

fict~ncias, aunque hn podido controlar y moderar muchos eonílictos. 

Ln itllperfección y el retraso con que se hnn nplicado las noT:'ll\ns vlgilntcs entre -

1.ns comunidades indígenas, también han cQlaborado a la cxistcncin del problema. 
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2. . INTERVENCION DEL INSTITUTO NACIONAi. INDIGENISTA. 

La mayoría de los núcleos a~rarios indígenas existentes. ejidos o comunidades, C!!, 

recen de la documentación necesaria.; la!i resolucinnes presidenciales no han i;ido 

cabalmente ejecutadas; cxistc imprec19ión sobrc posición en los lindero~; los ce!! 

.sos no existen o no están actualizados; las asambleas nosc llcv•m a cabn con la -

periodicidad establccida, entre otros problema~. que rle manera paradójica se 

vierten en una cobertura que propicia el mantC?nimiento del estado actual de las -

Por ello, el mayor rezago agrario se concentra en los ejidos y comunida-­

dcs indíi:;enas, que_ se conforman como áreas en donde los conflictos agrarios son -

severos y requieren de atención prioritaria. 

La superación cabal del rczngo agrario es un.1. condición para el desarrollo de las 

:zonas indígenas de nuestro país. La nplicaci6n efectiva y transparente de la lny 

debe normar la ncción de regularización. La aplicnción literal y distante no ti_! 

ne capacidad para resolver la problemática acumulada, que con frecuencia enfrenta 

a núcleos que están en las mismas condiciones y que expresan la misma urgencia y 

legitimidnd en sus demandas. 

En marzo de 1992 la Secretaría de la Reforma Agraria había trabajado para resol-­

ver sobre 6,300 expedientes que, tomando en cuenta problemas de límites entre ej,!. 

dos y comunidades, o de éstos con la pequeña propiP:dad, así como de titularidad -

de derechos, podían ampliarse a 10,500. El 9 del mismo m~ti .. ..:. lnst.lla el Cotiité 

de concertación para la liquidación del rezago en Sar• Luis Potosí, y se anunció -

unn próxima instalación de Comités en Puebla, Hidalgo, Michoacán, Querétaro, --­

Agunscnlientes, Colima y Morelos • 

.. ,\unqu.e el resultado de dichnR ncciones por parte de la S.R.A. a un año de haber­

las iniciado, no ha sido del todo satisfactorias; muestra de ello son las mani­

festaciones, marchas de campesinos organizados de lugares distantes a la ciudad 
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de México, con 1n finalidad de que otras instancias apoyen a dirimir esos confliE_ 

tos agrarios, que ya perviven entre nosotros. 

Por ello es importante que la superación del rezago agrario se lleve n cabo por -

la vta de la conciliación entre las partes y dentro de ellas, como también lo es­

tablece la legislación vigente. 11La acción de conciliación. ya emprendida por -­

brigadas mixtas con la participaci6n de la Secretaría de la Reforma Agraria, el -

Instituto Nacional Indigenista y los Gobiernos Ef;tntales, reduce la distancia en­

tre las autoridades y las comunidades afectadas por el rezago y amplía el espacio 

para la participación. Adicionalmente, pcnnit.e integrar la problemática agraria 

cr1·1 la del desarrollo para buscar su solución integral, con respeto a la voluntnd 

de las comunidades y con su activa participación". {l). 

En nuestro pa{s, "El primer grnn triunfo que podremos traznrno11 como meca, es Ru!!. 

pender el deterioro del. campo agrícola; los países desarrollados tienen cxistcn-­

cias elcvad{simas de granos básicos; y exist.e la amenaza de una guerra comercial, 

hay un entorno de inccrt.idumbre y una pcrs¡iec':".tva histórica a mediano pla1.o de -­

precios bajos para la producción a.gr!cola mundial11
• (2). 

11No habrá ninguna recuperación mágica de los ritmos de crecimiento que perdimos -

hace 25 años, y no será fácil vol.ver a cifras superiores al S por ciento, en el -

mejor de los casos, en el desarrollo de la producción agropecuaria11
• (3). 

En 1992 les fué mejor a los campesinoa en términoa dl! rt:spcto a so cultura y li­

bertad, y muy poco. casi nada en términos del ingreso directo. 

(l) Programa Nacional de Desarrollo de los Pueblos tnd{genas 11 • 1991-1994. INl. 

México. 1990. P.20. 

(2) Arturo WaTIDan. Periódico 11 LB Jornada". México 16 de febrero de 1993. P.2. 

(3) 1.bidem. 
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Además, para modernizar el campo, la inversión no sólo debe provenir del gobierno, 

sino de todos los sectores de ln sociedad. 

El cumpo de hoy es distinto al de hace tres años, y será más diferente aún en el 

futuro. Las organizaciones tradicionales, deben de inscrtnrsc en la nueva coyun­

tura. 

Ya no basta decir que se representa n los campesinos: se requiere represencnrlos 

realmente. Y el camino de la representación pasa, necesariamente, no sólo por -

la protesta sino, y, sobre todo, por la propuesta. 

Dada lu importancin de la ·problemática agraria y agrícola, el Presidente Salinns 

de Gortnri presentó unn iniciativa el día 7 de noviembre de 1991, para reformar 

el Artículo 27 Constituci'lnal donde en varios sentidos se lleva la justicia n las 

comunidades indígenas. 

Entre los rubros más sobresalientes de esta inici:itiva se encuentran los oiguie.!! 

tes: 

1. Objetivo de la reforma al Artículo 27: Más justicia y libertad para el en!!! 

pe sino mexicano. 

2. Se elevan a rango constitucional las formas de propiedad ejidal y comunal -

de la tierra. 

J. Se fortalece la capacidad de decisión de ejidos y comunidades.garantizando 

1 ibertnd de asociación y los derechos sobre su parcela. 

4. Se protege la intcgridnd territorial de los pueblos ind!genas y se fortnl_! 

ce la _vida en comunidad de los ejidos y comunidades. 

5. Se regula el aprovechamiento de las tierras de uso común de ejidos y comu­

nidades y se promueve su desarrollo para elevar el nivel de vida de sus P2. 

bladores. 
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6. .Se fortalecen los derechos del ejidatario sobre su parcela, gat'antizando su 

libertad y estableciendo los procedimientos para dn.rle uso o transmitirla -

a otros ejidatarios. 

7. Se establecen las condiciones para que el núcleo cjidnl pueda otorgar al -­

ejidatario el dominio sob't'e su parcela, 

8. Se establecen los Tr.ibunalcs Agrarios Autónomos para dirimir las cuestiones 

relacionadas con límites 1 tenencia de ln tierra y reeoluci6n de expedient.cs 

rezngados. 

9. Culmi11a el re'parto agrario para revertir el minifundismo 

10. Se mantienen los ltmites de la pequeña propiedad, introduciendo el concepto 

de la pequeña propiedad fO't'estal, para lograr un aprovechamiento racional -

de los bosques, 

11. Se permitirá ln participación de las Sociedades Civiles y Mercantiles en el 

campo, ajustándose a los U:mites de la pequeñn propiedad individual. 

12. Se suman a la ngricultura lns detnós actividades rurales como áreas a las -

que deben encaminarse las acciones de fomento y desarrollo. 
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F. SALVAGUARDA DE LA IDENTIDAD ETNICA. 

En 1989 hay un nuevo cambio dentro de la política indigenista. Se concibe la -­

nacionalidad mexicana como multiétnica y pluricultural, y se impulsan programas -

como PRONASOL, donde el indígena es el sujeto social prioritario en las acciones 

encaminadas a elevar el niveldc vida (salud, educación, vivienda y empleo) de la 

población más pobre. 

Lo equivalencia entre la identidad indígena y la pobreza ae enmarca en procesos -

históricos prolongados. Bajo el dominio colonial, la población indígena fué col~ 

cada legal y expl!citamentc en posición de explotación, subordinación y desigua! 

dnd frente a los demás componentes de la sociedad. 

La base territorial de las comunidades indígenas fue severamente restringida por 

diveroos mecanismos, para mantenerla pennanentementc en nivcleo de insuficiencia 

que propiciaran la integración de la economía indígena con el mercado y la incor­

poración de la fuerza de trabajo a lns propiedades y empresas de criollos y espa­

ñoles. 

"Esa base territorio! restringida de la época colonial se convirtió legalmente -

en la titulación primordial que después de 1917 sirvió de fundamento a los proce­

sos de restitución de la propiedad comunal". (l). 

Durante la época colonial, la relación entre las comunidades indígenas y el Es­

tado fué indirecto, corporativa y provocó la aparición de intermediarios "caci­

ques" en la terminología colonial, que aprovecharon su posición de mediación en 

beneficio personal. En el sistema de dominio colonial se formó una matriz de r!. 

laciones de desigualdad respecto a los pueblos indígenas, que transformada tDd!!, 

v!a existe. 

(l) Programa Nacional de Desarrollo de los Pueblos Indígenas. 1991-1994. UH. 

México. 1990. P.25. 
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La pn:ticipación de los indígenas en las luchas de independencia no corrigió la -

situación, y en algunos Fientidos la agrnvó. las comunidades ind{gcmas perdieron 

su personnl.idad jurídica, sin encontrar compcnsnción en el sistPma electoral, que 

lt?s impidió el ejercicio de los derechos ciudadanos por medio de normas discrimi-

natorias contra las lenguas indígenas, el analfabetismo y la pobrP.za. 

Las leyes de Reforma abolieron las comunidades agrarias indígenas que fueron cqu! 

paradas con las propiedades del clero, para promover el ingreso de la ticrr., al 

mercado. 

Bajo el porfirinto .y el amparo de las teorías evolucionistas racistas, se manife.!!_ 

c6 claramente una abierta política a "acelerar" la extinción de los pueblos ind{­

genas. En ese contexto. la desigualdad se hizo más aguda y se fortaleció el --­

circulo vicioso que garantir:abn una perpetuación. Los indígenas, sólo por serlo, 

tenían que enfrentar severas dificultades adicionales• a veces bnrrerns insalva--

bles, para mejorar su posición individual o colectiva. 

11La Revolución de 1910, precedida por levantamientos indígenas que más tarde in-

corpornron sus contingentes a loe ejércitos y programas revolucionarios• introd.!:!. 

jo cambios fundamentales respecto a los pueblos indígenas". (1). En el terreno 

ideológico se impuso una valoración positiva de la herencia indígena y se aceptó 

una responsabilidad respecto nl componente indígena de la sociedad, aunque con -

frecuencia tuvo expresiones paternnlistas. La recreación de las comunidades --

agrarias por ln vía de ln rcstit ución o de la dotación cjidal permitió reotabl~ 

ccr las bases territoriales de los núcleos indígenas y rurales del pn!s. Desde 

los primeros aiios después de la Revolución, se hicieron grandes esfuerzos por -

llevar educación y escueln a las zonas ind'!genas. De hecho, el indigenismo de 

la Revolución Mexicana se expresó como una tarea educativa encaminada a resca-­

tar a loe pu<!blos indígenas de su ancestral atraso. "Adicionalmente, desde 1934, 

(1) Programa Nacional de Desarrollo tle los Pueblos Indígenas. 1991-1994. IN!. 

México. 1990. P.26. 
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cuando se estableció el Departamento Autonómo de Asuntos Indtgenas, han existido 

instituciones especializadas del Poder Ejecutivo Federal para atender a los pue­

blos indígenas". (l). 

Estos y otros cambios fundamentales derivados del movimiento revolucionario no -­

han logrado derribnr tod.'.l!; las barreras en la sociedad mexicana que dificultan s~ 

perar la desigualdad que nfectn a los pueblos indígenas. Sobre esas barreras cs­

tructuules que perpetúan la discriminación i!tnico-cultural y la desigualdad so­

cial, debe incidir la acción indigenistn en nuestros dfas. Mucho se hn logrado,­

pero hay todav!a bastante por hacer. 

Dado que el. inter11s hacin los estudios de los gt:upos étnicos y su relación con la 

sociedad nacional estiin ligados n intereses y acciones políticas dcíinidns (tanto 

de parte de los propiosind!genas, como del Estado, partidos políticos, intelcctu! 

les, etcétera), se hace necesario adentrarse en la investigación emp!ricn sobre -

las consecuencias de tales acciones en las identidades de los grupos étnicos y -­

sus proyectos pol!ticos, pero también en las repercusiones que las dctn3ndas indí­

genas y sus voceros no ind!genns han tenido en la definici6n de las políticas cul 

torales y en la identidad nacional. 

Para ello se requiere identificar a los agentes sociales que participan y los e!! 

pacios políticos dt:bdc donde se construyen y legitiman las identidades con sus -

respectivos proyectos de reproducción social, ns! como efectuar el análisis de -

sus acciones por las que el Estado intenta imponer su hegemonía, y de las accio­

nes a través de las cuales los grupos ind{gcnas, en su ahora realidad~diferenci_! 

da y clasista, intentan aliarse u oponerse a tales embates de dominación. 

( l) Programa Nacional de Desarrollo de los Pueblos lnd1genas. 1991-1994, INI. 

México. 1990. P.26. 
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Hay una visión, en la época contemporánea muy diferente, hasta la que prevnlecra 

hace pocos lustros, de lo que implica el proteger y respetar la idéntidad étnica. 

Esto se expone tanto en lo!l lineamientos de trabajo del Estado como en las concel? 

cianea de los Partidos Polfticos y los distintos grupos de pensamiento que hay en 

el país. 

De todo lo precitado queda una constancia en .la aseveración del reconocido inves­

tigador de las étnias indígenas Arturo Warman, al dejar en forma catl'.!górica la -­

afinnación de que es necesario: "Analizar por tanto las prácticas culturales del 

Estado, no sólo entre los sectores indígenas sino entre las diferentes clases y -

grupos culturales; los efectos de su práctica hegemónica sobre las culturas subo.!. 

dinadas, y los papeles desempeñados a favor y en contra por los diferentes 9ec:to­

res involucrados (indígenas, intelectuales, organizaciones independientes, parti­

dos, etcétera), se presenta c:omo indispensable para los fines de una evaluación -

cr!tica". (1). 

(l) 11Nuevos Enfoques para el Estudio de las Etnias Indígenas en México". 

U.N.A.M. México. 1991. P.364. 
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III. PROGRAMAS DE APOYO SOCIAL EN ZONAS INUIGEHAS. 

A. CONSIDERACIONES GENERALES. 

Las atávicas carencias en el medio rurnl quedan expucstan en forma miís cruda, tr_!! 

tándose de las áreas ind!gcnas. 

Las cuestiones referentes· a la realidad de nuestras étnins de raíces precortcsia­

nas, implican un importante renglón en la población nacional. Erradicar ln pobr~ 

z.a en la regiones indígenas requiere de un cambio l!n la distribución y asignación 

de los recursos gubernamentales, en las rcglas,mccanismos y normas para In asigo!!_ 

ción de los mismos,. además de una profunda modifi.cación de las relaciones estruc­

turales que h.ista ahora ha tenido el Estado con los pueblos indios. Ello signif.! 

ca modificar las bases económicas, culturales y políticas para que ésa parte de -

la población pueda acceder a la justicia y a la igualdad. 

En los distintos reg!mencs postrevolucionarios, como ya antes se ha expuesto, se 

dieron medidas para atender las preocupaciones de loa grupos indígenas a veces -

con la mejor intención, qui?.á algunas con un sentido populista y tal vez en otras 

faltando la consistencia estructural y operativa para ejecutar las pertinentes ac­

ciones. Todo ello sin embargo posterg6 temas vitales de las sociedades indf'.genns, 

que hasta el presente están siendo atendidas. 

En la presente administración se han art:ículado programas específicos no solamente 

para mitigar, sino, par atender frontalmente los vncios sociales de las comunida­

des indígenas. 

El papel del INI en el presente sexenio, al través de sus programas y proyectos de 

trabajo, coordina y coadyuva con otras dependencias de gobierno y nsociacinnes ci­

viles, con el fin de dar cumplimiento a las met.:ts trazadas en el Programa Nacional 

de Desarrollo para los Pueblos Indígenas de México; así también permite la partici­

paci6n de las organizaciones tradicion11les de las comunidades indígenas en sus pro-
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gramas di? trnbajo, como un paso importante en el traspaso de funciones. 

Dentro del INI existen programas sociales concretos para realizar, siendo éstos 

los siguientes: 

l. Los FRS que son ejecutados por medio de los Comitiis Regionali:!S de Solidari­

dad. 

2. De bienestar social 1 los cuales se llevan n cabo mediante la coordinación -

con otras entidades de Gobierno como son la Secretaria de Salud, y el IMSS-

SOLIDARIDAD. 

3, De Procuración de Justicia, con acciones coordinadas con las Procuradurías 

y los Tribunales Superiores de Justicin y la Secretaría de Gobernación entre 

otras. 



53. 

R. .PONDOS REGIONALES DE SOLlDARTDAD. 

1. A H T E C E D E N T E S. 

Los problemas agrarios, la sobrcoxplotación de sus recursos naturales, la migra­

ción y la explotación a la quu han sido sometidos• son nlgunos de los elementos -

QUI! cY.plican la situación' du l!Ktrema pobrczn en qui! vive la mnyor{n de las pobla­

ciones ind1gcnns del país. Pero estas son más severas en ln marginalidad indíge­

na. 

"En México los indígl'nas representan 9 por ciento de la poblaci6n total del país. 

Se agrupan en 56 etnias dt> diforcnte magnitud, cada unn de t!ll11s con idioma pro­

pio, y se distribuyen en casi todo el tC!.rritorio nacional. (l}. 

En el tránsito hacia mejores forman parn la organización social y el desarrollo, -

es imperativo atender las situaciones de mayor urgencia en materia da s:tlud,alitne!l 

tación, vivienda y trabajo. Así h> demanda el proceso de modt.:rnización integral -

del país. Por ello, el Estado hn redefinido su pnpel, cnnnliznndo ndecuadamente -

iniciativas y ejerciendo un sentido miis amplio de responsnbilidnd social a través 

de los F.R.S., en lns regiones donde están asentadas las grandes culturas e idont! 

dndes. locales que conforman una gran fortaleza nncionnl y por ello los Fondos Re­

gionales de Solidaridad tienen como meta lu. con:.olid.:i.ción de ln actnnl política -

social fincada en la pluralhl11d, y participnción comunitnrin ind{gl!na. Y, aún -­

faltará mucho por recorrer en el camino de la justicia en nuestra patria. 

Para alcanzar la justicia social, el Presidente Carlos Salinas de Gortari anunció 

en su mensaje de toma de posesión, el lo. de diciembre de 1988, el cstablecimien-

to dei Prcgramn Nacional de Solidaridad, con el cual a toda la socie--

(l) 11Fondcs Regionales de Solidaridadº, Manunl de Operación. SF.DESOL-INI. -­

México. 1993. P.6. 
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dnd a _participar un el combate n lo pobrezn, en esa ocasión señaló: "Pondré di? -

inmediato en marcha el Programn Nacional de Solidaridad, con acciones cficnces 1m 

las regiones rur.nles y en las zonas urbanas (El Programa) se enfocará a los grupos 

indígenas, quienes cY.igen respeto, nuestro máximo apoyo y trato justo". ( l). 

El 6 de diciembre de 1988 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el ---­

acuerdo presidencial que crea ln Comisión del Programa Nacional de Solidaridad co­

mo Organo de c.:>ordinación y definición de políticas, estrategias y acciones de la 

administración público para combatir los bajos niveles de vida. 

De igual manera, el... Plan Nacional de Desarrollo 1969-1994 considera que el desarr2_ 

llo social y el democrático no tendrán sentido si no responden a las demandas soci_!!. 

les, las cuales tienen una prioridad estratégica para el combate a ln pobreza ex-­

trema, y define al. Programa Nacional de Solidaridad como: entre otros conceptos¡-

11 ••• el instrumento creado por el Gobierno de la República para emprender una lucha 

frontal contra la pobreza extrema mediante ln suma de esfuerzos coordinados de los 

tres niveles de gobierno y los concertados con los grupos sociales". ( 2). 

De esto manera, en el marco del Plan Nacional de Desarrollo 1989-1.994 y con base 

en el Programa Nacional de Solidaridad, el Instituto Nacional Indig,enist11 1 una de 

las dependencias responsables de las acciones de t:slc Pro¡;,r::i:na eAtnbleció como -­

sus Hneas y tareas 1989-1.994 las siguientes: (3). 

a) La pnrticipaci6n de los pueblos y comunidades indígenas en la planificación 

y ejecución de los programas del Instituto. 

(1) Fondos Regionales de Solidaridad. Hanual de Operación·. SEDESOL-INI. Méx.!, 

co. 1993. P.6. 

(2) Ibidcm. P. 7. 

(J) Instituto Nacional Indigenista. Informe de Actividades. México. 1991. -

P.l9. 
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b) l.a participación debe culminar con el traspaso de (unciones i.nstitucionalcs 

a los organizaciones y colP.ctividad indígenns, as{ como a otras institucio­

nes públicas, grupos de la sociedad involucrados y comprometidos en la acción 

indigenista. 

e) La coordinación con instituciones federales, estatales, municipales y de la 

sociedad, asI como los organisinos intcrnncionalc.s, será la característica -

permanente en toda la acción del Instituto. 

Bajo estos postulados ~e !?laboró el Programa Nacional de Desarrollo de los 'Pueblos 

Indtgenas 1989-1994, el cual cicnc una correspondencia directa con la tercera orie,!l 

tación estratégica del Progrnma de Solidaridad, que es solidaridad para el desarro­

llo regional, e incluye el desarrollo integral de los grupos étnicos. En tlicho do­

cumento se señalan como objetivos los siguientes: 

l. Lograr el mcjoramient.o de l:ls condiciones de vida de los grupos indígenas, -

mediantl! el impulso de proyectos productivos y de bienestar social; 

2. Asegurar que los esfuerzos de los indígenas por mejorar sus nivelC!s de vida 

sean apoyados por lns institucionl!s, en un clima de pluralidnd y respeto a 

sus formas cultural.es; 

J. Mejorar integralmente las condiciones económicas, socialc.s y culturalc.s de 

las comunidades y -regiones ind!gcnns, de manera currcsponsri.hle y solidaria; 

4. Garantizar la integridad jurldica de los lndigenas y el ri?spcto a su cultu­

ra, costumbres y formas de organización. 

El Programa Nacional de Solidaridad considera a los pueblos indígenas como uno de 

los sectores prioritarios de su acción. La situacU5n actUEtl de estos pueblos no 

sólo expt'esa diferencias que nos enriquecen, sino que además evidencia relaciones 

de profunda desigualdad con el rest.o de la sociedad mexicana. 
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2. • OBJ'E'tlVOS DEL PROGRAMA DE FOKDOS REGIONALES DE SOLIDARIDAD. 

El Programa Nacional de Desar"Collo de los Pueblos lnd1genas 1989-1994, considera 

nl de Fondos Regionales de Solidaridad, como uno de sus proyectos est-ratégicos. 

El Programa de Fondos Regionales adopta en su operación características especiales 

de acuerdo con la zona indígena donde se desarrolle, 

El 19 de marzo de 1990, en Xohiapa, Ver., luego de anunciar la autorización de -

recursos para la creación de 100 Fondos Regionales de Solidaridad, el P'tesidcntc 

Carlos Salinas de Gortari sl.!ñaló; " ... quiero darle instrucciones al Instituto N!, 

cional Indigenista.para que ofrezca todo, todo el conocimiento y capacidad que el 

Instituto tiene para. que se cumpla con este pacto de solidaridad y de confianzd -

del Gobierno de la República con los indígenas de nuestra gran nación". (1). 

Los Fondos Regionales son un reflejo del cambio en la relación del Estado con la 

sociedad, relación que ofrece a los grupos indígenas la posibilidad de definir, -

en su lugar de origen, el merco de acción institucional. 

Un factor fundamental pnra la operación de los fondos es el apoyo a la organiZ!, 

ción, capacitación y asiStencia técnica a las comunidades indígenas, as! como el 

respaldo a las acciones que deben establecerse entre las ot'ganiznciones y comun! 

d;:ides cnn las dependencias y entre estas mismas, sean fedet'alcs, estatales o mu­

nicipales. 

El pt'oceso organizativo del FRS, operativamente tiene dos faseu: (2). 

1. DE ESTRATEGIA : 

Directorio y caracteriz:ación de la organización. 

b. lntegración del personal del c.c.1. 

Reuniones y Asambleas Promocionales. 

(1) Fondos Regionales de Solidaridad. Manual de Operación, SEDESOL-lNl. M! 

xico. 1993. P.9. 

(2) lbidem. P.9-10. 
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d) Asambleas por orgnnhaci6n y constitutivas. 

e) Reglamento interno, convenio de conccrtaci6n y transferencia de recursos. 

z. DE OPERACION : 

Participantes. 

b. Origen de los recursos y conformación del Fondo. 

Proyectos a finnnciar y lineamientos programáticos. 

tl. Integración de propuestas de inversión. 

Procedimiento pnra la nutorizaci6n de proyectos. 

A ese.e respect~ los lineamientos políticos del Programa Nacional de Desarrollo 

del Presidente Salinas de Gort11ri, señalan los siguientes rubros: (l). 

GENERALES : 

l. Promover la participación nctiva de las comunidades indígenas en la progr!_! 

mación, prcsupucstación, ejecución, seguimiento y evaluación de los proyc_s 

tos, mediante el fortalccimient.o de los procesos organizat.ivos. 

2. Crear unn agrupación de orgnnizacioncG y cnmunidades en cada una de las r! 

giones indtgcnas 1 que nct.úe como int.crlocut.or de t.odas las acciones que -­

r~alL:.3 el !nst.itut.n y et.ras depcndencins del sector público, tanto fede­

rales como estatnles. 

Por su parte, el Convenio 169 de la OIT en relnción nl des<HLullu J~ grupos ind! 

gcnas 1 cit.a los lineamientos siguicnt.cs: (2). 

ESPECtFICOS: 

1. Fort.alecer la autonomía de las organizaciones y comunidades indígenas a -

(1) Programa Nacional de Desarrollo de los Pueblos Indígenns. 1991-1994. INI. 

Mélc.ico. 1990. P.41. 

(2) Magdalena Gómcz, 11Derechos Indígenas". Lect.ura comentada del Convenio -

169. OlT. INI. México, 1991. P.83. 
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fin de que manejen~ de manera direcca e independiente, sus recur::;os. 

2. Lograr que las organi:rnc:iones y comunidades indíg1:mas participen activame!!_ 

te en la planeación de todos los proyeccos oricntn.dos ,'? su dl!sarrollo. 

3. Fortalecer procesos organizativos en las cornunidüdcs <i fin de uvit.ar ln -­

concert.'.lción de recursos en organizaciones que. ror lo general, tienl.!n ac­

ceso a otras fuentes de fin.:tnciamiento. 

4. Establecer proyectos productivos con criterios de rentnbilidnd, sobre la -

base de una verdadera con:esponsnbilidad y con las comunidades indígenas. 

5. Impulsar la diversificación productiva y elevar la productividad de los -­

pueblos ind!genas mediante la entrega de recursos y la capacitación de sus 

miembros, 

6, Logrnr el rcconoc:imiento formal de las figuras asociativas que lns comunid~ 

des detern:tlturn, para que t:l!ngnn ncccso a las distintas fuentes de finnnci,2 

miento existentes. 

7, Propiciar que los beneficios derivados de las nccioncs productivos tiendan 

a cnpitaliza.r a las organizaciones y c:omunitlades ind!genas. 

8. Generar miis empleos en las comunidades que redunden en mejores i:ondicionce 

de vida de la población indígena. 

Los fondos tienen por objeto financiar direr.tamem:c los proyectos productivos r.! 

cuperables de l.ns orgnnizaclones y comunidades indígenas. Los fondos quedarán -

bajo la administración directa y 13 supervisión de las organi?..:icioncs y cornunid,!! 

des ind!genas regionales. "Los Fondos Regionales, con recursos de!l Progrnmn ·Na-

cional de Solidaridad, rl!cibirán unu dotación nnual del capital para el finnnci~ 

miento de proyectos productivos; las rccuperacion~tó ingrcsnriín a los fondos para 

incrementar su nutonomín y capitnl". (1). 

(1) Programa N.acionnl de Desarrollo de los Pueblos Indígenas 1991-1994. I.N.I. 

Mi!x:ico. 1990. P.P. 47-tiB. 
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Lu nnrmatividad de los Fondos, que será flexible pero rigurosa y transparente. d~ 

be permitirles superar las restricciones que dificultan o imposibilitan el fin.:m­

cimnicnto du ln.s iniciativas productivas de las comunidndes y organiznciones ind! 

genas. Las dotaciones iniciales se dl?dicarán a rcfuccionar proyectos r:oductivns 

recuperables. De acuerdo con la experiencia obtenida, a estas bolsas se podrán -

agregar otras asignaciones con objetivos específicos: crédito de avio, para vi-­

vienda, étc,, igualmente, los recursos de los Fondos podrán combinarse con los -­

provenientes de otras fuentes de financiamiento. 

Los Fondos se conc~ben como una OUC?VU y adecuada manera de financiar las activid!!, 

des productivas, con la plcn.:t p;:irticipación de las comunidades y organizaciones 

t.!n todas lns fases, desde lu preparación del proyecto, hasta su recuperación, 

!unción y reproducción. Los Fondos Regionales se ndministrarán con un cuerpo di­

rectivo integrado por representantes de las comunidades y organizaciones indíge-­

nas, con el apoyo del Instituto Nacional Indigenista, 

En los Fondos de Solidaridad para el desarrollo de los Pueblos Indígenas, partic! 

pan el Programa Nacional de Solidaridad, el Instituto f'Iacional Indigenista y las 

Instituciones Federales y Estatales, así como las organizaciones civiles dedicadas 

a la promoción y desarrollo y a la prestación de servicios de asistencia técnica -

con presencia en cada microregión. 

11Los palpables avances en el desarrollo de las comunidades tienen expresión al -­

crearse los Fondos Regionales -que favorecen a más de J,500 organizaciones indíg~ 

nas-, en la participación organizada, en la planeaeión de proyectos, en la contrn. 

!orín social que permite un mnncjo transpnrcnte y ndccuado de los rccur!;os, en C.Q. 

municación y transporte, en los programas de liberación de ind:Cgenas injustamente 

de.tenidos, nl igual que en la canalización de más de 300 millones de nuevos pesos 

a los J, 700 proyectos productivos en beneficio de los pueblos indígenas". ( 1), 

(1) Carlos Salinas de Gortari. IV Semana Nacional de Solidaridad. El Nacional. 

México. 7 de septiembre de 1993. P.1. 
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Dadas lns condiciones de ext.remn pobreza en las que habitan los ind!gena.s de nue2. 

tro pa{s. "El Gobierno Federal. a través del Programa Nacional de Solidaridad,­

creó los Fondos Regionales de Solidaridad, progeama que se inic16 en 1990 y que 

hasta la fecha beneficio. a 3,594 orgnnizai:.ioncs que aglutinan ti 1 millón 26 mil 

629 productor~s de las diferentes Gtnias que existen en México". (l). 

En este sentido. 11 51'.!giln datos del Instituco N11cionat tndigcnistn (INI), han 

establecido 133 Fondos Rcgiono.lefl: de Solidaridad, que desde 199{) a junio de 1993 

han recibido recursos que ascienden a más de 182 millones de nuevos pesos, de --

los cuales se han ejercido 175 millones en 3,764 proyectos". (2). 

tos Fondos Regionales de Solid.aridad tienen como objetivo promover 111 participa­

ción aetivn de lns comunidades indl'.g1mus en la programación, presupucst•lCión 1 -­

ejecución, seguimiento y evaluación de los proyectos, medinncc el (ortalecimicn-

to de los procesos organizativos. 

"A pcsnr de ser considerados como la nación que cucntn con el mayor número de h~ 

bitantes de lenguas ind{gt!n.<ls • esto no puede considerarse como una dist: inc.ión -­

para México, pues ln realidad es que éste sector de la población se encuentra e!!. 

trc fos _más pobres de los pobrcJ 11
• (3), 

Ante esta panortuna, el compromiso dul Gobierno Federal fue e:l de atender a esta 

poblnción cuyn mayor demanda ili::a l!! de justicia y la de C>portunidndes pan acce­

der a un mnyor bienestar soci::il. 

El Programa Nacional de Desarrollo de los Pueblos Ind!.genas 1989-1994, hb.o de' -

(1) Raúl Adorno J.iménez. "Los Fondos Regionales de Solidaridad,,.". El Naci,2. 

nal. México. 6 tle Septiembre de 1993. P.4. 

(2) Ibidem. 

(3) lbidem. 
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los Eondos Regionales de Solidaridad uno de sus principales ejes de acción, 

la finalidad de crear una agrupación de organizaciones y comunidades en cada una 

de lns regiones, para que actucn como interlocutor de todas las acciones que re!!_ 

liza el INI y otras dependencias del sector público. tanto federales como cstat_!! 

les. 

Este proyecto de Fondos ha pe?rmitido a los ind!genas que participan en el mismo, 

tener ln oportunidad de intervenir plenamente en la programación, ejccución, su­

guimiento y evaluación de sus proyectos de desarrollo, 

Si bien los fondos ·1mplicn.n un primer ejercicio de apoyo a la autogestión de las 

comunidades indígenas pese a su corto alcance, el INI destacó que se encuentran 

en un proceso de crecimiento y consolidación. Se caracterizan por una mayor Pª!. 

ticipación, tanto de organizaciones cumo de miembros intcg::antes y por la apert~ 

rn de metas de mayor alcance. 

Asimismo, son plenamente identificados por los demás indígenas de las diferentes 

regiones en donde se aplican. por la amplitud e impacto regional y estatal que -

han logrado, y por el reconocimiento formal que se concreta, entre otros aspectos, 

por su integración a los Comités de Planeación y Desarrollo (COPLADES) de las -­

entidades. 

Ln magnitud de ln problemática y el rezago de las comunidades indígenas rebasan -

los alcances que por st solos pudieran tener los fondos, de ah{ que la participa­

ción y coordinación de todas las instituciones que tienen que ver con la atención 

a los ind!gcnns es fundamental. 

Por lo tanto, el programa mantiene un canal directo de interlocución con las -­

distintas instancias de Gobierno y con otros sectores de la Sociedad. En este -

contexto adquiere especial relevancia la pretención de los Consejos Directivos -
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de loe fondos por ser sujetos de las acciones de Gobierno y de otros sectores, -

como la banca de desarrollo y el sector privado. 

3. REALIZACIONES. 

11 Sc han realizado obrns en más de 500 municipios de 16 E!ltndos de la República, -

Ayuntamientos en 105 que ae asienta una gran proporción clt• población indígenn que 

se inttJgrn en un trabiljo común de tal manera que, por primera vez en la historia 

del pa1s, los recursos destinados a las étnias son de una proporción más elevada -

que su representación numérica dentro de la población total nacional. Esto es un 

avance sin precedente de justicia social e implica un reconocimiento explícito de 

los Jercchos indígenas de México plasmados en los Artículos 4 y 27 const ltuciona­

les11. (1). 

(1) Carlos Salinas de Gortnri. IV Semana Nacional de la Soidaridad. El Nacio­

nal. Hi!xico. 7 de GCpticmbre de 1993. P. 2. 
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C. .BIENESTAR SOCIAL. 

Ea cnrdinal pnra el desarrollo y prosperidad de un p<1!s el que disfrute de un su­

ficiente bienestar social,entcndiendo en éste una adecuada snlud física y psicol,2 

gica, alimentación conveniente, sistemas de seguridad social con (ines prevcnti-­

vos y curativos; asimismo, una infraestructura educativo-cultural para dotar a -

los individuos de la instrumentación intelectual y nprovech.1r l:is cdificacione5 -

tecnológicas y científicas, sobre todo tan constnntes en la 'época contemporánC!ll. 

El quehacer institucional indigcnistn en torno a ese bienestar social que por de­

recho natural le cc:trrespondc a todo ser humano, se manifiesta mediante la colabo­

ración de los Centros Coordinadores Indlgenistns (C.C.I.) en el país, quienes ub! 

cados estratégicamente en las regiones de mayor población étnicn 1 ofrecen en sus 

acciones la cobertura programático del INI. 

En ese sentido se mencionan programas tales como los de salud, educación y cultu­

ra; en ese orden, los primeros de manera connotada con los segundos, tienen prio­

ridad frente a otros. El factor salud en todos los seres vivos es tan indispcns.f!. 

ble como la vida misma, y uno de los aspectos importantes para alcanzar un bicne~ 

tor social es la snlud. El INI lleva n las comunidades indígenas los progrnmas -

de apoyo a la salud, m~dfantc pl5tic:tR y cursos con los médicos trudicionalcs y -

parteras emp!ricas. As! también, e, independientemente a lo anterior, instrumen­

ta acciones de coordinación y supervisión con el Sector Salud, en especial con -

IMSS-SOLIDARlDAD. 

l. SALUD. 

POLITICA GENERAL .. 

11 La política general en materin de salud procura desarrollar un sistema que posi­

bilite a las comunidades indígenas n fortalecer sus capacidades autogestivaa, y -
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de autosuficiencia y autodeterm.inadónº. (1). 

Son grandes los esfuerzos que tienen que desplegar los trabajadores de salud del 

Instituto, soben por su experiencia en el medio rural, que los recursos de que -

disponen las poblaciones no se limitan a los servicios institucionales: unidades 

médicas rurales, i::entros de salud, dispensarios, entre otros. En algunos casos, 

estos servicios son inexlstentl?S y las demnnllas de las comunidades por logrnr la 

ampliación de la cobertura es parte de una larga y antigua lucha. 

En muchas de lns comunidades indÍgt!nns, la respuesta social n la enfermedad, al -

accidente o a la muerte, se realiza en dos grandes ámbitos: Ln medicina !n<lígena 

y la medicina doméstica. La primera estií formada por los distintos tipos de ter_!! 

péutas tradicionales que sustentan la cultura médica de las comunidades y que con_! 

tituyen una fonnn de ofertn pública de servicios: Como los curanderos, lne part,! 

ras, los huesel:os, los hierberos, los rezadores de los cerras, los c:ulebreros, -­

écc., denominados en las distintas lenguas como ilol.es, tnarnkames, taak-bnk, y -­

otros. Constituyen la principal fuerza local para atender la enfermednd. Es así 

como, 11 
••• en Estados como Onxacn, las parteras atienden apror.irnndiuntmte al 70% de 

la poblnción en el ñrea rural 11. (2). 

La medicina dotnéstica, pose6 b importancia que todnvJ'.a se encuentra d~bconoc:!.dn: 

Se trata de una atención de tipo fnmiliar. en ln mujer suele desempeñar un papel 

fundnmcntnl y en donde genernlmentc se realiza un primer diagnóstico, y, se adm.!. 

nistran los primeros medie.amentos y se decide por consiguiente la Crayector!a fl!, 

tura del paciente. 

Para desarrollar una políticn de salud, es necesario temer en cuenta la íonon en 

(1) Programa de Salud. Bienestar Social. I.N.I. México. 1991. P.7. 

(2) lbidcm. 
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que c~cctivamente estii configurado el campo de la atención a la sa1ud en las 

giones indígenas¡ en otras palabras, planificar a partir de reconocer que nos en-

centramos ante un sistemn mixto de atención a la salud en el que coexist.en los --

servicios de la medicinn institucional y académica. la indigenn y la doméstica. 

Los programas para obtener su cometido, deben promover la salud de los grupos in­

dígenon; tienen que planificar sus acciones no como si existiera un sólo tipo de 

servicios. 

Históricamente, la experiencia ha producido que muchos esfuerzos institucionales 

queden desfasados de sus propósitos o simplemente fracasen, al no considerar las 

cnractcr!sticns reales de atención a la salud o la configuración de la formación 

económico-social, características de las comunidades. 

b. 'PROGRAMA INI-IMSS-SOLIDARIDAD. 

El Gobierno de la República ha realit.ado en los últimos diez nños un considerable 

y c.ontínuo esfuerzo para brindnr atención a los mexicanos radicados en las zonas 

marginadas rurales, entre ellos los indígenas, a través de diversos programas en-

tre los que destaca lMSS-SOt.lDARlDAD. 11 La infrnest:ruct:urn asistencial total para 

la atención de 13.S millones de personas en 28,519 localidades es de casi 4,000 -

establecimientos". (l). Por problemas de dispersión e incomunicación, la cober­

tura es insuficiente. 11 Conforme al Programa tMSS-SOLIDARIDAD. su cobertura ale.a.!! 

za el 53. n. de ln población rural, lo qua c:.ucstr::t ta ma¡:z,nitud del es[uerzo reali­

zado". (2). En las zonas indígenas la población atendida disminuye sensiblcmcn-

te por considerarse inaccesibles. "En algunos regiones ind!genas, un porcentaje 

superior al 80% de los nacimientos es a.tendido por terapeutas tradicionales". (3) 

(1) Programa füicionnl· de Desarrollo de los Pueblos lnd{genns. 1991-1994. IN!. 

México. 1990. P.31-32. 

(2) Ibidcm. 

(3) lbidem. 
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La presencia de mi!dicns o pasantes en los estnblccimientos públicos <le salud 

insuficiente. y, en algunafi zonas indígenas las unidades y personal mi!dico se 

aproximan a ln tercera p."lrtc del totnl. El número de egresados de las univcrsi-

dudes es más que suficiente p.ira llenar esas vacantes, pero su reclutamiento es 

muy difícil a cnusa de la falta de estímulo pnrn c¡ue presten sus servicios en --

las zonas margina-las, :: t,1mbié!n en virtud de ln formación qul! reciben, que hncc 

poco atractiva y baja la cnp;1citación para desempeñarse en el medio rura.l. La -

calidad de ln atención es in.!';uficicntc lo que recientemente se ha manifestado SE_ 

brc todo en zonns indígenas por la rcnp.:i.rición de cnfenncdades erradicadas o CD,!! 

troladns, 

No obstante el l?Siuerzo institucional dedicado al aspecto nutricional de los gr~ 

pos indígenas, algunas veces los alimentos o despensas que el Gobierno env!a, se 

ha visto mennado debido a acciones de personas deshonestas al mom2nto de ren] t--

zar la entrega n las comunidades. 

~a desnutrición se expresa en las zonas indígenas y agudiza los fenómenos de mor 

bilidad. Los núcleos indígenas, por lo general no recib~n los beneficios de los 

programas asistenciales de nutrici6n. 

No existe en la dieta tradicional de los pueblos indígenas ningún factor intr!n-

seco qulo! explique los nltm~ porcentnjes de desnutrición, por lo que ésta, deba -

atribuirse a problemas originados por la sltuación económica y agravados ¡>or un 

abasto inadecundo y a precios muy elevados, La atención a los problemas nutri-­

cionales entre 13 población indígena adquiere prioridad y urgencia, debido a la 

crisis da la década de los ochentas. Se tratn de uno de los compromisos origin!!_ 

les y esenciales adquiridos por la Rcvolm:ión Mcxic.:i.na. 

La tnnyorín de la población ind1'.genn sentada en el medio rural, carece de los se.E 

vicios de agua potable intradomiciliarin y de drenaje. Una encuesta reciente lo 
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demuc!}tra: En l06 municipios de los Estados de Chiapns, Nayarit, Sonora y Yuc!!_ 

tán, reveló: "De 945 localidades comprendidas sólo 382 cuentan con sistema p;1ra 

el. abasto de agua entubada, la maynr!a de los sistemas existentes carecen de red 

domiciliarin, mientras que un 70:t necesita ampliación,y un 20% rehabilitación; ~u 

funcionamiento es parcial y regular en el 64% de los casos; respc.cto nl servicio 

de drcnaje,sc estima que más del 907. de la poblnción indígena en esos municipios 

carece de él11 • (1). La ausencia de servicios sanitarios, que en parte está as.2. 

ciada con las opciones ct;cnicas favorecidas por las instituciones se rt?íleja en 

las cnndiciones de snlud de la población indígena. 

Las condiciones de les hnbitaciones en general en el medio indígenn están dete--

riorndas,debido n que los programns para la construcción y mejoramiento de la h.!!:, 

hitación rural son insuficientes y casi nunca llegan a las zonas indígenas. El -

problema de la vivienda en" las zonns rurales muestra una gran incongruencia con 

1os programas para la construcción y mejoramiento de la vivienda que son destina-

dos para ellas, y, además resultan insuficientes. 

En términos generales, no obstante reconocerse el notable esfuerzo desarrollado -

por IMSS-SOLIDARIDAD en su participación en apoyo a las zonas indígenas, existe -

una gran in:;uficiencin de Rervicios de salud. Hoy sabemos que las prestaciones -

escogidas y administradas desde fuera no tienen ni pueden adquirir la capacidad -

para atender a toda la población ni a todas sus necesidades¡ por lo tanto, es ---

obligatorio encontrar mecanismos de adecuación mediante la participación de la p~ 

blación en los programas de salud y bienestar. Los !Jrogramas de atención prima--

ria a ln salud con personal local capacitado, ofrecl!n una buena altcrna.tivn de s~ 

lución. Mientras que por otro lado, la capncitnción de parteras empíricas ya ha 

mostrado su eficacia, sin embargo, los programas de capacitación a veces no con-

{l) Programa de Ayuda Alimentaria Directa para Grupos de Riesgo en Comunidades 

lnd!genas. INt. México. 1989. 
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sidcran a los terapeutas tradicionales, a efecto de que se integren a los servi­

cios institucionales de salud. 1 Existc un vigoroso movimiento de organización -

de los médicos tradicionales para integrarse de mnnera armónica con los scrvi-­

cios institucionales médicos'. (1). Están dadas lns condiciones pnra fortale­

cer, ampliar y adecuar el gran esfuerzo del Gobierno dc la República para ofrecer 

servicios de salud efectivos a la población ind!gcna. 

(1) "Voz Indígena". 11 Congreso Nacional del Primer Encuentro Continental de 

Médicos Tradicionales lnd!gcmas. Boletín Núm 32-33. Lima, Perú. Junio­

Octubre 1992. P.43. 
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2. F.DUCACION. 

Ln conquista y la coloniznción significaron para los pueblos indígenas la ruptura 

de una civilizaclún que durante los siglos habían venido conflirm::rndo. 

Cuatrocientos años después, a partir del triunfo de la revolución social de 1910. 

se inició la educación popular que pretendía incorporar a los indígenas n la civ,!. 

lización, como medio para lograr un estado cultural y lingiiíst.icamentc homogéneo. 

"Er, este sentido, la escuela rur.:il daba particulnr atención n la castt'llanización, 

a la enseñanza de nociones elementales de nritmi!tica y a la atención de las cond!_ 

cienes materiales Je la comunidad". (1). En consecuencia, la educación no con­

templa la conservación y desarrollo de las culturas y lenguas autóctonas, sino -­

que por el contrario las considernbn un obstáculo para la unidad y progreso del -

pnís. 

Un nn.ílisis de esta educación nos lleva a distinguir dos momentos: F.l del método 

directo, que c.onsistín en el uso exclusivo del español en el proceso de enseñanza 

aprendiznjc, y el indirecto, basado en el empleo de las lenguas ind!gcnns como v~ 

híc.ulo para llegar también a la cnstcllnnización. "Este último íué utilizarlo 

la década de los treinta para algunos proyectos nacionales,por cl Instituto Naci.2, 

nal Indigenista, de 1952 a 1963, y por la Secretaría de Educación Pública, de --

1964 • 1978. (2). 

EL PROPOSITO DE LA EDUCACION INDICEHA. 

Entre el propósito de la educación indígena, la poU.tic.a educativa que han determ! 

nado SEP-INI ha sido: que sen indígena, bilin&üe y biculturnl. 

Se le define como : 

(1) Boletín Indigenista. Núm. 5. I.N.I. México. 1990. P.2. 

(2) Margarita Nolnsco. 11 1.N.I. 30 Años Después". México. 1978. P.255, 
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l. Educación Indígena.- Por la decisiva participación de los pueblos y prof.!:. 

sionales indios, canto en su diseño como en su ejecución y evaluación. 

2. Bilingüe.- Por el derecho que las étnias tienen de mantener y crear las 

condiciones para el desarrollo de sus lenguas propias, as{ como para el -­

aprendizaje del español idioma común de todns los mt!X!L:anos; y 

J. Bicultural.- En el sentido de que la educación debe ser un proceso de mo­

vilización cultural, a fin de que los etnoconoclmientos, la lengua, la hi~ 

toria, lH tecnolog{a, la estética y demás valores que los grupos han con­

servado como esencia de su identidad, encuentren los espacios para su man.!_ 

festnción legítima, al tiempo que se acceda n la cultura unf:versal, en su 

expresión original. 

Tal modalidad educativa contribuye a superar tanto ln situación de subordinnción 

cultural y lingüistica, como la dependencia socio-pol!tica y económica que caras. 

terizan la relación entre las litnias con el resto de la sociedad nacional; a la 

vez que aspira a crear las condiciones de participación de la comunidad en su --

sistema escolar flexible que responda a las necesidades locales y regionales en 

el marco de planes de desarrollo étnicamente adecuados. 

En este sentido, 11 
••• la participación comunitaria no sólo es el medio miís apro­

piado y eficaz para trascender la rigidez y el enclaustramiento de la institu--

ci6n escolar. -insuficientemente articulada con las demandas de la colectivi--

dad que atienden-. sino que constituye un proceso de educación permanente de -­

los pueblos indios en la búsqueda y gestión de soluciones a sus propias necesi­

dades educativas. culturales y desarrollo". (1). 

De esta manera se procura evitar que la escuela se convierta en factor de desa­

rraigo al generar falsas espectativas al progreso• así como en limitante para -

que las comunidades organizen su vida económica y su reproducción como grupo. 

(l) Cándido Cueto. 111.N.1. 40 Años". México. 1988. P.143. 
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h. .PAPEL DE LA COKUHIDAD EN LA EDUCACION. 

La ausencia en la institución escolar de expresiones escolares tan importantes e~ 

mo las formas de organización, sistema de conocimientos y prácticas pedagógicas -

de las etnias ind!genas, nos obliga a plantear la necesidad de un cambio cualita­

tivo de las étnias para devolver a la comunidad (ámbito tic producción y reproduc­

ción de la cultura de cada grupo étnico) el rol protagónico que le corresponde en 

el disCño de ejecución y cvaluoCión de los programas pendientes ;1 dinamizar su d!_ 

sarrollo. 

De aquí que para el. sistema educativo ind!gena, tal como lo concebimos. la comuni­

dad sen la principal unidad de acción, en tanto constituye el marco social de con­

frontación y aplicación de los conocimientos, actitudes y habilidades adquiridos a 

través del proceso educ~tivo escolarizado y no escolarizado. 

Es por ello que la educación indígena se sustenta en una política de recuperación 

y valoración cultural, cuyo objetivo es redescubrir, reactivar y desarrollar las -

manifestaciones culturales propias de cada comunidad étnica, eo una tarea pennane_!! 

te de reflexi6n y confrontación crítica. La escuela, en este sentido, se transfo!. 

ma en un espacio de investigación, estudio, diálogo y debate, al que concurren no 

sólo alumnos y maestros, sino los miembros adultos y ancianos del pueblo en difc-­

renteR momentoR del proceso educativo. lo:; cm:iponcntca cultural~.,. recuperados se 

insertan en los contenidos y métodos como parte sustancial y legítima de la activ! 

dad pedegógicn, de ~oda que la educación se enriquece adquiriendo coherencia y pe!: 

tenencia tanto cultural como social. 

La sobrcvivencia de las lenguas indígenas depende en gran medida de las propias C,2. 

munidades y organizaciones, pero, también de la pol!.tica educativa gubernamental.­

Una política coherente con la lingüística ind!.gena, en relación a su evolución, d.!. 

sarrollo y respeto. 
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AVARCES. 

La educación indígenn bilingüc-bicultural ha recibido durante el presente régimen 

un fuerte impulso que le ha permitido avanzar. 

Es pertinente destacar el papel estratégico que juegan otros apoyos, entre ellos -

la radio bilingüe, que, mediante el empleo de 27 lenguas vernáculas transmite pro­

gramas de educación y promoci6n a la educación indígena, desart:ollo de la comuni­

dad y difusión cultural. "La radiodifusión se realiza coordinadamente en el lnstl 

tute Nacional Indigenista y el Instituto Mexicano de la Radio, a través de 36 ra­

diodifusoras localizadas en 20 entidades federativas". (l). 

Los albergues escolares que son otro importante logro de los planteamientos cduca­

tivo-ind!.gcnas, son atendidos de manl!ra coordinadn por la SEP-INI. Son una insti­

tución educativa donde los niños reciben lns primeros conocimientos del Sistema N!!_ 

cionnl de ln Educación Bilingüe y Bicultural, a través de los maestros y promotores 

de la Dirección General de Educación Indigcna, quiene6 en estrecha coordinnci6n con 

personal del IN! han avanzado para lograr que la escuela digna amplíe sus alcances 

en beneficio de los pueblos más desprotegidos del país, 

(l) Boletín Indigenista. Núm. 7. t.N. t. México. 1990. P.23. 
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3. CULTURA. 

LA CULTURA lNDIGENA Y LA CULTORA NACIONAL. 

Las culturas indígenas son un componente esencial del patrimonio cultural de la 

nación. Las lenguas, los sistemas de conocimientos, las instituciones sociales 

de solidaridad, las normas para la preservación del medio natural para su aprov~ 

chamiento no destructivo, su historia, las variados expresiones estéticas, las -

normas jurídicas y el derecho consuetudinario, los patrones en las relaciones !!!. 

tcrpersonales, entre otrns muchas dimensiones de las culturas, representan un -­

verdadero tesoro qu~ requit::iú de milenios para su formación y transformación. -

Son más que eso y ofrecen un amplio repertorio de soluciones y alternativas poro 

la construcción de un futuro plural, democrlítico y soberano pnrn la nación. 

b. REFLEXIONES SOBRE 1.0S PROGRAMAS INSTITUCIONALES. 

Existen pocos programas dedicados n la promoción integral para el desarrollo de -

las culturas de los pueblos indígenas. Diversas instituciones entre las que des­

tacan el Instituto Nacional Indigenista, el Instituto Nacional de Antropologta e 

Historia, la Dirección de Culturas Populareo del Consejo Nacional para la Cultura 

y lat: Artes, lA O-trección General de Educación Indígena de la Secretaria de Educ!. 

ción Pública, el Fondo Nacional para el Fomento di! las Artcsantas y el Instituto 

Nacional para la Educación de los Adultos, otorgan apoyos pequuños, casi siempre 

discrcsionales, a algunas expresiones de las culturas indígenas. 

Con mucha frecuencia las manifestaciones que reciben apoyo p.untual y excepcional 

se seleccionan por un impacto estético, por lo que quedan fuera las expresiones -

mñs profundas y complejas de las culturas ind:ígenas. Los apoyos no tienen mngni-

tud sustantiva ni continuidad; tampoco se evnluan sus efectos. No existe coordi­

nación entre las instituciones que brindan apoyos a las culturas indígenas. En -
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cadn una de ellas el monto de recursos quu se destinnn a l.'1 promoción de las cul t!! 

ras ind!genns es mnrginal y está desvinculado de los programas centrales. 

No hny ninguna institución especializada que se dedique n la recopilación, cRtu-­

dio y promoción de las lenguas indígC!nas, cuya diversidad es f!XCcpcional en nues­

tro país. "En México, las comunidndes locales indins reúnen c.1rncteri'.sticns !de!!_ 

les para ese tipo de investlgn..: itín: tienen una mngni tud dcniogriificn manej11hle por 

un antropólogo que permnnezcn en cualquiera de ellaH durante uno o dos años; hacia 

el estudio de comunidades se volcó pues la antropología social mexicana, siguicn-

do la huell<1 de docenns o centenas de antropólogos extranjeros, mayor!tariamentl! 

norteamericanos". ( l). En consl!cuencia, no se cuenta con núcleos capacitados y 

con apoyo parn promover la estructura de las lenguas indígenas y la preparación y 

materiales de lectura relevantes y adec~ados. 

El sistema de radio indigenista que transmite en varias lenguns foclígenns de ---

acuerdo a su localización, ha desempeñado un papel importante al abrir espacios -

para la comunicación y el fortalecimiento de las lenguas indígenas, Sin cmb.irgo,­

su cobertura es todavía bajo en términos de población y lenguas atendidas. 

Antes de la conquista de los españoles no existían los indios en el Continente, -

sino que a partir de conquistadores y vencidos o conquisLndos 1 y a t!'t:1Lut> ¡;.:: les -

denominó indios. Indio era sinónimo de colonización. así como por consecuenci:i ,-

ha habido una connotación despectiva, entre el derecho consuetudinario de los in-

d{genas y el derecho escrito de los blancos. 

La lucha de resistenciA de los pueblos, está logrando el reconocimiento de una -

identidad que parecía hastn hn.ce poco, que el tiempo quería aniquilarla. 

(l) Guillermo Bonfil Batalla. Las Culturas Indias Proyecto Civiliza torio. 

"Nuevos Enfoques para el Estudio de las Etnias ••• ". UNAM. México, 1991. 

P. 122. 
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"Debe:tan poderse rnstrear los momentos y las circunscancins en que en el pnsndn 

se expresó esa conciencin genérica de ser indio (ndcmfis de ser maya, tarahumara,­

ocomí o pnmc); la tarea, sin embargo, queda para el futuro porque nuestrn servil 

miopía de colonizarlos ha impedido hasta ahora que se preste la atención debida.Si 

hoy se habla de indianidad es porque la movilización política de lus pueblos in-

dios ha alcanzado tal presencia que logró romper las murallas de marfil de los --

c!rculos <lcadi!micos". (l). 

As{mismo, hay un divorcio entre la educación superior y las culturas indígenas. En 

menos del LO:t de l~s instituciones universitnrins públicas se impart~ el Conoci-­

miento de una lengua indígena. En ninguna institución de enseñanza superior exi,!! 

ten cátedras de temas tan relevantes como la agricultura o la medicina indígenas. 

Las culturas indísenas se preservan, transmiten y transforman por su propio vigor 

y conforme a sus tradiciones, al márgen de la acción estatal y con un contacto -- · 

muy restringido con otras expresiones culturales, en especial con las de la llam_! 

da alta costura -incluyendo entre ellas a la ciencia-, configurándose otra vez un 

esquema de desigualdad. 

RADIODIFDSORAS CULTURALES INDIGENISTAS. 

La investigación en las radiodifusoras culturales indigenistas (RCI) se realiza -

desde hace ll años, con la primera emisora. que funda el Inatituto Nacional Indi-

genista. Con ella se inicia un trabajo de producción radiofónica que implica la 

innovación de las formas tradicionales de investigación sobre radio; ya que las 

radiodifusoras del !NI surgen con dos características: trabajan con indígenas -

en sus propias comunidades e inici.on un modelo de rnrlindifusión sin nntecedentí!s 

en el país, 

( l) Guillermo bonfil Batalla, Las Culturas Indias como Proyecto Civilizatorio. 

"Nuevos Enfoques para el Estudio de las Etnias ••• 11
• UNAH. México. 1991. 

P.127. 
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Las RCl cuent.:in rm su estructurn con un investigadot' titular, quien RC ha dedicn­

do más a ln producción y a otras t<:1reas, que n la invl!stigación propiamente: dichn, 

ya que existe una idea proclive n hacer la radi.o mñs que n investigarla pues, 

carecía de un proyecto de investigación en torno o lns RCI. 

La investigación en las RCl se ha realizado casi exclusivamente para alimentar la 

producción de prograrnns radiofónico$, en su gran mayortn investigación de cnmpo,­

';f en menor medida, documental, apoyándose en el acervo bibiográfica con que cuen­

ta cada emisora, y an periódicos y revistas regionalas que cnptan los propios pr.!?_ 

ductores e investigadores. En cada emisorn se ha realizado el tipo de investiga­

ci6n de campo que mejor ha funcionado en la producción radiofónic.'1; cada una hn -

operado con diferentes grados de aistcmathación. 

El trabajo de campo recoge en grabaciones la música, los cuentos. lo.a l!!ycndas, -

la historia de las comunidades contadas por los viejQS, las fiestas y otras trnd! 

ciones tlc los pueblas indígenas de las 56 etnias que hny en el. país. 11 Lan fonot_!:. 

cas de cada radiodiíusora indigenista y la gran fonotccn que conforman todas en -

conjunto son un material invaluable. La mayor pnrtc de este tesoro se encuentra 

registrado y archivado en cada emisora, aunque no sistemáticnmente. 11
• ( l). 

d. PROYECTOS CULTURALHS. 

Es importante dustacar que diversas úreas del INI llevan D cabo invcscigaciones -

sobre el impulso a ln cultura en la investigación sobt"c medicina tradicional, 

ejemplo de ello son los proyectos que a continuación se presentan resaltando ·los 

aspectos más impot'tantes. (2). 

(l) Ponencia presentada en el Suminnrio sobre Oingnóstico y Autodingnósti~o. -

Oaxtcpec, Morelos. Del21 al 25 de agosto de 1990. Subdireccii5n de Radio 

del I.N.I. México. 

(2) Instituto Nncionnl Indigenista. Subdirecc:i6n de Investigación. Tnllar de 

Proyectos Culturales. México. 1990. 



Proyecto: 

Aren: 

Objetivos: 

Síntesis: 
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Atlas de la Florn Medicinal Mexicana. 

Asesoría de la Dirección General. 

Clasificar la flora medicinal mexicana organizando y sistcmntizando 

el conocimiento y uso actual de las plantas medicinales en Héxico,­

junto a la información botánica, química, fnrmacol6gica, toxicológ.!. 

ca, y clima relativa a ellas. 

Se prctendc hacer un estudio histórico-antropológico, botánico, mé­

dico, químico y farmacológico de las plantas mcdicinalcs en México. 

El Atlas estará formado por más de 3,000 fichas de plantas medicin!!_ 

les, se incluirán también pequcños mupas de distribución, dibujo de 

la planta, nomenclatura científica y populares, descripción, luga-­

res donde se recogió la información, fuentes bibliográficas, étc. ,­

además de ensayos introductorios, apéndices e índices tl'.!mácicos y -

geográficos. 

Metodología: 1). Concertación de convenios con todas las instituciones, herba-­

rios y grupos de trabajo que tienen información sobre el tema; 2) .­

Elaboración de un directorio de instituciones y personas que traba­

jan el tema; 3). DC!tectar fuentes; 4). Invl'.!scigación bibliográfica 

y de campo de tipo puntual, para el levantamiento de planeas espec,!. 

ficas que aún no hayan sido colectadas e identificadas; 5). Elabo­

rar fichas de trabajo¡ 6). Sistematizar la información; 7). Realiz!!_ 

ción de monografías por planta¡ 8). Elaborar ensayos introductorios, 

mapas y glosario; 9). Redacción de texto definitivo. 

Hasta el momento se cuenta con 25% de fichas bibliográficas, 45% de 

directorio de investigación y 20% del catálogo de plantas. 



Proyei:to: 

Area: 

Objetivos: 

Stntesis: 
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Diccionario de ln Medicina Tradicional. 

Subdirección de Salud y Bienestar Social. 

Elaborar un dicci"onnr"io de Medicina Tradicional Mexicana Actual, 

que sirva como herramienta de consulta a médicos, enfermeras y 

general nl personal de salud y sobre todo a organizaciones di! ter!! 

péutas tradicionales y a la población demandante de servicios. 

De acuerdo a los procedimientos utilizados en la antropología médi-

ca, etnobotánicn, etnohistoria, medicina y farmacolog!n, se delim! 

tarlin los diferentes campos semánticos de las prácticas, conceptos 

y creencias de la medicina tradicional. Se definirán los términos 

conforme a los siguientes rubros: a) • Recursos Humanos: parterns, 

curanderos, hueseras, rezadores, étc.; b). Enfermedades y causas -

de demanda de atención: mal de ojo, empacho, étc.; c), Conceptos -

básicos de la medicina tradicional: frío, caliente, pérdida del a]:. 

ma,iEtc. 

El propósito es producir una herramienta útil para el entendimien-

to de la basta variedad de nombres que son utlizados para dP.signar 

a los ternpéutas, padecimientos o enfermedades• 'ltl:tterialcs ternpé_!! 

tices (plantas, animales,rninerales), procedimientos y operaciones, 

rituales curativos y preventivos de la medicina tradicional actual 

en México. 

Metodología: 1), Ampliar y depurar el listado de términos originales. 2). Elab2. 

rar las fichas bibliográficas. 3). Recopilar y sistematizar la in-

formación en computadora. 5), Análisis y definición de lo termin!? 

logía. 6). Diseño y redacción general, 



79. 

COMPROMISO ESTATAL PARA EL RESPETO DE LA IDENTIDAD CULTURAL. 

En las sociedades multiétnicas se debe siempre actuar según criterios que, en --

principio al menos, afit'men la igualdad de derechos culturales entre los diferen-

tes grupos étnicos. "El Estado tiene la evidente obligación de formular y de po-

ner en práctica una política cultural que, entre otras cosas, cree las condicio--

ncs necesat'ins para la coe~istencia y el desarrollo armonioso de los diferentes -

grupos étnicos que vivan en su territorio, ya sea en virtud de disposiciones plu-

rnlistas que garanticen la no injerencia de un grupo en et.ro, ya sen en virtud de 

otros progrnmas que gnr::mtken oportunidadcA iguales y reales para todos11 • (1). 

Un factor principal que ha permitido la sobrevivencia de los pueblos indígenns y 

tribales nnte los ataques persistentes que sufren por parte de la sociedad domi.--

nante es su coherencia interna. su orgnniznción sociol, as{ como el mantenimiento 

de sus propias tradiciones. leyes y costumbres, incluso la autoridad política lo-

cal. 

La personalidad definitiva de los t•Ueblos indígenas no sólo es cuestión de lengua 

y otras expresiones culturales, sino el resultado de la reproducción social permn-

nente del grupo a través del funcionamiento de sus propias instituciones sociales, 

pol{ticas y frecuentemente también religiosas. Existen excepciones, por supuesto, 

y en términos generales podría decirse que los pueblos indígenas y tribales que --

pierden sus instituciones sociales, también perderán a largo pln::o su identidad -

n pesar de divisiones y conflictos internos o la dcsgregación de las institucio--

nes tradicionales. Sin embargo, por lo general el mantenimiento n lo largo del -

tiempo de la identidad étnica y cultural está estrechamente vinculada con el fun-

cionamicnto de lns instituciones sociales y públicas. 

(l) RodolCo Stnvenhagen. Los Derechos Indígenas. "Nuevos Enfoques•.'. UNAM. M~ 

xico. 1991. P.P. 446-448. 

t~\h 
~l\ua 
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J.os p\leblos indígenas han exigido que sus instituciones 11?go.les y políticas erad,! 

cionales sean reconocidas por el Estado. El proyecto de Declaración Universal so 

bre Derechos Indfgenaa lo establece claramente: 

El derecho a participar plenamente en la vida poU'.tica, económica y social de su 

Estado y a que su carácter específico se refleje debidamente en el sistema jur!d.!. 

co y en las instituciones políticas 1 

de las leyes y costumbres indígenas. 

la debida consideración y reconocimiento 
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IV. LA PR.OCURACIOH DE JUSTICIA DEL INSTITUTO NACIOKAL INDIGENISTA. 

A. A N T E C E D E H T E S. 

1. LA CIJBQUISTA. 

Antes de la conquista de México a manos de los espo.ñolcs, existía 11 El Imperio de 

los Grandes Lagos" (los Nahuas) que tentan sojuzgados a muchos pueblos de dif~ 

rentes formas en el hablar (lenguas); 11 cuiindo llernlin Corté:t llegó a las playas 

de lo que hoy es Veracruz, en l521, no vino a explorar una nación; tampoco vino -

a explotar un solo pata, un solo estado; se encontr6 con un estado multinacional, 

formado por Tlaxcaltecas, por los del pueblo de Huejotzingo, por Mayas, Totonacas; 

pueblos que actualmente conocemos como Jalisco y Nayarit; !'un pueblo lleno de na­

cionalidades oprimidas". (1) Oprimidas desde entonces. 

1 En la época de la Colonia, la labor de los frailes fué n favor de los ind!genns • -

siempre para educarlos y evangelizarlos, Pero no obstante esa generosidad de edu-

cadores y clérigos. no se puede decir que en el virreinato el régimen pol!tico hu­

biere sido favorable n los derechos económicos, sociales, pol!ticos y de justicia 

de loa ind!genns 1 
, (2) Tampoco en la Independencia, 

3. VIDA HIDf.PENDIY.NTE. 

A pesar que en el movimiento de Independencia los ind!genns participaron con mucho 

valor en la lucha por un México libre, nunca fueron tomados en cuenta como parte 

de una responsabilidad del Gobierno, para mejorar sus condiciones de vida, 

(1) Vicente Lombardo Toledano. Discurso pronunciado en el Congreso de Plitzcuaro, 

Hichoaciin. México. 1940. 

(2) Ibidem. 
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11. LA PRIKERA 1.EY AGRARIA. 

Con una nueva fuerza, la de los ca1npcsinos, los indígenas vieron {ortnlecidos sus 

derechos; con la Ley Agraria del 6 de enero de 1915, se pone en marcha la lucha -­

contra el latifunillo y contrn todas las forma!l de tenencia de ln tit!rra en pocas 

"Es entonces cun.ndo comienza lo Revolución Agraria en México, ·cuando loi-; 

problemas indígenas comienzan a ser ya no sólo una simple aspirnción, de simples 

prop6sitos •.. ". (l). 

A partir de esa fecha, los grupos ind!gcnas son tomados en consideración para co­

menzar a lograr su dC!sarrollo y el respeto n sus derechos culturales. Se dii ini­

cio también al pensamiento y a las acciones indigenistas que posteriormente die-­

ron lugar a una nueva polí.tica de Gobierno, que pensara con mayor pro[undidad y -

respeto, Pn ln conformación multiétnicn y pluricultural' de nuestra nación. 

(1) Vicente Lombardo 1'olednno. Discurso pronunciado en el Congreso de Pátzcunro, 

Michonciin. México. 1.940. 
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ll. PRECEDENTES DE LA PROCURACION ESTATAL DE JUSTICI.A INDIGENA. 

!..;). política lndigl!nisc:a de nuestro pats en materia de justiein, desde sos inicios, 

se centró principalmente, en el pt:'oblcma de tentmcin de la tierra; L'l problema de 

tenencia di! la tierra na Sl! !.nieló con la cn~.o.ción dt!l lNI, como tnmpoco In acción 

indigenista se inicia con la fundnción del Instituto. La primera se dli n partir 

del despojo que sufrieron nuestros nntcp.1sados cuando les arrebataron sus ticrrns; 

lu segunda, al triunfo del movimiento revolucionario. La propia Constitución de 

l9l 7 señala la acción ngraria de restitución de til!rras comunales a los grupos i!!, 

<l!gcnns. 

El período histórico importnnte para México ocurre en el Gobierno del Gcne1al LS­

zaro Cñrdenas, en el que se npoyü " ••• un principio de respeto a In peculiar fiso­

nom'!a histórica y regional de las comunidades,,. y una notable cnpacidad parn el 

avance en las formns de orgnniza.ción aocial en virtud de su concepción cornunita.-­

ria, no indi.vidu11l1stu, de ln propiedad ••• ". (1). 

Después del régimen del General Lázaro Cñcdcnas > los Gobiernos que le siguieron -

fueron también inspirados en los postulados de la Revolución Mexicana, principal­

mente en la lucha agrnria, 

l. LA DEFENSA DE LOS DERECHOS INDIVIDUALES Y SOCIALES DE LOS INDlGENAS. 1976. 

Durnnte el Gobierno d~ Lópe:z Portillo, la política indigenista sobre la procura­

ción de justicia para los ind!gl!nns, se basó principalmente ~n el nspl!cto, tam­

bién, de tenencia de la t.ierrn. Siendo sus objeclvos ~spec{ficos los siguientes: 

(2). 

(1) Ignacio Ova.lle. "lNl 30 Años Después". Instituto Nacional Indigenista, -

Mé::dco. 1978. P.10. 

(2) Josi! López Portillo, Primer Informe de Gobierno. Méxic:o. lo. de septiem­

bre de 1977. 
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l. Investigar la problemática agraria en las regiones interétnicas. 

2. Capacitar a miembros de los grupos étnicos en materias de legislación )' tr!_ 

mitación agraria. 

J. Proporcionar asesoría legal a los ejidos y comunidades de las regiones inte!, 

étnicas que lo soliciten. 

4. Realizar una acción sistemática encaminada a asegurar a los ejidos y cornun! 

dades indígenas el derecho sobre la tierra en general e impulsar en los di­

versos niveles administrativos el desarrollo de la reforma agraria. 

La confirmación y titulación de bienes comunales hasta la fecha no se ha podido t',.! 

gulnriznr; existen expedientes con acciones agrarias no concluidas, como por ejem­

plo resoluciones presidenciales ejecutadas parcialmente, 

2. PROGRAMA DE DEFEHSORIA Y ASESORIA DE PRESOS lNDIGl!llAS. 1984. 

Con Miguel de la Madrid como Presidente de México, se inicia una nueva etapa en la 

pol!tica indigenista con respecto a la procuración de justicia. En septiembre de 

1984 se dá comiunzo en el lNl a las acciones del Programa de Defensoría y Asesoría 

de Presos lndigenas, 

Sin hacer a un lado la atención al problema agrario, comienza una nueva etapa en -

la procuraclún de justici<t c"n la acción directa de los abogados contratados expr2_ 

fcso, para la defensa de los procesados o sentenciados indígenas. Este es el nnt~ 

cedente inmediato anterior al Programa de Procuraciún de Justicia del INI en el -­

presente rt;gimen, en el cual se contemplaban las siguientes acciones. (1), 

l. Atención a los indigenas desde el inicio de ln averiguación previa. 

2. Centrar el apoyo jurídico en la defensa directa de los indiciados, inculpa­

dos o bien sentenciados indígenas. 

(l) Programa de Defensoría y Asesoría de Presos Indígenas, Instituto Nacional -

Indigenista. México. 1984, 
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3. Encaminar todo el esfuerzo y experiencia, para defender el derecho que -­

frente a la ley tienen en igualdad de circunstancias los indígenas. 

4. Tramitar todo tipo de libertades; desde la previa o bajo las reservas de ln 

ley ante el M. P., hasta la absolutoria ante el Organo Jurisdiccional. 

5. Proporcionar un estudio técnico a los expedientes de sentenciados indígenas, 

con el propósito de tramitar indultos. 

6. Llevar ln causa defendida hasta otras instancias (apelación y/o amparo). 

Independientemente de las acciones ya mencionadas en m.atcria penal, estaban las -

de los derechos agrarios (asesorin y gestión en asuntos de bienes comunales, ast 

como la formulación de la opinión del INI en los expedientes agrarios) n favor de 

l.as étnins, que eran atendidas en igualdad de circunstancias por la Subdirección 

Jurídica y de Gestión del lNl, a la cual estaba adscrito el Programa de Dcfenso-­

r!a y Asesor{n de Presos Indígenas. 
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C. POLlTlCA ESTATAL EN LA GESTION DEL PRESlDF.NTE SALINAS SOBRE PROCURACIOH DE 

JUSTICIA INDIGEHA. 

l. BASES PARA LA ACCIOH .. 

11 El Programa de Justicia para los Pueblos Indígenas de México, apoyado por la Co­

misión Nacional de Justicia pnrn los Pueblos Indígenas de México, Organo Consulti­

vo del Instituto Nocional Indigenista conformado por destacadas personalidndei;; de 

la sociedad; fue instalado por el Presidente de la Repúb1ica el 7 de abril de l989, 

el cuál se desenvuelve en varias dimensiones integradas"! (l), 

El estudio y .recomendación para promover la adecuación del marco regulado, -

tendiente a reconoce't' los derechos específicos de los pueblos indígenas y --

propiciar activamente su cumplimiento, as{ como para eliminar cualquier priíc 

ti ca discriminatoria. 

b. Ln formación de defensores indígenas y de traduccore"G; el apoyo a la forma­

ción pennanente de servicios de defensoría y asesoría en las regiones indtg~ 

nas, sobre todo en los campos penal, agrario, laboral y civil. 

c. La integración de brigadas de conciliación agraria para la atención del rez.!!. 

go y la superación de los conflictos internos o intcrcomunales. 

d. La prestación directa Jt! servicios de tti:;eRoría y defcnsorfa. Entre estas -

acciones destacan la promoción de la liberación de presos indígenas. 

La coordinación de esfuerzos con programas públicos y organizaciones de la -

sociedad en beneficio de los pueblos indígenas mediant~ convenios e instan-­

cias permanentes de cooperación. 

En el programa de Justicia participan el Programa Nacional de Solidaridad y el --

(l) Palacio Nacional. "Comisión Nacional de Juaticia para los Pueblos Indígenas 

de Méx:f.co". México. 7 de abril de 1989. 
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Instituto Nncional Indigenista, y a nivel de coordinación las Pt.·ocuraduríns del 

Distrito Fcdera1 y de las Entidades Federativas, la Comisión Nacional de Derechos 

Humanos, la Comisión Nacional de Justicia para los Pueblos Indígenas y sus filia­

les estatales. 

"El Programa Nacional de Solidaridad fue planteado comn un instrumento económico­

organizativo, para el combate frontal a la pobreza dirigido íundamentnlmente a -

los grupos en esta condición extrema; una parte importante de este sector social 

incluye a los más de 9 millones de ind!genns del pa!s". (1). En virtud de que 

estas situaciones de extrema pobreza son consecucmcia de complejos procesos his­

tóricos y condiciones estructurales, la primera tarea de la Comisión de Justicia 

para los Pueblos lnd!gcnas fue la de elaborar propuestas de modificación a la -­

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tendientes n cambiar el -

marco jur!dico nacional para alterar la situación de desventaja de los indígenas; 

lo cual condujo a las Reformas del Artículo 4o. y 270. de la Constitución Pol!t! 

en de los Estados Unidos Mexicanos. 

2. LA RESISTENCIA INDIGEHA .. 

11A partir de que la lucha indígena comie"nzn a cobrar fuerza, a constituir formas 

de organización independientes, pero sobre todo, insertarse en el movimiento so­

cial del pa!~ •], desde ah!, c:ii:igir su reconocimiento ~orno sujetoR de su propio -

destino y con una identidad propia, el Gobierno inicia la reedificación de su p~ 

lítica indigenista11 • (2). 

(l) Acciones de la Dirección de Procuración de Justicia. l989-1992. lNI. M_! 

xico. 1993. 

(2) Sergio Sarmiento Silva. Lucha Indígena y Pol!tica Indigenista. "Nuevos -

Enfoques 11
• UNAM. México. 199L. P.414. 
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En la actualidad, al interior de los grupos étnicos existe una conciencia de des.! 

rrollo y de justicia; han comenzado a plantear sus propias inquietudes en deman­

das para intervenir en la elaboración de los proyectos de trabajo de la política 

indigenista del pats. 

Estas demandas constantes han influido para que a partir del presente régimen se 

revisaran y replantearnn sus postulados teóricos anteriores para orientar la ac­

ción hacia una pol!ticn de participación de los indígenas. 

La finalidnd de la procuración de justicia en la nueva política indigenista, se -

sitúa en la participaci6n conjunta Gobierno-Etnias para el ejercicio y respeto de 

sus derechos ante los Organos Jurisdiccionales, Procuradurías y Dependencias en­

cargadas de ndministt'ar justicia. Los propios indígenas participan en los proce­

sos judiciales en calidad de intérpretes o traductores, así como en lns acciones 

de gestor!n ante otras entidades de Gobierno. "Su nuevo enfoque es el de un ind! 

genismo part.icipativo", (1). 

Debido a la belige't'encia del movimiento indtgena y al contenido polttico de sus -

demandas, el Gobierno se ha visto obligado a conferirle una gran importancia a la 

política indigenista ya que ésta tenderá a conve't'tirse en el modelo de participa­

ción. 

Todas l:is acciones de la política indigenista dubi.n contencT' 11nn orientación y -­

una metodología que promuevan la capacitación de .sus participantes, as! como de -

los agentes de las instituciones públicas que presten sus servicios. Dicha capa­

citación no se refiere a la sola t't'ansmisión unilateral de conocimientos y técni­

cas, sino a su intercambio e[ectivo y 't'CSpetuoso para elevar los conocimientos y 

habilidades del conjunto. 

(1) Natalio Hernández, La Nueva Política Indigenista. 11 1NI 30 Años Después11
• 

Instituto Nacion.il Indigenista. México. 1978. P.167, 
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Los propósitos y políticas indigenistas deben contribuir a eleVa't' ln capncido.d -

para actualizar el potencial de desarrollo de los pueblos indígenas, de tal modo 

que la meta propuesta se traduzca crecicntemente en programas y proyectos via-­

bles 1 como objetivos precisos y concretos, y con capacidad autónoma de crecimie.!! 

to y reproducción para el aumento sostenido de los niveles de producción, ocupa­

ción y bienestar en el medio indígena. 
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D. BASES JURIDICAS DE LA PROCURACIOH DE JUSTICIA lNDIGEKA. 

Desde la creación del Instituto Nacional Indigenista surgió la necesidad de apo­

yar la vieja demanda de los pueblos y comunidades indígenas en cuanto a pro­

blemas de justicia. Por lo tanto, para no contravenir con la esfera de competen­

cia de las autoridade!i encargadas de ello, C!l INI siempre ha fundamentado sus ac­

ciones de trabajo dcntru del marco jurídico vigente, que le permite a su vez apo­

yar en cuanto a justicia se rufiere, a los núcleos indígenas del pnts. 

La actual polí.tica indigenista en relación a la procurac.1ón de justicia, ha abie.E 

to espdcios nuevos en la legislación mexicana, a saber : 

l. La Reforma n.l Art. 4o. de la Constitución PoUtica de los Estados Unidos M~ 

xicanos, 

2. Ley Federal de Rcíorma Agraria (aún vigente), y; 

3, El Convenio 169 de la Orgnnizadón Internacional del Trabajo (OlT) • ratifi­

cado por el Senado de la República. 

l. DECllETO QUE ADICIONA fil, ARnC.'Ul.0 /10. DE LA CONSTITUCION POLtnCA DE LOS ES­

TADOS UNIDOS KKllCAllOS. 

En la iniciativa da Ley, que el Pretiltl\.!ntc S;ilinnFI de Cortar! presentó al Congre­

so de la UnUin, entre otras ca.:rns expresó : 

Hoy estamos aiendo testigos de cómo la dimensión étnica y cultural omitida y su­

mergida se vuelve fact.or decisivo en el destino de estados y naciones. La plura­

lidad cultural es consustancia a la democracia, por lo que no puede ni debe sOsl_!! 

yarsc. Por eso proponemos que la vidn democrática de la Nación se enriquc::cn con 

el reconocimiento de la diversidad cultural como sujeto de libertad e igualdad. -

Para \?llo nos apoyalllQs en el firIDc cimiento de nuestra Constitución Polttica, que 

postula la just.icia, la libertad y la democracia como aspiraciones supremas y fo! 

1lUl de vida de la nación. 
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El C~nstituycnte de 1917, consciente de la deuda histórica con los pueblos ind!g~ 

nas, legisló para restituir ln posesión de la tierra injustamente despojada a las 

comunidades indígenas. También estableció que los núclí!os que guardaban el cata­

do comunal fueran reconocidos y titulados. Esas decisiones sentaron las bases -

del indigenismo del Estado mc:x:icnno. 

A partir de entonces los Gobiernos dc la República han desarrollado valiosos y -

continuos esfuerzos para superar lafl bn.rrcras qu<! impiden el acceso pleno a la --

justicia para los pueblos indígenas, pl!ro también, reconocemos que no obstante -­

los cambios de mag.nitud, ~icmpo y circunstancia, todavin hay en las acciones ins!!. 

íicicncia frente a rezag0.'3 CC?ntenarios, prejuicios nrraigados a intereses que me-

drao con la pobreza y exclusión de nuustros compatriotas indígenas. La injusti-­

cia que ellos enfrentan exige una acción di!cidida y vigorosa a toda la sociedad. 

En virtud de lo nnterior, y con base? en lo dispuesto en la Fracción 1 del Art!c~ 

lo 71 de la Constitución Pol.1'..cicn de los Estados Unidos Mexicanos, me permito s_e. 

meter a la consideración del Honorable Congreso de la Unión la presente iniciat! 

va de 

DECRETO QUE ADICIONA AL ARTICULO 4o. DE LA COHSTITUCION POLITICA DE LOS E!iTADOS 

UNIDOS MEXICANOS. 

ARTICULO UNICO.- Se adiciona un primer párrafo nl Artículo 4o. de la Conetitu-

ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, recorriéndose en su orden los ac-

tuales párrafos primero a quinto, para pasar a ser segundo a sexto respectivame!1 

te, en los siguientes términos: 

ARTICULO 4o.- La nación mexicana tiene una composición pluriculturel sustentada 

originalmente en los pueblos indígenas, 

La Ley protegerá y promoverá el desarrollo de sus lenguas, culturas, usos, cos­

tumbres, recursos y formas específicas de organización social,y garanti%ará a sus 
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integrantes el efectivo acceso a la jurisdicción del Estado. En los juicios y -

procedimientos agrarios en que aquéllos sean parte, se tomarán en cuenta sus prá.s_ 

ticas y costumbres juddicas en los términos que establezca ln Ley. 

ARTICULO UNICO. El presente decreto entrará en vigor el dfo siguiente de su pu­

blicación en el Diario Oficial de la Federación. 

2. LEY DE REFORMA AGRARIA. 

El Instituto, en su acción de apoyo a los pueblos y comunidades ind{genas para la 

solución del problema de la tierra, ha enfrentado limitaciones de cariicter legal 

en virtud de no ser autoridad agraria 1 de acuerdo con la Ley de la materia en vi-

gor. 

Para trntar de superar este problema, el IN! ha tomado en cuenta algunos antcc~ 

dentes para orientar la acción y lograr espacios en la legislación vigente a fa­

vor de los indígenas: Dar cumplimiento a las diversas resoluciones de los Congr_I! 

sos lndiKenietas lnteramericanos, así como a las demandas planteadas por loe pro­

pios indígenas en diversas instancias organizativas de los mismos, 

"En 1936 se crea el Departamento Autónomo de Asuntos Indígenas. el cual funcion6 

hasta el año de 1947¡ ya en la Ley de Sccretar!ne y Departamentos de Estado de -

1939, el D1!partamc11to de AsuntoR Agrarios era una de las 14 Dependencias del Ej.!!. 

cuti.vo¡ y, en el C6digo Agrario de 1940, entre las autoridades agradas se cona! 

deraban los jefes de estos dos Depnrtamcntos11
• (1). 

En el Artículo 55 del Código de referenct.:a se indica: 11 Corresponde al Ejecutivo 

Federal, por conducto del. Departamento Agrario y del Departamento de Asuntos In-

(1) Instituto Naclonal Indigenista. 40 Años. México 1988. E)l;periencias y -

Aportaciones del nn. Juan Larios Tolentino. p,p, 185-188. 
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dígen~s, el reconocimiento y titulación de la propiedad comunal de los pueblos, -

así como ln resoluci6n de todas las cuestiones que por l!mitcs de terrenos cumun~ 

les se hallen pendientes o se susciten entre dos o más núcleos de población". 

Así también, en el Artículo 111 se precisa: " ..• Oir al Departamento de Asuntos -

lndígenns en lo relativo al otorgamiento de conccsinnes y cuando se trate de fi-

jar regolfas a favor de las comunidades11
• El Código Agrario de 1942, vigente ha:!, 

ta abril de 1971, cncomcnd:iba a la desaparecida Dirección de Asuntos Indígenas, -

dependiente de la ~ecrctaría de Educación Pública, 'la tarea de estudiar los ex.p;, 

dientes de reconoc:miento y ti.tul.ición de bienes comunales y de conflictos por l! 

mites y emitir en su oportunidad su opinión fundada 1 
, 

En la actualidad, ln Ley Federal de Reforma Agraria todav1a en vigor, señala en -

los Articulas 360 y 374, que 11
., .el Instituto Nacional Indigenista está facultado 

para emitir su opinión respecto a los expedientes de acciones agrarias sobre rec~ 

nacimiento y titulación de bienes comunales". 

Cabe decir que el Instituto Nacional Indigenista en cumplimiento de las disposici_f!. 

nes de la ley de la materia, ha venido emitiendo opinión ante la Secretaría de la 

Reforma Agraria sobre los expedientes relativos a la tenencia de la tierra que --

afectan a las comunidndes ind{genns en México. Est.:i funci6n de consultortn se r.! 

fiere a las acciones agrarias de reconocimiento y titulaci6n de bienes comunales 

y de conflictos por límites,ol través de la Subdirección Jurídica y de Gestión, y 

de la Dirección de Procuración de Justicia del INI: Misma que desde su creación 

siempre ha proporcionado asesoría y apoyo a los grupos ind{gcnas en la tramita---

ci6n de sus expedientes agrarios, hasta lograr los acuerdos respectivos en bencf,!. 

cio de dichos grupos; cabe decir además qui! Procuración de Justicia tambii!n ha --

realizado gestiones agrarias como las que a continuación se mencionan: 
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Repl~nteo de linderos, permutas, división y fusión de ejidos, dotaciones, ampli!!_ 

ciones, incorporación de la pequeña propiedad al régimen ejidal, despojo, inva-

sienes, juicios de privación de derechos agrarios, amparos agrarios, entre otras 

afectaciones a intereses ind!genas. 

El Instituto Nacional Indigenista, en todas estas acciones se ha preocupado por 

lograr que !le mantenga y consolide la integridad étnica de los pueblos y comuni-

darles indígenas, acciones que justi(tcan su participación en los asuntos en mat~ 

ria agraria. En la medida que la Secretaría de la Reforma Agral."ill esté dispues-

ta a coordinar y d~legar {unciones al Instituto, se estnrá en condiciones de am­

pliar su participación en beneficio de los ind!genns. 

Para concluir este tema, diremos, que las funcionell y acciones del Instituto Na-

cional Indigenista se hab!an venido refiriendo hasta 1984 únicamente al aspecto 

agrario: Por un lado la consultoría que estfi señalada en los Artículos 360 y --

374 de la Ley Federal de Reforma Agraria, en los asu~tos de reconocimiento y ti-

tulación de bienes comunales y de conflictos por límites, y, por otro lado, la -

asesoría a comunidades, personas y familias indígenas. Lo que demuestra, que el 

Instituto era solamente un Organo de consulta de la Secretaría de la Reforma -­

Agra~ia. 

Hoy, el Instituto muestra otras opciones de servicio en lo que a justicia se re-

fiere, no sólo plantea su participación en el aspecto agrario, sino que también 

en el penal, penitenciario, civil, laboral y la antropología jur{dica; por medio 

de la Dirección de Procuración de Justicia a partir de 1989, hoy no es únicamen-

te entidad consultora, sino participativa en la solución de los conflictos agra-

rios y problemática esencial de los indígenas. 
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3. COllVl!llIO 169 DE LA ORGAIUZACION INTERHACIONAL Dl!L TRABA.JO (OIT). 

Se t't'lltn de 1a única legislación internacional elnboruda para la defensa espccI­

fica de los Pueblos Indígenas del mundo. Tampoco se debe olvidar que se trata -

de un Convenio ratificado por el Senado de la República, y que t:iene una jcrar­

qu!a casi constitucionnl en México. 

"Dicho Convenio 169 de ln OlT sbbre Pueblos Indígenas y Tribales en países ind.!_ 

pendientes, aprobado en su ratificación por el Senado de la República el 11 de -

julio de 1990, mismo que informó al Presidente de 1n República tal decisión y -­

ést:e. e:Kpidi6 un decreto, el cual se publk:ó el 3 de agosto de 1990 en el Diario 

Oficial de la Fcduracii5n11
• (l), 

(1) Instituto Nacionnl Indigenista. Derechos Indí.genns. Lectura Comentada -­

del Convenio 169 de la OIT. México. l99L P.22. 



96. 

E. INSTAURACION DE LA DIRECCION DE PROCURACION DE JUSTICIA. 

El Instituto Nacional Indigenista (!NI), dependencia del Gobierno encargada de i,!!! 

plementnr la pol!tica indigenista, canaliza una parte importante de los recursos 

del Programa Nacional de Solidaridad a los grupos indígenas, y utiliza otra parte 

de estos recursos para la ejecución de sus programas estrati!gicos. 

En atención a las demandas de justicia de los pueblos indígenas se creó en el INI, 

y, al inicio de la administración, el Programa de Procur.:ición de Justicia, como -

el instrumento operativo de la Comisión de Justicia para los pueblos indígenas. 

1.. PRINCIPIOS DE I.A POLITICA INDIGENISTA DE PROCURACION DE JUSTICIA. 

De mnnern congruente con los postulados del Programa Nacional de Solidaridad, 

principios de desarrollo social a nivel nacional y con los plantca.mientos genera­

les de política indigenista que norman la acción institucional, están los princi­

pios siguientes: 

l. Participación de los pueblos y de las comunidades indígenas en la planifi­

cación y ejecución de los programas de la Institución; 

2. Transferencia de funciones institucionales a las organizaciones y colecti­

vidades indígenas, instituciones públicas y grupos de la sociedad civil i.!l 

volucrados y comprometidos con la acción indigenista. 

3. Coordinación con instituciones, federales, estatales, municipales y de la 

socil!J.aJ, y con uq~.in!z •. u.:.lonl!s !ntti.rnaclonall!ti. 

En el área de justicia los anteriores principios tienen una interpretación espe­

cífica que caracterizan an forma muy general las acciones que se llevan a cabo,­

ª saber: 

1. Las dirigidas a atenuar las condiciones de desigualdad ante la Ley de los 

pueblos indígenas, mediante la elaboración y promoción de propuestas le­

gislativas y apoyos procesales; 
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2) • Las destinadas a fomentnr la capacidad de autodefensa de las comunidadcs,­

grupos e individuos ind!gcmas; y 

3) Las que persiguen impulsar la coordinación con ot.ras instituciones de go­

bierno; grupos de la sociedad civil y nrgnnismos internacionales parn bus­

car la vigencia efectiva de los derechos ind!gcnas. 

Para implementar las anteriores líneas de acción y convertirlas en resultados co!l 

cretas, el Programa de Procuración dt: Juotlcia dió inicio en 1989 con doi; áreas -

de trabajo: Ln primera orientada al ámbito penal y la segunda al de la nntropol.!?_ 

gía jurídica. 

En lo que se refiere a la operación del área penal, básicamente se llevaron a ca­

vo acciones de defensoría y asesoría iniciando la elaboración de un Censo Peni-­

tenciario a través del cuál se diagnosticarla la problemática sobre la situación 

de los presos indígenas del país, 

En relación con Antropolog!a Jurídica. 11
., .se iniciaron actividades vinculadas a 

generar unn propuesta de reforma para el reconocimiento de los Pueblos Ind!gcnas 

y, se fomentó la capacitación para la autodefensa de los mismos, principalmante 

n través de ln elaboración y difusión del Manual 1 Donde no hay Abogado' y de la 

investigación sobre normas y prácticas jur!dicas de los pueblos ind{genns". (1), 

El mayor reclamo de los pueblos ind{genas es el de justicia. La demanda de justi­

cia tiene un sentido amplio y se refiere al acceso en términos igualitarios a la 

jurisdicción del Estado mexicano; reclaman: (2). 

l. Una honesta, eficaz y generosa impartición de justicia, que garantice el -

respeto irrestricto a las garantías individuales y sociales. 

(1) Dirección de Procuración de Justicio, Subdirección de Antropologfa Jur!di­

ca, INI. México. 1989, 

(2) Programa Nacional de Desarrollo de los Pueblos Indígenas. 1991-1994. INI. 

México. 1990. P.30. 
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2. El reconocimiento de su especificidad étnica y cultural en todos los ámbi­

tos. 

3. Uno justicia que les permita superar ln desigualdad que los afecta y ejer­

cer en paz y con libertad su potencial de desarrollo, conforme a su propia 

elección. 

4. Lo igualdad que las leyes afirman y que la realidad contradice con frecuc.!!. 

cia. 

S. Demandan justicia social en el sentido consagrado de la Constitución y sol! 

citan lo acción permanente, eficaz y del.ibcroda de las institucincs para pL·~ 

mov1:?rla. 

2. DEF1KlCIOH DE AREAS. 

El trabajo del área de justicia del IN! ha tenido como propósito general lo aper­

tura de nuevos espacios que los pueblos ind{genas puedan emplear para ampliar -­

sus posibilidades de hncer realidad la justicia. 

Las acciones que el INI ha desarrollado para complementar las áreas de la Direc-­

ción de Procuración de Justicia n partir de 1989 dentro de la presente administr~ 

ción, las podemos centrar en un rubro principal: "La reforma constitucional del 

artículo 4n. ". Así también, sin ser menos importantes, continuan otras acciones 

como la elaboración de propuestas de reformati a 1.1 normatividad del registro ci­

vil en los estados, la clnbornción de propuestas pnrn que la ley incluya el con­

cepto de lugares sagrados, los convenios con dependencias de materiales para 

difusión, el apoyo a asociaciones civiles• y, las gestiones ante autoridades di-

versas. 

Por lo anterior, ha sido pertinente la creación de nuevas áreas dentro de la Di­

rección de Procuración de Justicia del INI, n efocto de conectar lns nctividndes 
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de la~ mismas con otras como por ejemplo con las asambleas de organizaciones y -

los Consejos Directi.voR de los Fondos Regionnles de Solidaridad, 

Cada uno de los esfuerzos de ampliación de nuevas posibilidades de acción tient:!n -

un nivel propio de desarrollo y/o consolidación: Por ejemplo considérese QUtl loe 

asuntos penales permiten acercamientos muy die tintos de los que permiten los asun­

tos agrarios; o que los asuntos penales en el ámbito federal permiten acercamien­

tos muy distintos a los de los ámbitos estatales o que los asuntos penales en pro­

ceso permiten acercamientos distintos a aquéllos en que se ha dictado sentcncin. -

Considérese, por c~emplo, que existen casos en que participan organizaciones expe­

rimentadas• mientras que en otros casos participan organizaciones de reciente for­

maci6n, o que la experiencia política de unos FRS es nmplin 1 mientras que en otros 

es incipiente. 

Lo expuesto en el párrafo inmediato anterior, sugiere que las formas en que habrán 

de conectarse las acciones de procuraci6n de justicia con los FRS tendrán que ser 

diversas• por lo tanto fue necesario deíinir l.aa áreas de la Dirección: (l). 

a) Subdirecci6n de Asuntos Penales. 

Quien entre otras acciones, tiene la de elaboración de censos penitenr.iarios 

de pre1Hlfl indígenas, los cuales ae .actualizan cnda 4 meses tanto en el Dis­

trito Federal como en provincia¡ as! tambiún la defensoría jurtdicn de proc.!:_ 

sados y sentenciados ind!genas, tanto en ul aspecto local como en el fuero -

federal. Acciones con otras instituciones de Gobierno parn buscar la firma 

de convenios como las Procuradurías de Justicia, las lHrecciones de Preven-

ción y Readaptación Social, y los Tribun:l]e¡:; Superiores de Juscicia; as{ .. -

como con la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CITTlH), 

(l) Guillermo Espinosa Velasco. "Elementos de la Dirección de Procuración de -

Justicia". UU. México. 26 de septiembre de 1991. 
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b) Subdirección de Asuntos Agrarios. 

La colaboración entre la Secretarla de la Reforma Agraria y el INl para la 

conciliación agraria, financiada con presupuesto INI-SOLIDARIDAD, produjo -

los siguientes resultados: Se establecieron en Oaxnca, Chihuahua, Hidalgo 

y Veracruz Brigadas de Conciliación Agraria. Entre otros aspectos está el 

Convenio de cc>crdir,ación operativa entre el INI y la Procuraduría Agraria; 

así también en la misma línea con los Tribunales Agrarios. Por lo que atañe 

n las acciones derivadas con las coordinadoras Estatales y los CCI del IN! 

en la República, éstos han coadyuvado en el diagnóstico agrario a nivel na­

cional; que ha permitido llegar al conocimiento general de la problemática 

agraria en el pn!s, la cual afecta a la mayoría de la población indígena -

de las 56 étnias que existen en nuestro territorio. 

c) Subdirccci6n de Antropologtn Jurídica. 

Con la tarea de llevar a cabo el l!lanual 1 Dondc no hay Abogado', dentro de -

la difusi6n jurídica que se ubica como una de las actividades da esta Sub­

dirección. En el aspecto legislativo tiene contemplada otra tarea: Defi­

nir propuestas en los cambios a la ley, y en su forma jurídica específica: 

Otro aspecto importante de esta área es su proyecto de 1 los traductores in­

dígenas' 1 quienes ya tienen presencia en las Procuradurías y Organos Juri!! 

diccionalcs. 

d) Subdirección de A1:iuntos Laborales, 

El Programa Nacional de Solidaridad con jornaleros agrícolas es uno de los 

proyectos de trabajo que desarrolla la presente área, quien lleva a cabo la 

difusi6n de lo que la Ley del Trabaja ~stablece, 

e) Subdirección de Registra Civil. 

La Secretaría de Gobernación no !iOlnmente ha firmndo con el INI un convenio 
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• intcrsccrctarinl, sino que también ha autorizado la realización de compañas 

de registro civil en condiciones que favorecen a.l indígena. Por lo tanto, 

la Subdirección que se menciona tiene como propósito registrar n la pobln­

ción ind!gcna con un mnnejo responsable de la informnción y su papel con-­

siete además en el de financiar y coordinar los apoyos para que lns Direc­

ciones de Registro Civil en los Estados realicen las campañas con suficil!!!. 

te amplitud, precisión y oportunidad. 
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V. PROGRAMAS DE PROCURACIOH DE JUSTICIA ESTABLECIDOS POR t.1. INSTITUTO NACIONAL 

lHDIGEKIS'rA. 

En el devenir de los cambios que ha experimentado la Procuración de Justicia del 

HU, se encuentra: El reclamo de los pueblos indígenas por el reconocimiento ju­

r1dico de su presencia actual e histórica; la liberación de aquellos presos indí­

genas; as! como la solución de sus problemas de tenencia de la tierra. 

En la actual.idad, sus programas se encuentran definidos por áreas de acción, y C,!!. 

da una, con sus rcspccti':'OS proyectos de operación. "En el aspecto de justicia -

jur!dica el Instituto Nacional Indigenista desarrolló durante la administración -

1982-1988 algunas experiencias piloto para la liberación de presos, y para la -

atención de casos agrarios; y a partir de esa experiencia sE:: crea en la Adminii;­

tración 1988-1994 ln Dirección de Procuración de Justicia ... 11
• (1). 

Los programas de Procuración de Justicia, han sido destinados a ofrecer un mejor 

servicio a los grupos ind!gcnas de México, y pnrn ampliar considcrablemnte sus -

acciones, se distribuyeron de la manera siguiente: 

L Asuntos Penales y Penitenciarios. 

2. Apoyo al Registro Civil en Zon.!ls Indígenas. 

3. Programa de Atención a Conflictos Agrarios. 

4. Acciones de Antropología Jurídica. 

5. Recomendaciones en Materia Laboral. 

Procurar la justicia es una frase corta, pero de gran contenido, que no se justi­

fica de manera alguna con una labor rutinaria, ni con una actitud cómoda; sino -­

que debe ser dinámica para servir a los grupos indígenas de México. 

(1) "El. Instituto Nacional Indigenista y la Promoción de la Justicia para los -

Pueblos Indígenas de Héxico 11
• INl. SEDESOL 1 SOLIDARIDAD. México. 1993. -

P.P. 91-92. 



103. 

A. ASUNTOS PEHALF.S Y PENITENCIARIOS. 

Por instrucciones del Presidente Salinas de Gortari, el Programa de Procuración -

de Justicia adquiere una dimensión propia entre las tareas centrales del Institu­

to Nacional Indigenista. Baste recordar que; " ••. el acceso a una justictn exped_! 

ta y generosa no sólo repararía una injusticia histórica sino que constituye una 

condición y un prerrequisito paro el desarrollo de los pueblos indtgenas". (1). 

La Dirección de Procuración de Justicia del INI. comenzó a laborar en abril de --

1969 dentro del marco del Programa Nacional de Solidaridad; sin embargo, uno de -

sus proyectos denom:nado "Defensoría Jur!dicn", tiene sus antecedentes inmediatos 

en el Programa de "Defensoría y Ascsor!n a Presos lnd!gcnas 11 auspiciado por el -

!NI en el sexenio inmediato anterior. El otro proyecto se denomina Censo Penite!!. 

ciario: Actualización, asesoría y gesti6n. 

t. ASPECTOS GENERALES. 

Uno de los fines primordiales del Programa de Procuración de Justicia lo constit~ 

ye la defensor!a jur!dicn de presos indígenas, para lo cunl se han implementado -

acciones que dieron como resultado la libera.e ión de 65 7 presos indígenas en toda 

la República hasta el mes de julio de 1989. 

Por cuánto hace al aspecto penitenciario de procuración de justicia, en sus acciE_ 

nes se realizon censos en las cárceles del país y su actualización, mediante la -

colaboración de los Centros Coordinadores Indigenistas (CCl) Uu los El:;tildos. 

2.. APOYO PEHlTENCIAlUO, ASESORIA Y GESTION. 

El lNl realiza censos dentro de las cárceles del pa1'..s cada cuatro meses, con el 

fin de tener actualizado el número de indígenas privados de su libertad. Dicho -

proyecto lo realiza Procuración de Justicia del INI con la colaboración de sus --

(1) Arturo Warman. ºBoletín Indigenista'1. Núm. l. Ull. México. Junio-Julio 

de 1989. P.8. 
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coordinadores indigenistas de toda la República; contando además para ello con -­

la decidida participación de apoyo de las Direcciones de Prevención y Readaptación 

Social y autoridades carcelarias de cada Entidad Federativa. 

A partir del conocimiento exacto de indígenas presos, el INI se avoca a dirigir -

sus accionl!s dC! trabajo para cada caso concreto; por lo tanto ha implementado --­

las siguientes: (1). 

a. Asesoría jur1'..dicn a procesados y sentenciados. 

h. Gestión de preliberaciones, dentro del Programa de Libertad Anticipada. 

e, Gestión de la libertad preparatoria, de acuerdo a las modalidades de las l~ 

yes locales, federales y del Distrito Federal. 

d. Gestión de la libertad condicional. 

e. Gestión de la libertad protestatoria de primodeli.ncuentes. 

f. Gestión de traslados de presos indígenas de un penal a otro penal. 

En relación al último punto, cabe mencionar que el IN! comen~ó a realizar las ge!!, 

tiones pertinent.es en beneficio de indígenas presos que solicitan su traslado a -

cárceles cercanas a su lugar de origen, con el propósito de evitar aunque sea con 

esas limltantes, la desintegración famili.nr. 

J. DEPENSORIA A PRESOS lNDIGENAS. 

La Subdirección de Asuntos Penales de Procuración de Justicia del !NI, mediante -

el Programa de Defensoría Jurídica atiende los rubros siguientes: (2). 

a, Defensoría directa a indiciados y procesados indígenas. 

b, En algunos casos cubre las fianzas caucionales p.nra las libertades provisi~ 

nales, 

(1) Programa de Apoyo Penitenciario. Dirección de Procuración de Justicia. -­

!NI. México. 1992. 

(2) lbidem. 
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Apoya con el servicio de t'l"aductorcs ind{gcnas en las diligencias judiciales. 

d. Lleva a cabo coadyuvancias con el Ministerio Público, en caso de que la vic­

tima sea ind{gena. 

El ejt!rcicio de la dc(cnsorfo indígena 

le el apoyú jurídico directo desde que 

los procesos pennlcs, equivale a brinda!. 

tiene conocimirnto de su causa. Por ---

ello se ha instrumentado un sistema de di?tccción y defcnsor!a desde el momento en 

que es detenido con el fin de apoyarle desde un principio. El siotcma de detección 

de indígenas con problemas jurídicos se ha implantado en el Distrito Federal, me­

diante la coordinación de Servicios a la Comunidad de la Procurai.lur{a General <le -

Justicia del Distrito Federal, y, los titulntes de los Organos Jurisdiccionales -

en materia penal del Distrito Federal y área conurbada del Estado de México. 

La coordinación con otras instituciones del Estado y de la sociedad, planteada co­

mo la !orm.'1 normal y deseable en el trabajo indigenista. Mediante la coordinación 

de esfuerzos múltiples se fortalece la acción del INI, 

4. CONVY.NIOS CELEBRADOS CON OTRAS DEPENDENCIAS. 

Uno de los principales objetivos del Instituto Nacional Indigenista, es el de pro­

mover la celebración de Convenios con las diversas Autoridades tanto Adninistrati­

•.•::is cC'lmo Judiciales, que conozcan de los asuntos donde intervengan indígenas, ya 

como presuntos responsables, sentenciados o víctimas de algún delito. 

PROCURADURIA GENERAL DE LA REPUBUCA. 

El Instituto Nacional Indigenista y la P.G.R., llevaron a la (irma en 1990 un Ca!! 

venia con los propósitos siguientes : (1). 

1 J Informar al Instituto, en cuánto el Ministerio Público Federal tuviera con_5!. 

cimiento de ind1genas a disposición de esn Representación Social, en culi-

(1) Informe de Trabajo de la Subdirección de Asuntos Penales. ua. México. -

1991. 
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- dad de presuntos responsables de la comisión de algún delito, a efecto de -

estar en condiciones para ofrecer la asesorta o defensa jur!dica desde la -

averiguación previa. 

2) Crear un Programa de Traductores: Por medio del cual el !NI apoyará al Mi­

nisterio Público Federal, para dar cumplimiento al Articulo 28 del Código -

Federal de Procedimientos Penales, que establece el a.uxilio de un traductor 

cuando el indigcna monolingüe esté a su disposición. 

Por otro lado, el INI ha priorizado la revisión <lt! la situación que guardan los -

internos procesados por delitos federales (porque constituyen el 14.4% del total 

de la población ind!gena recluida), Vt!t' Anexo l. Dichas revisiones consisten en: 

a) Agilizar los procesos ante el Poder Judicial. 

b) Solicitar al Poder Judicial el sobreseimiento de casos (Articulo 298 del C~ 

digo Federal de Procedimientos Penales). 

e) Evitar la apelación del Ministerio Público Federal en las sentencias favor!! 

bles dictadas a acusados indígenas. 

Las actividades de concertación en el rubro de Convenios de coordinación operati­

va eñ materia penal, ha llevado a que hasta 1993 se hnyan firmado 24 en diferen-­

tcs Estados <l~ la Rcpúblicn Hexicnnn. 

b.. PROCURADUlUA GENERAL DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAi~ - lNI. 1990. 

El Convenio celebrado en cita, tiene el siguiente contenido: (l), 

1) El Ministerio Público notiíicnró. al INI, cuando a su disposición se encuen­

tre detenida una persona con características de ser ind!gena. 

2) Giren instrucción al Ministerio Público, con la finalidad de que se promue­

va ante el Juez de la causa, la libertad protestatoria de indigenas que se 

(l) Acciones de la Dirección de Procuración de Justicia, INI. México. 

1989-1992, 
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encuentren dentro del marco de dicho beneficio según la ley. 

3) El Ministerio Público solicitnrli de los Jueces, la agilización de los proc.! 

sos en que se encuentren sujetos indígenas. 

4) Se promoverá el traslado de indígenas sentenciados, a una prisión ,cercána a 

su lugar de origen. 

5) El instituto apoyará con abogados y traductores tanto en la averiguación -­

previa como en el proceso, a los indiciados y/o procesados indígcnoi:.!.... 

SECRETARIA DE GOBERNACION. 

El día 3 de agosto de 1993 el INl firmó un Convenio Je Coordinación Operativa con 

la Secretaría de Gobernación, n fin de que las dos Instituciones del Ejecutivo F!, 

deral cumplan con los principios de la pol!tica indigenista dictada por el Presi­

dente de la República; acciones que coordinarán ambas dependencias en el comprom! 

so suscrito; se concentran en los puntos siguientes: (1). 

l} Realizarán conjuntamente la revisión y seguimiento de procesos, respecto de 

indlgenas presos. 

2) Analizarán los casos por grado de participación y/o peligrosidad del inte! 

3) Diagnosticarán casos factibles de libertad anticipada; quedando fuera de 

este beneficio, lc::l reincidentes o hnbit1inle~. 

4) Buscarán la creación de fuentes de trabajo en los Centros de Re<id."lptación 

Social para internos de origen indígena. 

5) Promoverán los tr<islados de internos indlgenas, a los Centros miís cercanos 

a su lugar de origen. 

(l) 11Convenio de Coordinación". Secretaría de Gobernación-IN!. México. ---

3 de agosto de 1993. 
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6) . Promoverán la prevención del delito con campañas en las comunidades ind!ge-

nas. 

5. COMISION NACIONAL DE DERECHOS UUMANOS. 

Las funciones del Programa dí!. Procuración de Justicia y la Comisión Nacional de 

Derechos Humanos tienen gran coincidencia institucional. en lo que se refiere a -

la atención de ln población indígena 1 por lo tanto existe una estrecha relación -

múltiple. Los apoyos mutuos incluyen ln solicitu1 de agilización de procesos ju­

diciales ante las autoridades competentes, la gestión conjunta de liberación de -

presos, la promoci6n de beneficios de libertad ante autoridades de los Gobiernos 

Estatales, y, de reacondicionamiento de Centros Penitenciarios. "Fué as! como a 

través de la coordinación entre el INI y la CNDH, se realizó un análisis de la e! 

tuación jurídica de un número importante de indígena.E procesados, a quienes no 

les había dictado sentencia en los plazos señalados por la ley". (1). 

6. COORDINADORAS ESTATALES DEL INI Y CENTROS COORDINADORES DmIGENISTAS. 

Finalmente: Los Estados de la República que cuentan con población indígena, Pro­

curación de Justicia desarrolla su programa por conducto de las Coordinadoras Es­

tatales y Centros Coordinadores del Instituto Nacional Indigenista, y, las Insti­

tuciones encargadas de la il:lp.:l.rtkión de justicia de cada una de las Entidades F~ 

derativas, al través de acciones de coordinación operativa. 

Procuraduría General de Justicia Estatal. 

Tribunal Superior de justicia del Estado. 

Dirección de Prevención Social. 

Al respecto: 11Unos 13 indígenas que estaban en el penal de San Francisco Kobén -

recibieron sus cartas de liberación de manos del Gobernador Jorge Salomún Azar --

(1) Acciones de la Dirección de Procuración de Justicia. IN!. México. 1989-

1992. 
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Gnrcta. Con esta ucción suman 120 los beneficiados con el Programa Nacional de -

Solidaridad Penitenciaria". ( t). 

Dicha prcliberación corresponde al Convenio firmado entre el Gobierno Estatal y -

el lnstituto Nacional Indigenista, para ln revisión de los expedientes de reos i,!!. 

d{genas. Por otro lado, y, respecto n l3s libertades obtenidas en lo que va del 

presente rtigimen. " ••• se han libcr.:1do ya más de 6 mil 100 mil indígenas en todo el 

país". (2). según constató el Presidente de la República en San Juan Cnncuc, -­

Chiapas, en la inauguración de ln IV Semana Nacional de Solidaridad, ver Anexo 2. 

{l) El Nacional. Campeche. México, 7 de scpti.embre de 1993. P.15. 

(2) Ibidem. p, 9. 
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ANEXO 1: lNDIGENAS PRIVADOS DE SU LIBERTAD DETECTADOS POR EL INSTITUTO NACIONAL 
INDIGENISTA AL 31 DE DICIEMBRE DE 1992. (1), 

PRESOS IIADLANTES 

PC1 sc2 PFJ SP
4 

INDIGF.NAS DE LENGUAS 
TOTAL % INDIGENAS % i.--------=- - '---'-· --

Aguascnlientes o o o o o 0.00 O.O! 
Baja Californi3. 7 45 3 6 61 1.28 0.34 
Baja California Sur o o o o o o.oo o.os 
Campeche 51 50 5 15 121 2.54 1.64 
Coahuila o 1 2 6 9 0.19 0.07 
Colima o 3 5 12 20 0.42 0.03 
Chiapas 93 121 14 23 251 5.27 13.55 
Chihuahua 69 52 4 10 135 2.84 1.16 
Distrito Federal 13 52 4 ll 80 1.68 2.11 
Durango 21 4 4 18 47 0.99 0.34 
Guanajuato l 1 3 o 5 O. ll 0.17 
Guerrero 76 87 50 17 230 4.83 5.65 
Hidalgo 128 89 o 23 240 

1 
5.04 6.02 

Jalisco 12 7 l 1 21 0.44 0.47 
Mé~ico 43 66 o 4 113 2.37 5.92 
Michoncñn 24 38 o o 62 1.30 2 
Morelos 4 6 1 2 13 0.27 0.37 
Nayarit 35 90 12 10 147 3.09 0.46 
Nuevo León o 2 6 19 27 0.57 0.09 
Oaxaca 592 575 97 100 l ,364 28.66 19.27 
Puebla 144 276 o 16 436 9.16 9.53 
Querétaro 16 15 3 3 37 o. 78 0.39 
Quintana roo 8 36 16 10 70 1.47 2.52 
Snn Luis Potosí 95 60 6 2 163 3.43 

1 
3.87 

Sinalon 10 13 3 6 32 0.67 0.59 
Sonar& 112 87 2 15 216 4.54 0.91 
Tabasco 28 34 5 3 70 1.47 0.91 
Tamaulipas o 3 ll 29 43 0.90 0.16 
Tlaxcala o o o o o o.oo 0.43 
Verncruz 281 289 7 13 590 12.40 ll 
Yucatán 86 24 5 37 152 3.19 9.94 
Zacatecas o 1 o 3 4 8.08 0.02 

................................ ...... ,.. .. ............ ..... "" ___ ........ •••••••• 1 ••••••••• ....................... 
TOTAL 1,949 2.121 269 414 4, 759 100 100 

l Procesados comunes. 

2 Scntenciedos comunes, 

3 Procesados fl?dcrales. 

4 Sentenciados federales. 

(1) INI-SEDESOL-Solldaridad. 11 El Instituto Nacional Indigenista y la Promoción de 

la Justicia para los pueblos indígenas de México". Néxic.o. 1993. P.94. 



111. 

ANEXO 2: INDIGENAS LIBERADOS 1989-1993. (1). 

AÑOS INDIGENAS LIBERADOS 

1989 1,353 

1990 1,202 

1991 1,022 

1992 1,653 

1993 883 (JUNIO) 

TOTAL 6, 113 

(1) Resumen de Proyecto. Subdirección de Asuntos Penales. 11Antecedentes 11
• 1994, 

!NI. México. P.2. 
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B. APOYO AL REGISTRO CIVJI. EH ZONAS IHDIGENAS. 

1. JUSTIFICAClON. 

La acción indigenista respecto nl apoyo sobre registro civil en las étnias cultu­

rnles constituye uno de los retos m5!i grandes en materia de justicia social. 1.01:; 

ind!gcnns con 56 grupos étnicos con lenguas y culturas propins, cuya población -­

crece por arriba del promP.dio nacional y que se estima en alrededor de nueve mill!! 

nes, De la poblnción indígena establecida en diferentes puntos del pn!s, un grnn 

porcentaje no está incorpornda al Registro Civil. 

Los indígenas cuando enfrentan la necesidad del registro civil no lo pueden hacer 

por 1:;er extemporáneos y no cubrir ningún requisito que la ley establece para estos 

casos. Con el Programa Nacional de Apoyo al Registro Civil de Población Indígena 1 

se pretende proporcionar la seguridad jurídica que lns leyes mexicanas conceden -

por nncer en Territorio Nacional. 

El desconocimiento de 1a legislación nacional, de las gnrnnt!as individuales y de 

los recursos de defensa. entre otros. acentúa la desigualdad con que los indíge-­

nas son tratados, dificulta la posibilidad de inscribirse en el registro civil e 

impide el acceso a sus derechos como ciudadanos y al ~ostento jur!dico de la na­

cinnnli.rl11d. El Registro Civil es una de las instituciones en lao que el Estado -

mexicano se define y contribuye a la vigencia de personalidad jurídic:a de los i!! 

dividuos; sus sistemas de registro consideran la heterogeneidad de la población -

del país Y• en un marco de legalidad y respeto, se promueve el registro de indíg.! 

nas y se consolida el carácter plural y diverso de nuestra nacionalidad. 

El propósito de la institución del Registro Civil es proporcionar seguridad jurí­

dica n los ciudadnnos. En el contexto actual los indígenas se han rnant.enido inv2 

luntariamente al mnrgen, aunque representan un porcentaje importante de la pobla­

ción nacional. 
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La falta de neta de nacimiento los situn en una posición que limita su acceso a -

los derechos elementales entre otros: trabajo, reconocimiento de los estudios y,­

en situaciones extremas, legales o de salud, no pueden comprobar su identidad ni 

la de sus hijos. 

Las actas del estado civil sirven también para justificar la filiación de los hi-

jos de matrimonio¡ i:;on también necesarias pare acreditar el parentesco en los ca­

sos de herencia o reclamación de alimentos; as{ como para ejercitar los derechos 

inherentes a la patria potestad, a la adopción o a la tutela. 

El Registro Civil es unn institución que tiene por objeto hacer constar de manera 

auténtica y a través de un sistema organizado, todos los actos relacionados con -

el eatado civil de las personas; intervienen funcionarios estatales y municipales, 

según sea el caso, dotndos de FE PUBL!CA, a fin de que las actas que ellos otar--

gen sean testimonios con un valor probatorio, pleno y amplio. 

El Registro Civil es fundamentalmente una instituci6n de orden público que penni-

te el cent.rol, por part.e del Estado, de loa actos más trascendentales de la vida 

de las personas ftsicas, nacimiento, mntrimonio,divorcio, defunci6n, reconocimien-

t.o de hijos 1 adopci6n y tutela. 

Para valorar la importancia del Registro Civil, basta considerar el Artículo 39 -­

del C6digo Civil vigente en el Distrito y Tcrritori_nq Federales que expresa: Que 

el estado civil de las personas sólo se comprueba con las constancias relativas -

del Registro, ningún otro documento ni medio de prueba es admisible para compr~-­

bnrlo, salvo los casos expresamente exceptuados por la ley; 

Cunndo no hayan exist.ido registros. 

Cuando se hubieren perdido o estuvieren ilegibles. 

SiSlo en estos casos se podrá recibir prueba del neto por inotrumentos o testigos. 
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lle aquí ln importancia de las funcionen del Re~istro Civil; si no se tiene un C2, 

tndo civil, desde el punto de vista del Derecho se pi.erde. un elemento usenci..,l -

de la personalidad jurídica y el individuo no podrii ejercer sus derechos, 

2. PROPOStTO. 

Las acciones del UH en su esquema operativo de trab!l.jo para registro civil, son 

las siguiente'": (l) 

Atender n la población ind!gena demandante dt!l servicio, fuera y dentro du 

sus comunidades de origen. 

Considerar lns caractcr!sticns de orden cultural, social y económico de la 

población indígena, para la inscripción de registros e1Ctemporáneos. 

Adecuar los requiaitos establecidos por el Registro Civil a la situación de 

los ind!gcnns. 

Dar valor probatorio, amplio y pleno, a la palabro de nutoridndes tradicio­

nales pnrn la determinación de dat.oa del interesado. 

Ofrecer de manera grnt.uit:a los servicios de registro comprendidos en el Pro-

grama. 

Inscribir en el Registro n.'lcimientos con derecho de (ilinción. reconocimie~ 

to de hijos y mntrimonioi;. 

lncorpornt' paulatinamente al Pt'ogramo., todas las entidades federativas in-­

cluyendo al Distrito Federal, a fin de atender también a la población indí­

gena migrant~. 

Incorporat' en la operatividad del Programa a otras instituciones y organiz_!! 

cienes civiles. 

Reconocer como testigos de calidad n la autoridad municipal de la comunidad, 

(1) Pt'ogramn dü Apoy,, al Registrn Civil. Instituto 1facianal lndigen!.sta. Mi!x!_ 

1G9:"'. 
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. al personal técnico del INI, a profesores bilingü<?s, a representantes de º!. 

ganizaciones civiles y a autortJades t't'adicinnales. 

J. DESARIUlLLO DEL PROGRAMA. 

11En 1988 el Programa plantea la colaboración de la Secretaria de Gobernación, los 

Gobiernos de los Estados y el lNI,para la Ctilisi6n gratuita de actas d(! nacimiento 

y matrimonio de indígenas en las zonas que atiende el Instituto". (l) 

La labor de campo qued6 a cargo de los promotores y técnicos del IN!, combinando 

un programa especial de registro con el programa normal.. Se reconocieron como -­

testigos de calidad a las autoridades de las comunidades, a los técnicos del. INI 

y a profesores bilingües. 

Se elaboraron proyectos de convenio entre la Secretaria de Gobernación, los Gobie.E 

nos de los Estados y el IN!, sin llegar a celebrarse; contienen una cláusula que -

dice: 11 Los aspectos jurídicos y operacionales de la actuación de los funcionarios 

registradores se regularán por la normntividad vigente en la entidad". (2). La 

normatividad vigente no considera las condiciones específicas en que viven loa -

indtgenas ni su costumbre jur!dica. 

"En (989 el INI, a través de su Dirección de Procuración de Justicia, asume la --

responsabilidad de llevar a cabo el Programa Nacional de Apoyo al Registro Civil 

de Población lndtgena". (3). 

En 1990 este Programa coordina acciones con la 0Licial1a Central del Registro C!, 

vil en el Distrito Federal, como prueba piloto se atendió a la población ind1gena 

(1) Programa de Acercamiento del Registro Civil a las Comunidades Indígenas. --

INI. México. 1988. 

(2) Ibidem. 

(3) Acciones de la Dirección de Procuración de Justicia. 1989-1992. lNI. M.§. 

xico. 
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residente en el Distrito Federal. Los resultados de esta prueba sirvieron de ba­

pnrn fundamentar una "Propucfita de Simplificación Administrativa par11. el Rc­

~htro Extemporáneo de Nacimientos" ( 1), mismn que se entregó a la Procurndurtn 

Social. del Distrito Federal para su análisis, 

li. LINF.AKIERTOS OPERATIVOS. 

ORGAHIZACION DE BRIGADAS Y HODULOS DE ATE.NCION. 

Uno de los principales elementos para el funcionamiento del Programa es el perso­

nal que atenderá directamente a la poblnci6n indígena. Los ¡ircstadores de servi­

cio social, profesores bilingües, miembros de organizaciones civiles, personal -­

contratado por el un y todos lofl que se integren para npoynrlo, formarán Brigadas 

y Módulos de Atención. 

Por Módulo se entenderá la unidad de apoyo establecida en un lugar estratégico en 

zonas rurales y urbanas. Estnrán integrados por un responsable y uno o dos auxi­

liares, de acuerdo a la poblnci6n demandante. 

Las Brigadas son pequeños grupos integrados por tres o cuatro perr;onas que salen 

a las comunidades, establecen contacto directo con la pobl.:tclón ind!gena,dan a C_!! 

noceÍ' el servicio y, a través de un mecanismo de operación, nutren a loa Módulos 

con información de candidatos para qu1J. ét>tos realicen los trñmitPs correspondien­

tes ante las Oficialías del Registro Civil. 

Entre las principales funciones de los integrantes de los Módulos y Brigadas es­

tiin: (2). 

Sensibilizar a la población indígena para que se incorpore al Registro Ci­

vil; 

(1) Acciones de ln Dirección de Procuración de Justicia. 1989-1992. !NI. M§. 

xico. 

(2) Programa de Apoyo al Registro Civil. lNI. Múxico. 1992. 
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Promover la organización comunitaria cm las ca.mpañas de registro civil; 

Levant.ar informaciL~n de ln población demandante n través de instrumentos yn 

diseñados; 

Fungir como enlace entre comunidades, Registro Civil e !NI; 

Integrar expedientes de cadn caso encuest.ado; e 

Informar y orientar a la poblnción de las comunidades y a los demandantes -

del servicio sobre i!l Registro Civil. 
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C. • PROGRAKA DE ATENCION A CONFLICTOS AGRARIOS. 

L. JUST1FICACIOH. 

El problema de la Tenencia di! la Tic>rrn, constituye sin duda alguna uno de los -­

elementos importantes a considerar en el diseño e implementación de estrategias -

que lleven al campo condiciones propicias para que la producción y productividad 

se reflejen en una elevación sustancial del nivel de vida de la población rural. 

En este sentido las políticas de Gobierno de la presente ndministraci6n parten de 

considerar a la seguridad jurídica en la Tenencia de la Tierra, como fundamento -­

para impulsar el prpceso de modernización del campo. 

Las condiciones de marginación,pobrezn extt'ema e injusticia social que han padcc! 

do los ind1'..genns de nuestro pats,motlvaron que senn aujetos prioritarior. di? ln as. 

ción institucional. 

Para ello, Tesultn importante conocer la (orma en que habrá dc intct'vcnirsc, -

conjuntame;nte con los grupos indígenas en la soluci6n de los conUictos agrarios 

que afectan su vida cotidiana e inciden sobre su comportamiento como agentes pro­

ductivos del medio rural. 

2. DIAGHOSTICO AGRARIO. 

Se origin01 este pTnyecto a partir de la necesidad de contar con infornmci6n de los 

núcleos ngrarios de la República que revisten la caracter1sticn de ind!gen01, ya -

que de las aproximadamente 2,600 comunidades agrarias que aparecen registradas no 

todas tienen la cnractcrística de pertenecer a un grupo étnico y de los 27,351 ej,!. 

dos sólo una parte de ellos son auténticoR núcleos indígenas con apego a costum-­

bres ancestrales. (l). 

(l) Programa de Diagnóstico Agrario. Instituto Nacional indigenista, Mé>:ico.-

199L 
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Por esta razón se partió del catálogo general de cj idos y comunidades para reali­

zar una selección de los núcleos que reúnen la característica ind!gcna por estado. 

Para ello se ha elaborado una cédula básica de información que se integra por dos 

elementos. la información de gabinete y Ja información de campo. 

Una vez recabadas las cédulas, en un proceso simultáneo se estableció por paquete 

la ubicación de los poblados en función de los municipios a que pertenecen y el 

Centro Coordinador Indigenista que corcsponda para su atención, y se actualiza -

la cobertura del Instituto para que en su caso planear estrategias de apoyo, o C,! 

tablecer prioridades en la progrnmnción de actividades. 

3. AVANCES. 

En relación nl avance obtenido durante 1992 se puede señalar: (l) 

Se concertó la mecánica de trabajo con las Coordinadores Estatales, asimis­

mo se realizaron reuniones previns con personal operativo de cada Centro -­

Coordinador para establecer criterios y clarificar dudas respecto a la apl,! 

cación de la cédula agraria <le campo. 

Se programaron reuniones de carñcter regional o visitas directas a comunid_!! 

des. 

Se lograron recabar un total de 3,452 cédulas de diiignostico agrario en -

ejidos, comunidades, nuevos centros de población. 

En esta nueva etapa se trabaja para establecer con exactitud el número y -

ubicación de los grupos indígenas que deberán gozar de la especial aten-­

ción que consagra la Ley, y se avanza obteniendo un diagnóstico agrario n_!! 

cional de los distintos núcleos que bajo los régimenes de propiedad ejidal 

(1) Informe de Actividades de la Dirección de Procuración de Justicia. Insti­

tuto Nacional Indigenista. México. 1992. 
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. y comunal se encuentran padeciendo la problemática agraria de muchos años. 

El Intituto Nacional Indigenista y la Secretad.a de ln Reforma Agraria, el d{a -

4 de julio de 1989 establecieron l::is bases para la celebración de un Convenio, -

con el. propósito de coadyuvar coordinadamcnt.e en la atención de zonas indígenas 

con problemas agrarios, mediante la cooperación de la Dirección General de Proc~ 

tación dtl Justicia y las ílrigndils mixtas de conciliación de la S.R.A., quienes -

mediante acciones conciliatorias entre las partes coadyuvarí.nn al tratamiento y 

la solución de la problemática agrari3 de los indígenas en algunas regiones del 

pata, 

4. BRIGADAS KlX1'AS DE CONCILIACIOH. 

Con motivo de los cambios a la Ley Agraria que establece un mayor sustent.o jur.f. 

dico a la actividad conciliatoria, como una atribución espec{fica de la Procur!! 

durta Agraria, para el tratamiento conciliatorio de los conflictos agrarios en 

zonas ind!genas¡ "los convenios de colaboración que se suscribieron el 23 de n.Q_ 

viembre de 1992 con el Tribunal Superior Agrario y Procuradur{a Agraria, han -

permitido que personal de esta última Institución se incorporen a lns tareas de 

conciliación que se realizan en los estados de Hidalgo, Michoacán, Veracruz., --

Chihuahua y Oaxaca. ( l) • 

En términos generales para el funcionamient.o de las Brigadas se trabaja en el -

sentido de fortalecer los mecanismos de colaboración con otras instituciones co-

mo la Secretarta de la Reforma Agraria y la Procuradurta Agraria, para un trata­

miento más eficient.e de los problemas agrarios conforme n l:i nueva legislación. 

Se estableci.O contact.o con cada uno de los comisarindos cj ida les y autoridades -

tradicionales, de los núcleos agrarios considerados en la carga de trabajo, real! 

zándose pláticas conciliatorias entre las partes en conflicto, en las cuales las 

(1) Informe de Actividndes de la Dirección de Procuración de Justicia del Inst! 

tuto Nacional Indigenista.· México. 1992. 
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brigadas han jugado un importante papel en la búsqueda de alternativas de solu­

ción a los conflictos agrarios. 

Cabe mencionar que se tiene proyectado modificar los términos del Convenio que -

dió origen a las b-:igadns mixtas de conciliación en 1989 con la Secretar!n de la 

Reforma Agraria. 

Además de las anteriores actividades, con el objeto de impulsar acciones concretas 

en respuesta a las garantías que establecerá la Ley Reglamentaria de los Artículos 

4o. y 27 de la Constitución en materia de pueblos ind{genas, el personal de las -­

brigadas ha participado en la coordinación de las tareas asignadas a loo C.C.l, 'e 

en d.iversas entidades del pa!.s para la relización del Diagnóstico Agrario, y pliit:! 

cae aobre aspectos generales de la nueva Legislación Agraria al personal técnico -

de los Centros Coordinadores. 

S. ASESORIA Y GESTION. 

Con la finalidad de traducir en el terreno de los hechos, las garantías sociales -

consagrados en los Artículos 4o.y 27 de lo Constitución, en favor de los grupos éE. 

nicos de nuestro país, la Asesor!n y Gestión persiguen como objetivo el impulsar -

accione& concretas pnrn la atención y resolución de las do.mandas comunitarias ind! 

genas tanto en lo individual como en lo colectivo ante los Tribunales Agrarios y -

Procuradur!a Agraria, sobre todo si consideramos que existe rezago agrario que re­

quiere de un tratamiento eficaz y expedito. 

Lo anterior implico la obligación del Estado de apoyar la Asesoría Legal, garaltti 

zando impartición de justicia agraria para los indígenat>, que tendrán que ser con 

siderndos en forma especial para un tratamiento adecuado a su problemática, y ca­

racterísticas específicas. 

Para la prestación de este servicio se parte de la solicit:ud que se íormula de m!!. 

nera escrita o verbal por part:e de grupos indígenas u organizaciones que los re--
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prese~l:cn, para de ah! realizar un análisis del problema; recabar antecedentes y 

establecer alternativas de solución que se lleven a la práctica a través de la 

gestión administrativa o la interposición de recursos legales ante ln autoridad -

que corresponda. 

"El convenio general de colaboración suscrito entre el Instituto y el Tribunal -

Superior Agrario, en noviembre de 1992, plantea las bases conforme a las cueles -

ambas dependencias conjugan esfuerzo para hacer efectiva la garantía consagrada -

en P.1 primer párrafo del Artículo 4o. y el segundo de la fracción VII del art!cu-

lo 27 constituciona.111
• (1). Como parte de la instrumentación de los acuerdos ob­

tenidos en dicho convenio, se hn propuesto al Tribunal Superior Agrario los nom--

bres y ubicación de traductores, mismos que son capacitados para servir como pcr! 

tos en los juicios agrarios, 

Por otrn parte 1 el Programo de Asesoría y Gestión Agraria en el aspecto de apoyo 

intcrsecrctarial ha realizado las siguientes acciones: (2) 

En coordinación con la Secretaría de la Reforma Agraria se analizan problc-

mas considerados como rezago agrario. 

b. · Con la Procuraduría Agraria se plantean soluciones para los conflictos in-

ternos (privación de derechos, interpnrcelarios, principalmente), 

Se apoya en cursos de divulgación sobre la ley agraria en diversas comunida-

des a través de los Gobiernos Estatales y Municipales. 

d. Se agiliza ente la Secreter{n de la Reforma Agraria informes justificados --

que emite el cuerpo consultivo agrario además del seguimiento y evaluación -

de los exped!Cntcs de rezago agrario. 

(1) Programa de Asesada y Gestión Agraria. lNI., México. 1992. 

(2) ibidem. 
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lución ante la Procuraduria Agraria, o instancias legales competentes. 
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f. Ante el Registro Agrario Nacional se solicitó la tt"amitnción de carpetas b! 

sicas y copias de ccrtificado·s de Derechos Agrnrios. 

g. Con la Secretaría de la Reforma Agraria tte agiliza la entrega o elaboración 

de planos definitivos y se promueve la ejecución de Resolución Presidencial. 

h. Se solucionan conflictos ante la Comisión Nacional del Agua sobre la distri­

bución y pagos de la misma. 

"En base al Articulo 372 de ln Ley Federal de Reforma Agraria, el lNl tien~ facul­

tad de emitir opinión en los asunt:os de Reconocimiento y Titulación de Bienes Com!!. 

nales, y conflictos por límites por lo que en coordinnci6n con la Subdirecci6n Jur! 

dica, se analizan expedientes agrnrios'1
• (1), 

La atención de los problemns ngrnrios que ameritan la pnrticipación solidaria tan­

to de las Brigadas Mixtas de Conciliación com.:> de los abogados del INI, S.R.A., -­

Procuradur!a Agraria y Tribunales Agrarios; se concentra en los rubros siguientes: 

(2) 

CONFLicros INDIVIDUALES. 

l. Conflictos por posesión y goce de unidades de dotnción. y solnrcs urbanos. 

2. Despojo de parcelas o terreno comunal. 

3. Despojo de solares urbanos. 

4. Conflicto por límites parcelarios. 

5. Servidumbre de paso. 

6, D.:iños en propiedad ajenR. 

(L) Acciones de la Dirección de Procurnción de Justicia. 1989-1992. INI. Méx! 

co. 

(2) Programa de Asesorín y Gestión Agraria. INI. México. 1991. 
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b. PROBLEMAS COLECTIVOS. 

l. Conflicto pnr límites entre ejidos o comunidades. 

2. Conflictos por invasión C!ntrl! ejidos o comunidades. 

J. Invasión de terrenos pnrticulares por cjidntnrios o comuneros. 

4. Conflictos entre núcleos de población por error de la Resolución Presiden-­

cinl de alguno de ellos. 

S. Conflicto entre núcleos de población por cambios de linderos naturales o ar-

tificiales. 

6. Conflictos cntrenúcleo(s) de población y unn propiedad particulnr, por error 

de ln Rcsoluci6n PresidcnciDl, plano proyecto de ejecución aprobados. 

7. Conflictos entre un,núcleo de población ejidal o comunal yun gl:upo de campes.! 

nos o particulares que se posesionan de terrenos de aquél. 

8. Conflictos entre un núcleo ejidal y un gt'upo de campesinos, cuando ambos sol! 

cit.an para satisfacer sus necesidades agrarias un mismo pt'edio. 

9. Conflictos entre dos grupos de ejidat.arios de un mismo poblado por exigir -

uno de ellos la división del ejido. 

10. Conflictos entre un ejido constituido por dotación, nmpliación 1 creación de 

un nuevo cent.ro de población con una comunidad agraria que tiene t.{t.ulos -­

que amparan los mismos tet'renos. 

11. Conflicto entre dos grupos de campesinos que preternlPn re.ocomodo de un eji­

do abandonado. 

12. Conflicto entre un grupo de ej !datarios o comuneros que hostigo a sus auto­

ridades internas o viceversa. 

13. Conflicto entre dos o más grupos de ejidntarios o comuneros por la forma de 

explotación de los terrenos o por diícrcncins cm la organización ej iJal o 

comunal interna. 
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D. ACCIONES DE ANTROPOl.OCIA JURIDlCA. 

En la actual Administrnci6n Pública, el Programa Nacional de Desarrollo de los -­

Pueblos lnd!gcn.1n de ?-léxico 1989-1994; en la esencia de sus acciones incluye de -

manera decisiva el desarrollo cultural de los grupos étnicos, como una estrategia 

significativa y fundnmentnl en el enfrentamiento a 1'1 miseria y a la injusticia. 

En ese sentido la Subdirección de Antropología Jurtdica de la Procuración de Ju~­

ticia del !NI, ha encaminado sus pasos en las siguientes actividades progrnmliti-­

cas: (l). 

1, Investigaciones sobre coslumbrc jur!dica indígena. 

2. Difusión jurídica. 

3. Aspectos legislativos, 

La intencionalidad de Ant'COpolog!n Jur{dica consiste en la reunión de elementos -

de acercamiento entre constumbre jurídica y derecho positivo. Con el propóaito -

de difundir en primer término el conocimiento de la ley entre los grupos ind{ge-­

nas1 y. provocar que del interior de las comunidades nazca el ánimo de la portie! 

pación, para generar propuestas e incorporarlas a los cambios actuales en la le­

gii:;lRción mexicana, 

1. IHVES'IIGACIONES SOBRE COSTUMBRE JURiblCA lNOlG~A. 

La expresión de la costumbre jurídica, el te~to de los usos y lo consuetudinario 

del derecho indígena, se fortalecería y tit! mezclarfo con positividnd en la Ley -

Rcglamentnria del Artículo 4o. Constitucional. Por ello la importancia que re-­

presenta la investigación de la costumbre jur1dica-átnica. 

(1) Subdirecci6n de Antropolog!a Jurídica. Informe de Actividades. INl. Mé­

:dco. 1992. 
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Ya cx~ste un proyecto de investigación bibliográfica en la Subdirección Lon cita.­

respecto a los conceptos mencionados en el piírrafo anterior. Cuyo propósito con­

siste en obtener elementos que sirvan de guía a los abogados de los Centros Coor­

dinadores Indigenistas de la Rcpúblicn., en su acontecer como defensores de los i!!_ 

d!gcnas. Al respecto, se tienen los siguicntl!S elementos da apoyo: (l), 

Banco de datos etnográficos. Es un sistcmn automatizado con más de 5 mil -

fichas textuales, que contienen información sobre costumbre jurídica, reca­

bada de 236 publicaciones etnográficas. 

b. Bibliografía .comentndn sobre costumbre jurídica. Contiene 103 fichas bibli~ 

graficns organizadas por área temática. 

Catálogo General Comentado de Publicaciones. Contiene comentarios generales 

sobre las 236 publicaciones revisadas, 

A manera de ejemplo; el comentario de un juez en relación a su lnbor aobre la va­

loración de las pruebas existentes en un proceso• donde se contemplaba ln costum­

bre de una comunidad de la Huasteca Potosina; comentaba: "Qué lástima que esa -­

costumbre jurídica no esté escrita• ni sea conocida, •• 11
• 

2. DIYUSIOM JURinTr..A. 

En el presente renglón; la difusión y capacitación hncia los núcleos di? población 

indígena reviste un importante papel. l.n legislación mexicana del derecho positivo 

(derechos y obligaciones) debe ser conocida entre las étniaa culturales por medio 

de su distribución, difusión y capacitación jurídica. 

Cabe destacar que adicionalmente mediante esta actividad, se aumenta la capacidad 

de autodefensa de los grupos indígenas, 

(l) Acciones de la Dirección de Procuración de Justicia 1989-1992. Instituto -

Nacional Indigenista. México. 
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Son mejores los resultados, con el apoyo de los programas específicos de 11 Peritos 

y formaci6n de traductores ind1genas" (l), ya capacitados, que colaboran ante -

las Procuradud.as de Justicia en las averiguaciones previas y, los Organos Juris­

diccionales en los procesos en que estñn involucrados indígenas. 

Los materiales de difusión jurídica, que se han distribuido en los Estados de la 

República a los grupos indígenas, ha sido por la vía de las Coordinadoras Estata­

les del INI, y de los Centros Coordinadores lndigenistns (CCl), como a continuu.­

ci6n se mencionan: (2). 

l. Manual 1'Dónde no hay Abogado". 

2. Convenio 169 de la OlT comentado. 

3. Conoce tus derechos. 

4, Folleto Art!culo 4o. Constitucional. 

J. ASPECl'OS LEGISLATIVOS. 

La promoción en la adecuación de costumbre indigena de mayor relevancia, debe ten­

der al reconocimiento del derecho consuetudinario en el Sistema Jurídico Mexicano. 

Respecto al reconocimiento del derecho indígena destaca por su importancia la adi­

ción al Artículo 4o. Constitucion~l y 1 su Ley Reglamentaria, por lns cuales el -­

Instituto Nnciona.l Indigenista ha realizado Foros de Consulta Popular con autori-

dades tradicionales, y talleres con los representantes de los Fondos Regional~o -

(1) Programa de Traductores. Subdirección de Antropología Jurídica. INI. Mé­

xico. 1991. 

(2) Instituto Nacional Indigenista. Subdirección de Antropología Jur!dica. -

Materiales de Difusión y Capacitación. México, 1992. 
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de Solidaridad. ( l). 

OnJETlYO .. 

Conocer la opinión de las autoridades comunitnrias en torno al t'econocimiento de 

los derechos de los pueblos indígenas, considerados en la iniciativa presidencial 

de adición nl Artículo Cuarto Constitucional. 

La reforma y adición del Artículo 4o. Constitucionnl como un pilar dl! la política 

indigenista, se empieza a expresar de distinta manera en lns diferentes entidades; 

nsl: tenemos 0 
••• Hidalgo en este sentido fué reformada la Constitución, mientras -

que en San Luis Pot'.ost, se ha inst.aurndo una Subprocuradur!a de Etnias". (2). 

Lo anterior implica que el reconocimiento y fortalecimiento de esa form.a propia -

de organizac16n de la comunidad indígena, resultnr!a no s61o un acto de procur.a-­

ción de justicin sino tnmbién el enlace con una figura asociativa que hn mostrado 

una alta capacidad de respuesta a lo política de modernización en el marco de la 

democracia. Trata de señalar que lo comunidad en a!, se reconoce como un agente 

de desarrollo fundamental para los programas actuales y pot' lo mismo indispensa-­

ble para un futuro con desarrollo y democracia, como algo inseparable. 

(l) Acciones de la Direcci6n de Prncuración de Justicia 1989-1992. INt. Miht..!, 

"º· 
(2) ºPropuesta de Reconocimiento de Autoridades y Costumbresº. Courdlnadorn -

!NI. San Luis Poto a!. México. Junio de 1992. 
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E. RECCIIBHDACIOMES Y ACCIONES EN MATERIA LABORAL. 

Este Program.:i está dirigido a los trabajadores pertenecientes u pueblos indígenas, 

que migran a zonas de agricultura comercial, para emplearse en labores agrtcolas 

de "temporada" como son el corte de caña, recolección de tomate, café, pizca de -

algodón, étc. 

Su objetivo es difundir entre ellos, los derechos que con arreglo n la lC!gisla-­

ción laboral tienen, y la manera en que pueden hacerlos valer, as{ coco algunas -

experiencias que han tenido como trabajadores agrícolas. 

En términos gener.:iles los jornaleros ngr!colas han sido tratados como si no tuvi~ 

ran derechos laborales por las siguientes situaciones: 

S6lo son requeridos en determinados per!odos del año que van de 2 n 6 meses, 

para realizar labores de cosecha. 

b. Ln contrataci6n se realiza de manera verbal. 

El patrón utiliza intermediarios para contratarlos, desconocen la relación 

laboral que adquiere con ellos y los compromisos que se derivan de esa rel~ 

ción. 

d. Se les remunera por tarea o por pieza, lo que propicia que pierdan el con­

trol sobre el volumen de su producción o la cnlidad de los productos recogi­

dos; y se les dejen de pagar horas extras, días de descanso, sépt.imo d!a, V_!! 

caciones 1 aguinaldo y otras. prestaciones. 

Si la tarea pactada no puede realizarse por factores climlíticos, mala orga­

nización de trabnjo, o enfermedad, no reciben remuneración. 

Sin embargo, esta situación particular, de los afmlariados agrícolas que 

pleados para realizar trabajos de manera temporal, en los hechos aparecen como -

si no contaran con ningún derecho laboral. 
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Si un trabajador agrícola realiza un trnbajlJ personal .subordinodo a un patrón, -­

sin hnb1?r firtnado un contrato de trnbajo por escrito en t!l que se espccifiqul?n -­

sus derechos laborales• de. todns for:nws la prestación de sus servicios se entend!_ 

r.5 regida por la Ley Federal del TrabRjo. 

l. LOS TRABAJADORES AGRICOLAS Y SUS DERECIIOS LABORALES. EXPERIENCIAS. 

A pesar de que los jornaleros agríe.olas están protf!gidos por estas disposiciones 

es necesario que nnt:ea de salir de su comunidad y antes de comprometerse. a reali­

zar t:ualquier trabajo, soliciten a los contratistas, cabos o pntrón, la fir.nn de 

un contrato de tt:'abajo por escrito. 

La solicitud de este contrato es importante, ya que los comprom.isos verbales qua 

comúnmente hacen los trnbajndotes con los contratistas. se han prestado para que 

al llegar al lugar de trabajo no les reconozcan ningún derecho; les paguen un sa­

lario menor nl prometido; les d(!n trabajo sólo unos cuántos dl'.lls; no les paguen -

el salarin del d!a cuando las ta?:e.as no puedan reali2nrse por fnctores aj~nos a -­

ellos; los despidan injustificadamente en cualquier momento; los sometan n jorna­

Qns de trnbnjo prolongadas y excesivas, y en general, n que los patrones no curo-­

plan con lo estipulado en la L.F.T. 

a. Si van a prestar sus servicios dentto de la Repúbllcn, ti"ro en un lugnr d! 

verso de su rt?sidenc.ia habitual y a distancia mayor de e ten kilómetron. 

Los gastos de transporte y alimentaci6n de su lugar de origen al lugar de 

trabajo y del lugar de trabajo a su lugar de origen serán por cuenta excl~ 

sivn de1 patrón. El trabnjador recibirá íntegro el snlnrio que le corres­

ponda sin que pueda descontarse cantidad alguna por esos conceptos. 

Es importante que sepan que tienen este derecho. porqut? muchas que viven -

en Oaxacn, Guerrero, Michoacán, Puebla y otros lugares, son tras1m!.:.>dos --
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desde sus pueblos por contratistas y se los llevan a campos de agricultura 

comercial ubicados en Sinaloa 1 San Quintín, Sonora,Vcrncruz, Morelos, étc. 

Los contratistas casi siempre les ofrecen un adelanto en dinero, para con­

vencerlos de c¡ue vayan con ellos; pero ese dinero posteriormente sc les de!!, 

cuenta de su salario, a pesar de que lo utilizaron para comer mientras lle­

gaban al lugar de trabajo. 

b. Sobre el cumplimiento de duración de la jornada, la c>eperiencia de los tr!!_ 

bnjndores agrícolas es en algunos casos la siguiente: 

Ejemplo: Lo~ cortadores de caña que laboran para l!l Ingenio Emilinno Zapa­

ta, saben que la jornada máxima es de 8 horas, pero también saben que sólo 

les dan trabajo tres días de la semana y como ellos quieren ganar la mayor 

cantidad de dinero posible, llegan a soportar jornadas hasta de 12 y 14 -

horas sin atreverse a exigir el pago de horas extras, porque no quieren -­

arriesgarse a que les quiten el trabajo. 

En el caso de los cortadores de tomate que laboran en los campos de Sinaloa 

existe la siguiente situación: 

Hasta nntl!.:S de 1978, en la mayoría de los campos tomateros se trabnjnban --

9 horas alargadas (casi 10 horas, porque los mayordomos Je. cu.:idrilln ~nc:nr­

gados de tomar el tiempo siempre se les atrasa o <r.dclantn el reloj), ·Ahora 

en la mayor!a de los campos se trabajan 8 horas nlnrgndas (casi 9 horn.s), -

E.<1to fué posible, después de vnrins luchas importantes que dieron los obre­

ros agrícolas demandando la reducción de la jornada de trabajo, mejores tr!!_ 

tos como trabajadores e igualación de salario entre el hombre y la mujer. -

Sin embargo coda año es necesario hacer paro o huelgas paracomponer las jo.! 

nadas, minimizar los malos tratos y hacer valer un poco el derecho laboral. 
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As!, cadll que empieza la temporada de octubre se principia trabajando nueve 

horas, y al terminar en mayo, sólo se trabajan 8 horas. 

d. Si bien es cierto quc constitucionalmente, a igual trabajo igual salario, -

en ln mayorta de los campos tomateros de Sinaloa el salario de la mujer es 

menor al del hombre. 11As1, en 1972, el 1:;;tlario pata el hombre era de 36.00 

pesos y de 32.00 pesos para la mujer; ya por el año de 1976, el salnrio del 

hombre era de 49.00 y de 42.00 para la mujer¡ debido a esta diferencin en -

el salario, los cnmpos tomateros ocupan hasta un 40% de mano de obra femen! 

na para el trabajo 1 para hacer no solamente labores de recolección sino que 

también de beneficio como son desbrote e hilar el tomate con los estacones 

ylasvaras 11
• (1). 

En cuánto a los rendimientos, en muchas ocasiones es mayor el rendimiento -

de la mujer que del hombre. Ademiís, en infinidad de casos la mujer tiene -

que soportar el acecho de los que SI? creen jefes como son mayordomos, gene­

rales, apuntadores, tomadores de tiempo, surqueros y hasta choferes, bajo 

la complacencia de los mayordomos de cuadrilla. Sin embargo: "A partir de 

1968 en las primeras luchas de los obreros agr!colas contra los patrones, -

una de las demandas ha sido igualación de sueldo en el hombre, en la mujer y 

los niños". (2). 

2. TRABAJO DE MENORES. 

A pesar de que también es aplicable al trabajo de los niños el Artículo 123, Fra_s. 

ción VII de la Constitución Mexicana que menciona que a trabajo igual debe corre~ 

pender un salario igual, es muy común que los contratistas aprovechando la -

(1) Ramírez Santiago, "Los Obreros Agr!colas en los Campos SinalC1enses''. SEP­

CONAFE. México. 1984. P.34. 

(2) lbidem, 
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neces.idad de trabajar que tienen los menores, les otorguen el empleo sólo si aceE_ 

tan un pago menor por su trabajo y sujetarse n las mismas condiciones de trnbajo 

de! un adulto. 

Pero el quc los niños en la necesidad de trab::ijar para apoyar ln sabrcvi-

vcncia de su familia, no debe ser pretexto para que los emplcndorcs no cumplan --

con las obligaciones marcadas por la ley (a trabajo igual snbrlo igunl, jornada-

máxima de seis horas, prohibici6n para realizar cm.bajos superiores n sus fuerzas 

o los que puedan impedir o retardar su desarrollo física normal, labores peligro-

sns o insalubres, laborar d!as domingos, d!as de descanso oblig';ltorio u hora.e ex­

traordinarias). 

Los menores también tienen derechos y ~os que los emplean deben conocerlos y cum-

plirlos. 

3. CARTILLA LABORAL. 

En las actividades del !NI en materia d"' procuración de justicia, se observa la -

distribución de 11Ln Cnrtilln Laboral" a los grupos ind!gcnas, por conducto de loa 

Centros Coordinadores del !NI en el pa!s; cuyo contenido es el siguiente: ( 1). 

DERECHOS QUE DEBES SABER COMO TRABAJADOR 

Tienes derecho a que se te pague el salario mínimo vigente, nadie puede pa-

gar menos del salario m1nimo. 

Cuando trabajes a <l\:.stajo ~ ror pieza, debes tener en cuenta lo siguiente: 

No importa que no ha.yns cubierto la cantidad de trabaja asignado por el P!!. 

trón, si laboraste durante 8 horns al d!n, tienes dcrE!cho nl salMio m!nimo 

vigente. 

El salario debe pagarse en ~fcctivo y en el lugar de trabajo. 

Esta prohibido poner multas a los trabajadorl!s. 

(l) Cartilla laboral. Instituto Nacional Indigenista. México. 1992. 
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El patrón está obligado a dar un comprobante de salario cada vez que cobres 

en donde se especifique cuánto ganaste y los descuentos que se te hacen por 

concepto de impuestos y seguro social. 

Los trabajadores qui! hayan laborado durante un año, con el mismo patrón, -

tienen derecho a vacaciones pngadas,m.iis un 25% de prima adicional de los -­

d!as que le corresponden, según su antigüedad, por ejemplo: 

1 año de trabajo 

2 años de trabajo 

3 años de trabajo 

4 años de tri:ibajo 

De 5 a 9 años de 

trabajo 

6 d!as de vacaciones, 

8 días de vacncioncs. 

10 días de vacaciones. 

12 días de vacaciones 

14 días de vacaciones. 

Todo trabajador tiene derecho a cobrar aguinaldo 1 este consiste o!O el pago -

de 15 días de salario que debe recibir el trabajador, por haber trabajado un 

año y que debe recibir antes del d!a 20 de diciembre de cada año, cuando no 

tenga completo el año el trabajador, se le deberá pagar la parte proporcio-­

nal del tiempo que trabaj6. 

Cuando sufras algún accidente o contraigas una enfermedad a consecuencia de 

estar trabajando, el patrón estará obligado a pagarte lo siguiente: 

l. Asistencia médica y quirúrgica. 

II. Rehabilitación. 

III. Hospitali.zac:ién, cuando el caso lo requiera. 

lV. Medicamentos y materiales de curación. 

V. Los aparatos de prótesis y ortopéd1a necesarios, y 

VI. La indemnización fijada por la ley. 

No importa que no estés inscrito en el Seguro Social. 



. Todo trabajador tiene derecho a que se le inscriba en el Seguro Social, 

mis tardar en los cinco priml!ros días de trabajo. 

Los d!as de descanso obligatorio son 

la. de enero. 

5 de febrero. 

21 de marzo. 

lo. de mayo. 

16 de septiembre. 

20 de "noviembre. 

lJS • 

lo. de diciembre de cada seis años cuando correspond11 a la transmi­

sión del Pode't' Ejecutivo Federal. 

25 de diciembre. 

Todo trabajador tiene derecho al pago de horas extras, cuando trabaje más -

de 8 horns en un d!a, 

Recuerda cuando tengas algún problema laboral solicita ayuda, antes de que trans­

curran ocho días de haber ocurrido el problema, 
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e o N e L u s I o N E s. 

!. La presencia de los pueblos indígenas en Mih:ico, no sólo expresa diferen­

cias culturn.les, también hacen evidente las r~laciones de desigualdad obje­

tiva, producto de unü historia dt:! dominación, carencias acumulndas 1 tratn­

mientos difQrcnciales y rezagos históricos. Que los sitúa en poslció"l de -

desventaja y marginación respecto a otros integrantes de la sociedad nacio­

nal. 

IL Una forma en que se ha manifestado también la injusticia pnrn los herede­

ros inme.diata·s de las culturas preco'Ctesianas, es el desconocimiento de -­

sus norm::u; de derecho, hay un de"techo vivo, consuetudinario, que se conju­

ga con sus valores sociales y religiosos, tradiciones, costumbres e histo­

l:in de cada comunidad. Este derecho no ha sido reconocido, y muchas veces 

se les juzga conforme 11 los valores de la cultura cr:t.stiano-occidental 'I -­

lao bases que perviven dl?l derecho romano, conforme .:¡l derecho escrito es­

tatal o federal• sin considerar sus realidades sociológicas. Esto conduce a 

uno dualidad jur!.dica, y en ocasiones cuando se aplica el "derc.cho de los 

blancosº, ha.y una verdadera injusticia para estas concreciones sociales. 

n:r. El mosaico culcural formado pnr 56 pueblos indígenas, hacen de México un -

pata multiécnico y pluriculcuraL Las étnias indígenas en su movinaie.t1to de 

lucha constante, en su resistencia por preservar sus costumbres y su patri­

monio social, han propiciado el desnt'rollo de todos aus compromisos de ide.~ 

tidad. '{, en ese reclamo por fortalecer sus demandas y propuestas, el -­

Lic. Carlos Sa1inns de Gortllri en el pr!iscnte régimen, ha instrumentado los 

medios y elementos du respuc.sta para ellos en el Prog'rmna Nacional de. Desa­

rrollo de los Pueblos lnd1genas 1991-1994; siendo prop6sito del actual Go­

bierno Federal que los pueblos ind!genas se convieJ:"tan en protagonistas de 
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su propio desarrollo econ6mico y social, dejando otras viejas costumbres de 

patcrnnlismo; ahora están dando un paso finne en el traspaso de funciones,­

parn ser autogestores de su pt'opia historia. 

IV. Sobre la promoción del l.ibre desarrollo de las culturas ind{gcnas, se hn -

fincado la ncción del Instituto Nacional Indigenista durante el período 

1989-1994, para lo que se funda en tres pt:incipios generales de acción, de­

rivados del Programa Nacional de Desarrollo de los Pueblos Ind!genas: 

A. Participación de pueblos y comunidades indígenas en la planificación -

y ejecución de los programns de la Institución. 

B. Traspaso de (unciones institucionales a las organizaciones y colccti.v!, 

dades indígenas, as! como a otras instituciones públicas y grupos de -

ln sociedad. 

C. Coordinación con instituciones federales, estatales, municipales y la 

sociedad misma, así como con organismos internacionales. 

Estos principios se orientan a generar acciones de tr3scendencin social 

cuatro úreas : 1) Deso:rrollo económico; 2) Bienestar social; salud y ed~ 

cación¡ 3) Fomento de la identidad cultural; y 4) Procuración de justicia. 

V, Una de las funciones centrales del INI, de acuerdo a la Ley que lo crea y a 

la vigencia de la misma, es la del Programa de Fomento a la Cultura Indíge­

na; el cual pese a su importancia en la política indigenista, ha padecido -

de escasez de recursos. No se puede correr el riesgo de que se venga la -­

urgencia del trabajo de la investigación por la pérdida de alguna lengua -

cultural indígena, o de que un sistema de conocimientos o de organización -

social desaparezcan por carencias o f.o,lta de atención. Se han propuesto un 

conjunto de proyectos para atender este rubro como parte de la política in-
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digenista del Estado mexicano; que culminará en el establecimiento de cono­

cimientos pemanenteR y necesarios de la cultura y tradiciones de los pue­

blos indígenas. 

VI. En nuestro pata se pierden en la historia los testimonios de rezagos econó­

micosociales, desigualdades e injusticias, y que la época actual se man! 

ficstan mayormente entre la población indígcnn. La existencia de intcrest!s 

personales y la improbidad de malos gobernantes, han propiciado la pobreza, 

marginación e injusticia en los pueblos indígenas de México. En esta lu­

cha cierta cQntrn el reaultndo de la historia, se ha observado mediante los 

diagnósticos de cmnpo, que el mayor reclamo de los indígenas se centra en -

las acciones de justicia. sus voces convertidas en profundas demandas de -

justicia tienen un significado aGn todnv!a Más profundo: se ha referido en 

ellas -el acceso a la justicia mexicana en igualdad de circunstancias, la -­

misma justicia para todos los mexicanos. 

VII. Importancia singular en el quehacer indigenista institucion.il es el Progra­

ma de -Procuración de Justicia, se parte de la base de que una justicia cxp.! 

dita y comprensiva de una realidad sociológica, condición para el desa-

rrollo de los pueblos ind!scn.:rn. El 7 de abril de 1989, el Pre!:1idcnte Sal! 

nas de Gortari instaló ln Comisión de Justicia pnra los Pueblos Indfgenns -

de México que, como Orgnno Consultivo, compli!munta la participnción de la -

sociedad en el Programa de Procuración de Justicia. Con recursos adiciona­

les del Programa Nacional de Solidaridad, la defensor fa indígena se consti­

tuye en uno de los ejes centrales de ln actividad del Instituto Nacional l.!! 

digcnistn. 
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VIII. Es de importante sentido social el Programa de Procuración de Justicia del 

INI perfilado al campo penal, agrario, civil y laboral. Sólo para ejempli­

ficar su importancia baste subrayar que en el aspecto penal, en el año de -

1989 se encontraban 3,373 indígenas en distintos centros de reclusi6n de la 

República y de éstos el 35% estaba detenido más allá de los límites establ.! 

cides por la ley¡ no hnbínn tenida la asistencia de un intérprete durante -

el proceso, ni habían tenido un dl'.!fensor para su causa. 

IX. Se justifica plenamente la intervención del UH en la problemática agraria, 

pues la carencia de una regularización en la tenencia de la tierra, o-cigina 

conductas contrarias al derecho no solamente entre individuos, familias y 

comunidades ind1genas • sino que también de éstos que se defienden contra -­

los atropellos de los mestizos que colindan con sus tierras• que van desde 

los despojos territoriales hnsta los homicidios. 

X. No es menos importante el quehacer del INI en la atención a las cuestiones 

laborales como parte del Programa de Procuración de Justicia; pues hay un -

endémico incumplimiento de los derechos sociales del trabajo para los jorn!! 

leras agr1colas, principalmtJ.ute loe tcmpornleroR. 

XI. Las accionet> del lNI en materia penal de 1989 hasta el presente, han sido -

significantes en ln liberación de indígenas detenidos por delitos, tnnto -

del orden común como federal; solamente de enero a junio de 1993 se obtuvo 

la excarceluciúu de 883 individuos. Los esfuerzos en esta materia se han -

perfilado n los siguientes planos: 

A. Proporcionat' asesorta y defensoría. 

B. Gcstionat' los bene(icios legales de libertad. 
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C. Celebrar convenios con autoridades encargadas de !a administración e -

impartición de justicia (hasta la fecha se han celebrado 24). 

D. Coordinar esfuerzos con otras instituciones. 

E. Elaboración de censos penitenciarios y su actualización. 

F. Buscar la participación comunitari:l cm 10!3 procesos judiciales (testi­

gos, documentos). 

XII La magnitud de las necesidades y apremios sociales, jurídicos y económicos 

en las distintas comunidades indígenas, ha conducido a que el INI estí! des!!_ 

rrollando distintos objetivos, entre los que destacan: investigar sobre el 

sentido y alcance del derecho consuetudinario, fundamentos sociales para r~ 

glamentar el Artículo 4o. Constitucional, continuar con la cclebraci6n de -

convenios cun las autoridades responsables de la impartición de justicia. 

Sin embargo, lo que se ha hecho es rebasado en mucho por la realidad de los 

estancamientos sociales endémicos; hay todavía mucho que hacer, porque es -

un asunto que no solamente compete al INI sino a todas las instituciones de 

la República, es cuestión que debe interesar a todos los mexicanos. Razón 

por la que ha constituido una premlt>iJ Ju i;:tita instit:ución, el sen~ihiliznr 

a las autoridades para que se .'.lccrqucn n los indígenas: Ya existen Subpro­

curaduríns de Justicia sobre Asuntos Indígenas en Oaxacn, San Luis Potosí y 

Veracruz; en esta última los Ag1.rntes d<!l Ministerio Público son itinerantes. 
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